
  

 

 

 

 

Autores: Buenos Aires (provincia). Procuración General de la 

Suprema Corte de Justicia 

 

Título: El Ministerio Público en la Provincia de 

Buenos Aires]  

 

 

Buenos Aires (provincia). Procuración General de la Suprema Corte de Justicia (1975). El 

Ministerio Público en la Provincia de Buenos Aires. La Plata, Argentina : Suprema Corte de 

Justicia de la Provincia de Buenos Aires 

 

 

 

Documento disponible para consulta y descarga en la Biblioteca Digital y Repositorio 

Institucional de la Suprema Corte de Justicia de Buenos Aires. [http://repositorio.scba.gov.ar] 

Consultas a repositorio@scba.gov.ar 

 

   

Esta obra está bajo licencia 2.5 de Creative Commons Argentina. Atribución-No comercial-Sin obras 

derivadas 2.5 

mailto:repositorio@scba.gov.ar
http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/2.5/ar/


P R O V I N C I A D E B U E N O S A I R E S 

P O D E R J U D I C I A L 

P R O C U R A C I O N G E N E R A L - ¡ 

D E L A S U P R E M A C O R T E D E J U S T I C I A \ \ *v 

EL MINISTERIO PUBLICO 
EN LA 

PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

.'V I 

,'i ,// v ; / , n< 1 > 
[< r 

\ ' / V 3 

A y 

C E N T E N A R I O D E S U O R G A N I Z A C I O N 

L A P L A T A 

1 9 7 5 





El objeto de esta publicación, realizada por los integrantes 
de la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia, 
es el de presentar un bosquejo de lo que significa el Minis-
terio Público en la Provincia de Buenos Aires, como una con-
tribución a la conmemoración del Centenario de su Orga-
nización. 

Cien años en la vida de una institución señalan que su 
organicidad fue reconocida por las generaciones sucesivas co-
mo la adecuada para los fines de bien público que le dieron 
origen. Si, además, esa estructura reconoce como propios, an-
tecedentes de más antigua data, debe admitirse que las nor-
mas vigentes recogieron experiencias e incorporaron nuevas 
reglas de acción en procura de su perfeccionamiento. 

Reseñar el origen, seguir la evolución hasta su institucio-
nalización definitiva, estudiar su naturaleza y recopilar las 
disposiciones reguladoras del funcionamiento del ministerio 
público, nos ha parecido el mejor homenaje para quienes en 
ese lapso tuvieron a su cargo la responsabilidad de desempe-
ñarse en su jefatura. 

La oportunidad también es propicia para que el análisis 
de esos principios, la información sobre la composición y la 
determinación de las f unciones específ icas de sus integrantes, 
facilite una toma de conciencia sobre la tarea encomendada 
al ministerio público, para el afianzamiento del orden jurídico 
en procura del bien común, 
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CAPITULO I 

ORIGEN DEL MINISTERIO PUBLICO' EN ESPAÑA 
Y SU EVOLUCION EN EL DERECHO 

PATRIO Y PROVINCIAL 

1. ANTECEDENTES: 

No ofrece dudas que el Ministerio Público surgió como 
una manifestación de la soberanía del Rey durante la Edad 
Moderna. Primero defendió sus intereses patrimoniales y luego 
procuró también la represión de la delincuencia, al lado del 
acusador privado. Al tiempo de afirmarse la forma monárqui-
ca absolutista y desarrollarse la figura del Estado moderno, 
los denominados PROCURADORES REALES fueron paulatinamente 
asumiendo la defensa de los intereses generales del común a la 
par que los particulares del gobierno, entonces personificado 
en el monarca. Ello se corresponde con la asunción por parte 
del Estado, como tarea propia de la Administración, del ejer-
cicio de la justicia. Dice Beneyto que "los Reyes Católicos 
aparecen como los últimos reyes juzgadores. No va a ser la 
persona del príncipe, sino la estructura del Estado quien aco-
gerá la tarea..." (1). 

¡Claro está que las fruiciones del ministerio público fue-
ron el resultado de una larga evolución; ellas se encuentran 
en germen en diversas instituciones y prácticas dispersas, pero 
su desarrollo obedece a aquella dirección histórica que hemos 
apuntado. 

Esa trayectoria es para la historia europea occidental y 
vale en la labor de aclarar los orígenes de la institución en 
nuestro derecho, capítulo durante siglos del español. En la 
Península encontramos, en efecto, antecedentes más o menos 
directos de la institución. Los PROMOTORES O AHOGADOS FISCALES, 
ante los jueces ordinarios a que se refieren las Partidas ( 2 ) pa-
ra Castilla, cuya Audiencia contó entre sus miembros desde el 
siglo XIV con un PROCURADOR, como después veremos. Con an-
terioridad, en la organización judicial visigótica, los ACTORES 
FISCI, que representaban al rey en los juicios ( 3 ) o el MAIOBI-

( 1 ) Beneyto , J u a n : Historia de l a administración española e hispano-
amer icana . Aguilar . Madrid, 1958, pág, 390. 

(2) Du Boys, Alberto: Historia del derecho penal de E s p a ñ a . I m p r e n t a 
de José Mar ía Pfirez. Madrid, 1872. Pfigs. 81 y 210. 

( 3 ) Vicente y Caravantes , JosS: Tra tado histfiricot cr i t ico f i los6í ico de 
los procedimientos judiciales en mater ia civil según l a nueva ley 
de enjuiciamiento. Imp. de Gaspar y Roig Editores . Madrid, 1856, 
tomo I , p&g. 66. 
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ÑUS (merino), de origen germánico "que está en intima rela-
ción con la justicia, aunque no es por sí mismo un juez y re-
cauda entre otros emolumentos regios, derechos judiciales..." 
( 4 ) o en 1315 cuando se desdobló en Valencia el antiguo 
PATRONO DEL Fisco en un ABOGADO PATRIMONIAL y un ABOGADO 
FISCAL. En Aragón desde principios del siglo XV aparece el 
PROCURATOR REGNI ante la Audiencia real, que podía provo-
car persecuciones contra los más altos funcionarios del Estado, 
aún contra el Justicia y sostener su acusación ante las Cortes, 
y luego de 1510 los PROCURATORES ADSTRICTI, encargados en ca-
da ciudad, villa y territorio justiciable de perseguir a todos los 
criminales ( 5 ) , 

Siempre fue, en el derecho español, del Rey de donde 
emanaba toda justicia. Según el "Fuero Viejo" era el derecho 
de justicia suprema una de las cuatro cosas que constituían 
su soberanía; siempre, entonces, fue el monarca quien delegó 
jurisdicción en jueces de diversos grados, y siempre también 
entonces nombró funcionarios para que los vigilara. Tales fue-
ron los PACCI ASSERTORIS entre los visigodos ( 6 ) o los VEEDORES, 
delegados itinerantes de los Reyes Católicos, "que iban por los 
Reinos disimuladamente informándose cómo se gobernaba y 
administraba justicia" (7). 

/Desde la incorporación de los Reinos de Indias a la Co-
rona, la política de afirmación, consolidación y expansión del 
poder real exigía, obviamente, el desarrollo legal de la insti-
tución. Sabido es que el derecho castellano no pudo ser trans-
plantado íntegramente a América; las particularidades, tan ca-
ras al peninsular fueron siempre medidas y especialmente esco-
gidas por la legislación, cuya concepción, pese a las variaciones 
apuntadas, por razones temporales o por el cambio dinástico 
de Austrias a Borbones cuyos efectos llegaron aquí tardíamen-
te, reflejó siempre un sentido ético y religioso, en procura del 
Estado Justicia y la Evangelización y Protección de los Natura-
les, altos objetivos que muchas veces contradijeron las reali-
dades menores de la práctica humana. Desde los primeros 
tiempos de la Edad Media, la intervención de la Justicia del 
Rey aparecía como un beneficio para los débiles y un auxilio 
para los oprimidos. La monarquía, dice Du Boys, era en cier-
to modo "La tutora legal de los desgraciados que permanecían 
aislados en la tierra sin consuelo ni apoyo". Según las Partidas, 

(4 ) Mayer, E r n e s t o : His tor ia de las Inst i tuciones Pol í t icas y Sociales de 
E s p a ñ a y Por tuga l durante los siglos V a X I V . Publicarían del Anua-
rio de Histor ia del Derecho Español . Madrid, 1926. Tomo I I , pág. 49. 

(5 ) Du Boys , Alberto. Op. ci t . págs . 353 y 354. 
(6 ) Id. págs. 528 y 529. 
( 7 ) Beneyto , J u a n : op. cit. pág. 390. 
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continúa el autor citado " . . . hay hechos por los cuales los 
demandados tienen que entenderse directamente con el rey", y 
en la enumeración, que incluye la falsificación de moneda y 
la traición, se señala: el "pleito que demandere huérfano 6 orne 
pobre ó muy cuitado contra algún poderoso de que no podie-
se también alcanzar derecho por el fuero de la tierra, Ca so-
bre cualquier de estas razones, tenudo es el demandado de 
responder ante el Rey, do quien que los emplazasen. E non 
se podiese escusar por ninguna razón, por que estos pleitos 
tañen al rey principalmente por razón del señorío. Otrosí, por-
que cuando tales fechos como estos no fuesen escarmentados, 
tornarse y a ende en daño del rey, e comunalmente de todo eí 
pueblo de la tierra" (Ley tít. 3, Part. 3). ( 8 ) . Concluye 
Alberto Du Boys que "bajo estas Cándidas formas se reco-
nocían excelentes doctrinas", cual es la de que el Rey, como 
representante de la justicia social, es demandante nato de to-
dos los criminales, porque el daño que infieren lo es a la so-
ciedad entera, de la cual es custodio, y al Estado, del que es 
la personificación. ( 9 ) 

Por otra parte, advirtamos que la función del ministerio 
público comprende, en la concepción expuesta, la protección 
de pobres y menores, con antigua raigambre en España, des-
de que Recaredo, como primer magistrado, había delegado en 
los Obispos esa tarea, los cuales se valían, en la práctica, de 
los denominados DEFENSORES ( 1 0 ) . 

Bajo la denominación del FISCAL un funcionario integra la 
planta del Consejo de Indias con el encargo de defender la 
jurisdicción, patrimonio y hacienda real, protección de los in-
dios y observar cómo se cumplía y guardaba "lo que nos está 
proveído y ordenado para la buena gobernación de Indias", 
luego auxiliado por dos SOLICITADORES FISCALES "que soliciten y 
procuren' las cosas que aquél les encargare, el uno para el Vi-
rreinato de Méjico, el otro para el del Perú. La descripción 
de las funciones revela que este Fiscal era el mismo de las 
Audiencias españolas, superior tribunal de justicia transplan-
tado a América, y que se instaló definitivamente en Buenos 
Aires en 1783, luego de haber funcionado entre 1661 y 1671. 

Es a Enrique II a quien se atribuye la verdadera insti-
tución de las Audiencias en España, habiendo efectuado en 
las Cortes de Toro en 1371. En ellas estableció siete oidores, 
tres de ellos obispos. Don Juan I, en las Cortes de Valladolid 
y Bribíesca, en 1387, aumentó su número hasta ocho con sólo 

(8) Du Boys , ob, cit.„ Pág. 178. 
(9) Id. 187 y 188. 
CIO) Vicente y Caravantes , ob. cit., p&g, 58. 

13 



dos prelados, y creó el oficio de PROCURADOR FISCAL, que So-
lórzano deriva de los PROCURADORES CAESERIS O RATIONALES y 
—obviamente— del PATRONUS F I S C I de las Partidas, " . . . orne 
que es puesto para razonar e defender en juicio todas las cosas 
y los derechos que pertenecen a la Cámara del Rey". 

Solórzano Pereyra define las Audiencias como "el castillo 
roquero de Indias, donde se guarda la justicia, los pobres ha-
llan dispensa a sus agravios y opresiones de los poderosos y a 
cada uno se le da lo que es suyo con derecho y verdad". En 
nuestro caso, presidida por el Virrey, se integraba con un re-
gente, cuatro oidores y un fiscal. Era éste "la voz e imagen 
del Rey", como dice Alfaro, sentado al lado del oidor más 
moderno, debajo del dosel y denominado "PROCURADOR F I S -
CAL —dice Solórzano— es y se puede llamar con razón PRO-
CURADOR GENERAL, porque aunque lo es de solo el Príncipe 
cuida o debe cuidar de todas las cosas que pertenecen a la 
utilidad del, y ala de la Repiiblica y en éstas están compren-
didas o embebidas las de los particulares". (11) 

La cita transcripta y el examen de las atribuciones que 
le dan las Ordenanzas expedidas en 1785 para la Real Au-
diencia Pretorial del Río de la Plata ( 1 2 ) ilustran sobre la evo-
lución de la institución. En efecto, el fiscal cuidaba de las 
causas públicas y de las del soberano. Defendía los pleitos de 
la real hacienda, la jurisdicción, el patronazgo y la hacienda 
real, cuidando del castigo de los pecados públicos y tenía el 
patrocinio de las causas que activa o pasivamente afectaban 
al Fisco, de todas las cosas atinentes al soberano y al interés 
público. Acusaba, pero sólo en hecho notorio o cuando fuere 
hecha pesquisa, caso contrario debía mediar denuncia. Inte-
graba el Tribunal y podía ser recusado, ya que tenía voto en 
todas las causas "como no toquen al Fisco" en que se diera 
"discordia de votos o no hubiere número bastante de Oido-
res". Como funcionario judicial, pues, no percibía costas, sal-
vo cumpliendo el cargo de "ayudar y favorecer a los indios 
pobres en los pleitos que trataren y mirar por ellos, para que 
no sean apremiados, maltratados ni reciban agraviospues 
en ese caso "puedan tomar de los Indios algunas cosas comes-
tibles cuando las ofrecen, por que sienten mucho que no las 
tomen'. Esta función, PROTECTOR DE NATURALES, completa el 
cuadro de atribuciones del Fiscal someramente expuesto y con-
firma que la institución asumía la vigilancia en el cumplimien-
to de los fines del Estado y, en una época en que la concep-

(11) Solórzano y P e r e y r a , J u a n de: Pol í t i ca Indiana. Imprenta R e a l de 
l a Gazeta. Madrid. 1776. T. I I , pág. 300. 

(12) V . Acuerdos y Sentenc ias de l a Suprema Corte de J u s t i c i a . P e u s e r , 
L a P l a t a , 1892, Ser le 1?, T . I , pág. 482. 
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ción patrimonial de éste lo seguía confundiendo con la per-
sona del rey, Solórzano les recordaba "que no piensen que 
por defender al príncipe, le hacen servicio en procurar vencer 
los pleytos que les tocaren..., porque para él no habrá cosa 
más gustosa y loable que los pierda cuando no tuviere jus-
ticia" (13). 

Como las atribuciones judiciales estaban dispersas •—al 
igual que las políticas— en varios funcionarios, al R E G E N T E de 
la Audiencia le correspondía informarse del estado de los plei-
tos, vigilando el procedimiento, dando "las órdenes correspon-
dientes para que la justicia tenga el debido pronto ejercicio 
que le corresponda" (14). 

Los Fiscales también daban asesoramiento legal al vi-
rrey o gobemadort en asuntos administrativos, lo que es ex-
plicable dado que fue una característica de la organización 
política y judicial hispánica repartir atribuciones entre distin-
tos funcionarios para asegurar un recíproco control, finalidad 
que luego tuvieron muy en cuenta los teóricos de la división 
de los poderes al organizaría prácticamente. De este modo, el 
Fiscal también era un abogado —ya que siempre fueron le-
trados— del gobierno. 

"Nacidas para representar la potestad real —dice Luis Az-
nar—, las audiencias llegan a ser en América los ojos del mo-
narca. Los sucesivos cambios en que el régimen gubernativo 
de una sociedad cuyo desarrollo corría parejo con su origi-
nalidad, fueron cercenándoles atribuciones y constriñéndolos 
a una función puramente judicial. A fines del siglo XVIII las 
audiencias eran una sombra de lo que habían sido. El cen-
tralismo borbónico no toleró la jurisdicción amplia de estos 
duplicados simbólicos de la realeza: fue circunscripto el ra-
dio de acción del alto tribunal hasta lograr que encajara en 
el engranaje administrativo de las intendencias. La teoría tri-
partita del gobierno contribuyó a quitarle su primitivo ca-
rácter, resultando así que constituye el antecedente más visi-
ble de nuestro Poder Judicial" (15). 

Desde 1783, pues, el Ministerio Público, considerado co-
mo órgano de la acusación, es monopolizado por el Fiscal de 
la Real Audiencia, de acuerdo con la ley 14, Título 3, Libro 2, 
de la Nueva Recopilación: "Que ante las justicias ordinarias 

(13) Solórzano y P e r e y r a , J u a n de: Po l í t i ca Indiana, c i t . T . I I , L i b r o V, 
Cap. V I , pág . 301. 

(14) Instrucc ión Que deben observaT los R e g e n t e s de l a R e a l Audiencia, 
del 20 de junio de 1776, en Acuerdos y Sentenc ias , c i t . pftgs. 385 
y siguientes^ 

(15) Aznar , Luis : Evolución del rég imen l e g a l y del s ignif icado polít ico 
de las audiencias indianas. S e p a r a t a del Bo le t ín de l a Univers idad 
Nacional de L a P l a t a , N» 5 T. X V I I - 1 9 3 3 . L a P l a t a , 1934, pág . 8. 
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(la Capitular) no hayan ni se pongan fiscales que generalmen-
te tengan cargo de acusar, ni pedir generalmente cosa alguna 
de oficio, salvo solamente cuando algún caso se ofreciere que 
sea de calidad que convenga proceder de oficio, que enton-
ces para aquel caso puedan poner un Promotor Fiscal que 
pueda proseguir y fenecer aquella causa y nada más...". Es-
tos PROMOTORES FISCALES antes de 1783 eran designados por 
el Alcalde que entendía en el juicio y luego de instalada la 
audiencia era alguno de los AGENTES FISCALES que nombraba 
el mismo Fiscal del Tribunal. 

Contrariamente, lo relativo a la guarda y protección ofi-
cial de pobres y menores era una función del Cabildo de Bue-
nos Aires. A iniciativa del Procurador General de la ciudad 
se confió la tutela de los intereses de los menores a un fun-
cionario de ese cuerpo por Acuerdo del 31 de junio de 1642, 
en tanto que el cargo de Defensor de Pobres se creó el V- de 
enero de 1722, subsistiendo en las Ordenanzas dadas en 1814. 

2. ESTATUTOS DE 1812, 1813 Y 1817 

Producido el cambio gubernativo de 1810, las disidencias 
entre la Real Audiencia y la Junta de Gobierno llevaron a 
.ésta a reemplazar a sus miembros, recayendo la designación 
para servir el ministerio fiscal en el doctor Simón Cossio. Pu-
ramente institucional fue en cambio el motivo de sanción del 
Reglamento Provisorio sobre los recursos de segunda suplica-
ción, nulidad e injusticia notoria y otros extraordinarios, del 
21 de junio de 1811, según el cual los aludidos recursos que 
se llevaban hasta allí ante el Consejo de Indias deberían serlo 
ante la JUNTA SUPERIOR PROVISIONAL, con precedente dictamen 
del MINISTERIO FISCAL, razón por la cual el doctor Cossio tam-
bién asumió esa tarea, correspondiente a los fiscales de aquel 
organismo con sede en la metrópoli. 

"No hay felicidad pública sin una buena y sencilla ad-
ministración de justicia...", se lee en los considerandos del 
Reglamento de institución y administración de justicia del Go-
bierno Superior Provisional de las Provincias del Río de la 
Plata del 23 de enero de 1812, por el cual, según su artícu-
lo 12, "el Tribunal Supremo de Justicia que hasta ahora ha 
sido la Real Audiencia se llamará en adelante Cámara de Ape-
laciones; consiguientemente, queda de esta fecha disuelfo y 
extinguido el precitado Tribunal de la Real Audiencia". El 
antes Fiscal era reemplazado por un AGENTE DE LA CÁMARA, 
cuyas funciones "serán las mismas que hasta el presente han 
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ejercido los fiscales", decía el artículo 14, agregando: "Consi-
guientemente, no tendrá derecho alguno a voto", cuando en 
realidad esta última prescripción variaba el sistema anterior, 
pues hemos indicado ya cómo el Fiscal de la Audiencia inte-
graba el Tribunal y votaba en determinadas circunstancias. 

El 6 de setiembre de 1813, la Asamblea General Consti-
tuyente sancionó un nuevo Reglamento de administración de 
justicia. No innovaba, salvo al establecer que los CAMARISTAS 
permanecerían en su cargo mientas durara su buena con-
ducta (art, 22), sin hacer la misma salvedad con relación al 
Agente, y creaba el cargo de auxiliar de éste, designado por 
el gobierno a su propuesta y que es denominado AGENTE F I S -
CAL SUBALTERNO en el Decreto del 1? de marzo de 1814, que 
suscribe el Director Supremo Posadas al imponerle la obliga-
ción de efectuar las visitas semanales de cárceles. ( 1 6 ) 

El recargo de negocios motivó que el 10 de noviembre 
de 1817 se repartiera •—"a discreción del Fiscal"— el despa-
cho de los negocios entre dos agentes, uno en lo civil y otro 
en lo criminal, decreto que, a juicio de un comentarista, ini-
cia la especialización de funciones en el Ministerio Público. 

Mantenía el mismo criterio el Reglamento Provisorio de 
1817, el cual, fruto de una trabajosa elaboración, a tenor de 
las nuevas ideas imperantes, declaraba expresamente la inde-
pendencia del Poder Judicial, a cuya organización dedicaba 
la Sección IV. Para asegurarla establecía la inamovilidad de 
los jueces, siguiendo el precedente antes citado, pero ahora 
extendía esa misma garantía a los Fiscales, innovación que, 
además de las consecuencias prácticas que conllevaba, ubica-
ba al Ministerio Público como parte integrante del mencio-
nado Poder, permitiendo que la Cámara de Apelaciones, ca-
beza del mismo, el 24 de setiembre de 1821 acordara encar-
gar al REGIDOR DEFENSOR DE POBRES continuara visitando pre-
sos "a fin de que no estén sepultados en la cárcel sin saber el 
mérito, ni estado de sus causas", "... sea tanto para consolar-
los como para aprovecharse de las excepciones y defensas que 
le sean favorables", haciendo la misma recomendación al AGEN-
T E FISCAL DEL CHIMEN "en lo que respecta a la averiguación 
de los crímenes, para que no queden impunidos, activando 
el curso de las causas ••" ( 1 7 ) , y en 1835 estableciera que 
correspondía a los jueces dar cuenta al Tribunal de cualquier 
retardo que se notare en el Agente Fiscal y en el modo de 
comportarse en juicio, 

(16) E l tex to de este reg lamento y del anter ior , en: Acuerdos y Sen-
tenc ias , ser ie 1», tomo I , págs. 194 y 214. 

( 17 ) Acuerdos y Sentencias , op, cit . pág. 18. 

17 



3. PRIMERAS DISPOSICIONES LEGISLATIVAS 

El 21 de diciembre de 1821 la Honorable Junta de Repre-
sentantes de Buenos Aires sancionaba la ley suprimiendo los 
Cabildos y creaba, para continuar con las funciones judicia-
les de estos organismos, la Justicia Ordinaria de la Capital y 
la Campaña, y los Juzgados de Paz en cada Parroquia. Desig-
naba a un letrado como DEFENSOR DE POBRES Y MENORES Y 
PROCURADOR GENERAL DE LA PROVINCIA, resumiendo así ambas 
funciones capitulares, e introducía la exigencia del título ha-
bilitante. Estos oficios fueron separados por Decreto del 31 
de diciembre de 1824, pasando a denominarse el último PRO-
CURADOR GENERAL de la ciudad, funcionario antecedente del 
PROCURADOR MUNICIPAL de la ley N9 1 8 5 4 . La Defensoría de 
Pobres y Menores, separada un tiempo y reunida nuevamen-
te por decreto del 29 de enero de 1829, era ejercida por legos, 
con un ASESOR LETRADO, hasta que en 1 8 3 1 se restableció la 
exigencia de ser abogado para llenarla. 

Las contradicciones entre la letra de la ley y su práctica, 
se pusieron de manifiesto con respecto a los Juzgados de Cam-
paña, suprimidos finalmente por ley del 22 de noviembre de 
1824, ya que eran insuperables las dificultades habidas para 
substanciar los juicios criminales con la acusación fiscal y con-
testación del defensor, "cuyos cargos era preciso nombrar en 
cada caso, cuando eran tan escasas las personas que pudieran 
desempeñarlas", decía el Juez de primera instancia del primer 
departamento, concluyendo el mismo magistrado que sería su-
ficiente "guardar el orden sustancial en los juicios, oyendo al 
reo en su confesión y recibiendo la causa a prueba en un tér-
mino competente", opinión que no compartió el Superior Tri-
bunal, es decir la Cámara, llamada a ello por cuanto —dijo— 
"nada sería más disonante que juzgar y sentenciar a los ciu-
dadanos bajo una forma en la capital y bajo otra más peli-
grosa y menos favorable en la campaña" ( 1 8 ) . La cuestión se 
zanjó, como hemos dicho, suprimiendo los juzgados de cam-
paña. 

En 1829, por decreto del 27 de enero que suscribe el 
Gobernador Interino Guillermo Bi'own, dividióse el Ministerio 
Público de la Cámara de Apelaciones, estableciéndose que és-
ta contaría con dos Fiscales, uno civil y otro del crimen, agre-
gando al primero "las funciones de abogado del Gobierno en 
todos los casos de cualquier naturaleza que ellos sean'. Esta 

(18) Díaz, Beni to : Juzgados de P a z de Campaña de la Provincia de 
Buenos Aires. F a c u l t a d de Humanidades y Ciencias de la Educa-
ción. Universidad Nacional de L a P l a t a . L a P l a t a , 1959. pag. 65. 

18 



reunión de oficios o funciones no fue óbice para que en se-
tiembre de ese mismo año se nombrara a Manuel Vicente Ma-
za, ASESOR y AUDITOR GENERAL DE GOBIERNO ( 1 9 ) . En los años 
siguientes se utilizó la denominación de Fiscal General del 
Estado para referirse al de la Cámara o Superior Tribunal 
de Justicia de la Provincia, produciéndose en el seno del Mi-
nisterio Público el desarrollo de aquella función que más tar-
de adquiriría autonomía institucional. Esa raíz del Fiscal de 
Estado de Buenos Aires la señalaba el voto del vocal de la 
Suprema Corte Provincial, doctor Alejo B. González, emitido 
en la causa DXVIII (2 0) . La distinción aparece en el Presu-
puesto para 1855, instituyéndose un cargo de FISCAL DE LA 
EXCMA. CÁMARA DE JUSTICIA y otro de FISCAL DE GOBIERNO, y 
culmina cuando éste adquiere rango constitucional en 1889. 

En 1833, a pedido del Poder Ejecutivo, la Cámara de 
Justicia elevó un proyecto de ley sobre reforma judicial, don-
de, tal como lo habían hecho las Constituciones de 1819 y 
1826 —salvo variantes numéricas—, se establecía un Superior 
Tribunal de Justicia con siete jueces y un fiscal en lo Civil, 
Criminal y Hacienda, todos nombrados por el Gobierno de la 
Provincia e inamovibles. El proyecto no recibió sanción le-
gal. 

Desde la revolución de 1810, el problema de los recursos 
extraordinarios de segunda suplicación, de nulidad e injusti-
cia, notoria, cuyo conocimiento estaba reservado al Consejo de 
Indias, fueron objeto de diversas disposiciones con el propó-
sito de reemplazar a aquel órgano. En 1812 se dio compe-
tencia para ello a la Cámara de Apelaciones, tal como he-
mos visto, pero el sistema tuvo escasa vigencia y luego el tra-
tamiento de los mencionados recursos quedó en manos del 
poder administrador o de un tribunal especial. Un ejemplo de 
esto último lo fue el Tribunal de Recursos Extraordinarios de 
la Provincia de Buenos Aires de 1838. El Reglamento de Ad-
ministración de Justicia de 1813, preveía la instalación de un 
Supremo Poder (judicial), que conocería en las segundas su-
plicaciones y recursos extraordinarios de queja, nulidad e in-
justicia notoria de los demás Tribunales Superiores que antes 
se llevaban al Consejo de Indias, dirimiría cuestiones de com-
petencia, conocería en las cuestiones contenciosas en que fuere 
parte alguna provincia, etc. Esta aspiración, reiterada en las 

(19) Prado y R o j a s Aurelio: Leyes y Decretos promulgados en l a Pro-
vínola de Buenos Aires desde 1810 a 1876. Recopilados y concor-
dados p o r . . . Buenos Aires, 1877. T. I I I , pág. 384, N? 1064,, 

(20) Acuerdos y Sentencias S . C . J S A : Ser le 1?, tomo V I I I , pág . 5. 
(21) Levene, Ricardo; His tor ia del Derecho Argentino. E d . K r a f t . B u e -

nos Aires . 1946. T. V I , pftg. 129. 
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leyes fundamentales de 1819 y 1826, no se realizó sino con la 
organización constitucional de 1853-60. 

Por lo pronto, la Convención Constitucional de Santa Fe, 
adoptando en buena medida el modelo de la organización ju-
diciaria norteamericana —lo que se acentúa con la reforma 
de 1860—, creó una Corte Suprema de Justicia, compuesta 
por nueve jueces y dos fiscales, Integrada por designaciones 
de Urquiza, el 26 de agosto de 1854, razones de orden po-
lítico conocidas hicieron que se redujese a una Cámara de 
Justicia que sesionó en Paraná hasta el 30 de octubre de 1860. 
La Convención Nacional de ese año mantuvo la nomencla-
tura, pero suprimió toda referencia al número de jueces. 

En ambos casos se declaraba la inamovilidad de los inte-
grantes del alto Tribunal, pero se guardaba silencio sobre la 
situación del Ministerio Público. El Congreso de Paraná fue 
escenario de una larga discusión sobre este aspecto al de-
batirse la ley de organización judicial número 182, que esta-
bleció el Ministerio Público en cumplimiento de la Ley Fun-
damental, con FISCALES DE LA SUPREMA COBTE, de DISTRITO 
y de los JUZGADOS SECCIONALES. Pese a la inclusión de esos 
funcionarios dentro del Poder Judicial prevaleció la tesis de 
la amovilidad, que defendió el ministro Campillo, diciendo: 
"Es justo, señor, que el Gobierno tenga un abogado de su con-
fianza, para que defienda sus derechos en las causas en que 
la Confederación sea parte. Por esta razón deben ser los Fis-
cales de los Tribunales inferiores amovibles y declararse la 
inamovilidad de los jueces que es la parte del Tribunal que 
ha de resolver". Más cerca de nuestros antecedentes, tal como 
lo venimos reseñando, estaba la Comisión de Legislación que 
sostuvo en su despacho la tesis contraria: "Ha considerado a 
los Fiscales de los Tribunales inferiores no como abogados 
del Gobierno, sino de la Nación, puesto que la única misión 
del Fiscal es la de defender la ley y los intereses naciona-
les. . .". Agregaba luego, fundada en el principio liberal, que 
informaba las leyes y los tiempos, pero trayendo también el 
sentido de justicia como fin del Estado de tan antigua raíz 
en nuestro derecho: "Declarada la amovilidad de los Fiscales, 
cuando el gobierno tuviese un asunto ilegítimo y el Fiscal se 
negase a defenderlo, es claro que mudará Fiscales hasta en-
contrar uno tan complaciente que fuese siempre del parecer 
del Gobierno. Pero eso no garante los derechos de los ciuda-
danos ni es lo que quiere la Constitución". (22). 

(22) B a r r a q u e r o , Argentino: E l Ministerio Público, en Gaceta del Foro , 
tomo 50, pág., 261. Ver el debate en: Congreso Nacional. Actas de 
las sesiones de la. C á m a r a de Diputados. 1857-1858. 3STo se discutió 
aue los F i s c a l e s pertenecían al Tribunal ; todos lo aceptaron. Ver 
págs. 581 y 593. 
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Entretanto, Buenos Aires, que no había concurrido a la 
Convención de Santa Fe, se había dado su propia Constitu-
ción por intermedio de la Sala de Representantes, el 11 de 
abril de 1854. La lectura del primer artículo obvia explicar 
su situación política con relación a la Confederación y al pre-
sidente Urquiza: "Buenos Aires es un Estado con libre ejer-
cicio de su soberanía interior y exterior, mientras no la dele-
gue expresamente en un Gobierno Federal". 

Establecía un Poder Judicial "independiente de todo otro 
en el ejercicio de sus funciones" (art. 118), que sería desem-
peñado en el Estado por los Tribunales y Juzgados que la ley 
designe. Esta fue la número 166 del 30 de setiembre de 1857, 
y organizaba un SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA —al cual ya 
hacía mención el cuerpo constitucional. El miembro informan-
te de la Comisión, diputado Elizalde, en la sesión del 28 de 
setiembre, decía que era necesario concluir con el régimen 
vigente en el cual la Cámara de Justicia resolvía en apelación 
y luego conocía en súplica, inconveniente al cual ya nos he-
mos referido, lo que —según el mencionado— no constituía 
una verdadera garantía para el litigante. Para resolverlo, agre-
gaba, "no se ha encontrado mejor medio que el de consti-
tuir un Tribunal compuesto de diez Jueces y un Fiscal. . ." 
( 2 3 ) , lo que así —literalmente— fue sancionado. Nada decía 
la ley sobre la forma de designación de este último funciona-
rio, duración de su cargo, etc., pero la Constitución había 
declarado la inamovilídad de los "miembros del Poder Judicial" 
(art. 119). Antonio Mala ver, en su "Tratado de los Procedi-
mientos Judiciales", comentaba: "El Ministerio Fiscal quedó 
dividido en dos, uno de Gobierno, y otro adscripto especialr 
mente al Superior Tribunal de Justicia. Pero la ley que hizo 
la división, no se ha cuidado de determinar las funciones res-
pectivas, y el 'resultado ha sido que el Ministerio Fiscal carece 
de unidad y dirección. El Fiscal de Gobierno sólo recibe ór-
denes del Poder Ejecutivo y parecen pertenecerle todas las 
cuestiones económicas y administrativas. A su turno el del Tri-
bunal sólo las recibe de éste, y sus funciones son las de los 
antiguos Fiscales en lo judicial. Los mismos agentes que re-
presentan la acción pública en los Juzgados inferiores no tie-
nen relación de dependencia respecto a los Fiscales" ( 2 4 ) , y 

(23) Diar io (le Sesiones de la Cámara de Diputados Prov . B s . Aires . 
1857, pág. 525. Sesión del 28 de set iembre. 

(24) Malaver , Antonio: Curso de Procedimientos Judic ia les en m a t e r i a 
Civil y Mercant iL I m p r e n t a de Pablo E . Coni. Buenos Aires . 1875. 
págs . 204-205. 
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agregaba: "En general los Fiscales tienen el mismo tratamien-
to y consideración que los ministros del Tribunal a que per-
tenecen". El anotador del "Prontuario de Práctica Forense", 
de Manuel Antonio de Castro, también afirmaba que el Supe-
rior Tribunal de Justicia se componía de diez jueces y mi 
fiscal (2 S) . Para la ley y la doctrina, el Ministerio Público 
era, pues, parte del Poder Judicial. 

Completaban sus cuadros: los AGENTES FISCALES y D E F E N -
SORES de los tres juzgados del crimen de la campaña (Depar-
tamentos Norte, Centro y Sud) y en la Capital por un Agente 
Fiscal del Crimen y dos en lo Civil, cargos creados estos úl-
timos por la ley 413 del 26 de agosto de 1864, con la exigen-
cia de que fueran cubiertos con letrados. Subsistía además la 
ya mencionada DEFENSORÍA DE POBRES Y MENORES GENERAL de 
la Provincia, integrada por tres defensores que contaban con 
Asesores Letrados. La prohibición de abogar para estos aseso-
res y los agentes fiscales, tuvo sanción legal en junio de 1872. 

Por ley del 26 de agosto de 1864 se instituyó la SINDICA-
TURA en los Juzgados de Comercio, también a cargo de le-
trados. Por último, en la JUSTICIA DE P A Z la defensoría era 
ejercida por el SÍNDICO PROCURADOR MUNICIPAL (art. 65 de la 
ley 45) y la ley orgánica de la Justicia de Paz 1,169 estable-
ció, en su artículo 59, que cada Municipalidad nombraría 
anualmente un SÍNDICO y un DEFENSOR para desempeñar las 
funciones de los Ministerios Fiscal y de Menores. 

La organización que a grandes rasgos hemos descripto no 
funcionó acorde con las intenciones legislativas ni con las ex-
pectativas de los ciudadanos, El Ministro de Gobierno de Adol-
fo Alsina, doctor Nicolás Avellaneda, expresaba en la Memo-
ria del departamento a su cargo, severas críticas contra la 
centralización, los procedimientos, el excesivo número de jue-
ces del Superior Tribunal y, en similar documento de 1868, 
afirmaba: " . . . se proclama por todos lados la necesidad de 
mejorar la organización de los Tribunales, modificando al mis-
mo tiempo los procedimientos" ( 2 6 ) . Podríamos afirmar que 
esta preocupación en buena medida impulsó la idea de una 
reforma constitucional, necesaria por otra parte desde la re-
incorporación de Buenos Aires al seno de la República en 
1860, en cuanto su articulado era incompatible con esta nue-

(25) De Castro, Manuel Antonio: Prontuar io de P r á c t i c a F o r e n s e . Im-
p r e n t a de la Nación Argent ina . B u e n o s Aires . 1865. ( 2 ' ed.), pági-
na 116 nota 58. 

(26) Avel laneda, Nicolás: E s c r i t o s y Discursos . Memorias Minister ia les . 
Cia. S u d a m e r i c a n a de B i l l e t e s de B a n c o , B u e n o s Aires. 1910. P á g . 90. 
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va situación. El mismo Adolfo Alsina la promovió enérgica-
mente, aún cuando sólo culminaría años después. ( 2 7 ) . 

Sería injusto no decir que hubo intentos por hacer modifi-
caciones. Citaremos los de mayor envergadura. Uno fue el 
"Proyecto de Ley de Enjuiciamiento Civil", cuyo autor fue 
José Domínguez, quien también redactó otro sobre "Organi-
zación y Competencia de los Tribunales", en 1868 y por en-
cargo del Poder Ejecutivo. Aún cuando no tuvo sanción inte-
gral, muchas de las ideas que contiene fueron consagradas por 
leyes posteriores o contribuyeron a formar opinión doctrinaria. 
En lo que hace al Ministerio Público —al cual dedicaba tres 
títulos: Ministerio Fiscal, Ministerio de Menores y Defensores 
de Pobres— no innovaba en cuanto a su dotación, pero des-
arrollaba las atribuciones que le correspondían y lo organiza-
ba con sentido de unidad, siendo a este respecto ilustrativo 
transcribir el art. 76 de su proyecto: "Los Agentes Fiscales 
deberán poner en conocimiento del Fiscal cualquiera irregu-
laridad que notaren; y procurarán la unidad posible en la ac-
ción del ministerio, poniéndose de acuerdo en los casos graves 
con dicho magistrado, sin perjuicio de la independencia de 
sus opiniones y de su conciencia jurídica" ( 2 8 ) . El trámite de 
este Proyecto se alargó, y una comisión examinadora com-
puesta por Juan Carlos Gómez, Octavio Garrigós y Juan Agus-
tín García, designada al efecto, emitió su informe ( 2 9 ) . En 
el Capítulo referido, aconsejaba sensibles modificaciones, aun-
que no se encuentran fundamentadas sino en razones de mera 
práctica, pues no se hacía un estudio acerca de la función del 
Ministerio Público y sólo se atendía a una mayor celeridad 
en los trámites y a que no se produjera la falta de unidad 
de pareceres "en que a veces se encuentran funcionarios que 
representan al mismo Ministerio 

El Gobernador Emilio Castro, al remitirlo a la Legisla-
tura, decía que respecto a la reorganización de los Tribuna-
les sería conveniente aplazar el tratamiento de la parte rela-
tiva a organización judicial, para aguardar el resultado de los 
trabajos de la Convención Revisora de la Constitución, "por 
cuanto ésta pudiera establecer algo nuevo... que no ha podi-
do tener presente por el Dr. Domínguez ni por los Abogados 

(27) Sannucci , L í a E . M.: Crónica de la P r i m e r a Convención Constitu-
yente Bonaerense , 1870-1873. E n T r a b a j o s y Comunicaciones N» 12 
del Departamento de Histor ia de la F a c u í t a d de Humanidades y 
Ciencias de l a Educación, Universidad Nacional de L a P l a t a , P . 173. 

(28) Domínguez, José : Proyecto de Ley de En ju ic iamiento Civil, prece-
dido de otro sobre Organización y Competencia de los Tr ibunales . 
I m p r e n t a del Siglo. Buenos Aires. 1868. Titulo V. 

(29) Archivo Histórico de l a Provincia de Buenos Aires. Cámara de 
Diputados, 50-1-101, N ' 136. 
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que han examinado sus proyectos..." ( 8 0 ) . Es que esto se 
escribía en junio de 1870 y había comenzado hacía unos me-
ses sus trabajos la Convención Constituyente, con grandes es-
peranzas. No obstante, hubo despacho de una Comisión de 
Diputados, con relación al capítulo del Ministerio Público, es-
timándose que "siendo él rango de los fiscales el de Minis-
tros del Superior Tribunal de Justicia, hemos pensado que no 
debía aumentarse su número y que tampoco podía imponerse 
a tan altos funcionarios el deber de intervenir en las causas 
ante los jueces de I® instancia", por lo cual desechaban las 
enmiendas que al Proyecto introducía en este rubro la Comi-
sión Examinadora ( 8 1 ) . 

Por su parte el mismo Superior Tribunal —al cual el artícu-
lo 125 de la Constitución de 1854 le confiaba la superintendencia 
de la Administración de Justicia— en su Memoria del 1'- de 
Mayo de 1868 expresaba a la Asamblea General Legislativa, 
la necesidad de reglamentar aquella prescripción para esta-
blecer el alcance de las facultades que se le conferían porque 
"hay funcionarios patentados sobre los cuales debe hacerse 
sentir su acción cuando no cumplan con los deberes oficiales 
que les están encomendados: de estos unos son de un orden 
inferior, otros pertenecen a una categoría más elevada, tales 
son los jueces de primera instancia". Luego de reseñar otros 
problemas, concluía en la necesidad de crear una "oficina de 
estadística judicial" para contar con la información material 
necesaria para establecer planes y reformas ( 3 2) . 

En el mismo campo de las soluciones incursionaba el 
Tribunal, en marzo de 1870, puesto que su presidente, Andrés 
Somellera, elevaba cinco proyectos al Ministro de Gobierno, 
quien a su vez los remitía a la Legislatura. Uno de ellos 
propiciaba la creación de juzgados en el interior, ante los 
cuales habría un Agente Fiscal con las funciones de tales 
y las de Asesor del Defensor de Menores, que sería desempe-
ñado por el Procurador Municipal. Para proveer aquel cargo 
del Ministerio Público se escogería de entre los abogados de 
la matrícula "siempre que fuera posible". No establecía la 
incompatibilidad de ejercicio profesional, pero los dichos 
agentes no podrían tomar a su cargo la defensa de ninguna 
de las partes interesadas en los juicios en que hubiesen de 
intervenir por razón de su ministerio. Los restantes proyectos 
se referían a la representación en juicio, obligación de cons-
tituir domicilio legal, convenios y regulación judicial de hono-

(30) Ver nota 29< 
(31) E n " L a T r i b u n a " del 21 de enero de 1873, P 4 g . 1, col. 2. 
(32) A.H.F.B.A., Cámara de Senadores, 50-4-23, N» 84. 
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rarios y autorización al Superior Tribunal para dictar un 
reglamento sobre régimen interior, incluyendo los Juzgados 
y oficinas de su dependencia. No tuvieron sanción legal ( 3 3 ) . 

4. LEYES NUMEROS 888 Y 889 

El 21 de mayo de 1870 se reunía bajo la presidencia de 
Manuel Quintana, la Convención Constituyente. Promovida 
—como hemos dicho— por Adolfo Alsina, su gestión y culmina-
ción, abarcó los gobiernos de Emilio Castro y Mariano Acosta, 
ya que concluyó el 14 de noviembre de 1873. En años de 
invasiones de indios, epidemias de cólera y fiebre amarilla, 
esta reunión de notables trabajaba por la normatividad, olvi-
dando a veces la normalidad, para expresarnos con la termi-
nología de Heller. Carlos Pellegrini, en un acto de colación 
de grados en la Facultad de Derecho, decía en 1892 ( 34) :"Fue 
aquello un torneo del saber y la elocuencia y se trabajó para 
la primera provincia argentina, una constitución modelo. Sus 
autores creyeron sinceramente haber establecido la piedra 
angular del momento institucional de la República ... Se vio 
más tarde, no sin asombro, que no se había adelantado un 
paso en materia de prácticas políticas y si algún cambio se 
había operado tal vez era un retroceso. Es que habían olvidado 
que en cuestiones institucionales, vale más una costumbre 
mediana que cien constituciones buenas.-.". El juicio puede 
parecer excesivo ya que si bien hubo una constante tensión 
entre teorizantes y pragmáticos, la realidad y la historia de 
nuestras instituciones se tuvo presente, por lo menos al tratarse 
lo relativo a la Administración de Justicia que ocupó gran 
parte de los debates, evidenciando el grado de preocupación 
de aquellos hombres con respecto a la organización de esta 
rama del poder público, Uno de ellos Ezequiel Paz, decía en 
la sesión del 21 de marzo de 1873: "Nosotros no vamos a 
inventar nada nuevo en materia de administración de justicia, 
es una institución que hace sesenta y dos años está rigiendo 
la República Argentina... Por consiguiente me parece que la 
experiencia que ha dejado la. organización de justicia de nuestro 
país es una gran fuente de datos y conocimientos... los datos 

(33) A S Í B . A , , Cámara de Diputados, 50-1-100, N? 21. 
(34) Discursos y Escr i tos del Dr . Carlos Pel legr ini . Recopilados por Do-

mingo Muro, 1881-1906. Martin García, L ibrero - E d i t o r . Buenos 
Aires, 1910. Página 67. P a r a el contexto histórico, ver: Sannuc-
ci, L ía M.j ob. c i t . en nota 27; Saldías, Adolfo: Un Siglo de Ins -
tituciones, L a P l a t a , 1910, tomo 11, capítulos X X V I I y X X V I I I , y 
R o s a José María: Histor ia Argent ina, Ed. Oriente, T . V I I , pág. 253. 
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que nos suministran los escritores extranjeros a ese respecto 
pueden ser muy buenos para la reforma de la administración 
de justicia y del Poder municipal de sus respectivos países, 
pero es necesario tener presente que lo que han escrito esos 
publicistas es sobre la Constituoión norteamericana...", para 
concluir: "Es necesario no tomar a ciegas todo lo que se hace 
fuera de nuestro país para aplicarlo a nosotros..." ( 8 5 ) . Era 
una buena fórmula de síntesis y equilibrio. 

En momentos en que se debatía la organización judicial, 
debate que alcanzó proyecciones políticas notables como por 
ejemplo cuando se trató la forma de elección de los jueces, 
el tema ya excedía los marcos de la Convención. Había salido 
a la calle en ediciones de diarios y periódicos, a raíz de las 
actuaciones promovidas por denuncias contra los jueces de 
primera instancia Emilio Agrelo y Angel Carranza, por la 
presunta comisión de delitos en el ejercicio de sus funciones. 
El diario La Tribuna, en su edición del 12 de febrero, aludía 
a la situación con un título ilustrativo del estado de la opinión: 
"El Poder Judicial por el suelo". Tres días más tarde, el Su-
perior Tribunal de Justicia, se dirigía al Gobernador diciendo 
"estar profundamente impresionado por los hechos desdorosos 
que acaban de producirse" y percibiendo el ataque del cual 
era objeto frente a las anomalías producidas —se refería a los 
casos antes señalados— explicaba que "el Tribunal no ha en-
contrado en el artículo 125 de la Constitución la facultad de 
destituirlos o removerlos" ( 3 6 ) . Concluía encareciendo la san-
ción de los proyectos que elevara y a los cuales hemos aludido, 
para concluir en que confiaba que la Legislatura consagraría 
las leyes que "salven a los litigantes de la explotación y la 
demora, al Tribunal de los cargos en que la malignidad de 
algunos quisiera envolverle y al País del descrédito que la 
ráfaga de pasiones sublevadas lleve hasta el Extranjero sem-
brando por doquiera la alarma y desconfianza". El diario La 
Nación decía con similar preocupación: "Quién sabe si hasta 
la inmigración no va a resentirse de esta campaña contra el 
Poder Judicial" ( 3 7 ) abrigando temores que el tiempo mostró 
eran excesivos, e imputaba los males a la morosidad de las 
Cámaras en atender las reformas proyectadas. 

El 14 de marzo, luego de haber aceptado la renuncia 
del Convencional Agrelo, envuelto en el escándalo por su 

(35) Debates de la Convención Constituyente de Buenos Aires, 1870-1873. 
Publicación ofic ial . Imprenta L a Tr ibuna . Buenos Aires, 1877. I I , 
págs, 878-879, sesión del 21 de marzo de 1873. 

(36) A . H f 3 A . C á m a r a de Diputados, 50-2-11, N» 83. 
(37) Diar io La Nación, editorial del 19 de febrero de 1873. 
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contemporánea situación de juez-acusad o, se inicia el estudio 
del capítulo correspondiente a la justicia sobre la base del 
despacho de la Comisión del Poder Judicial, cuyos integrantes 
fueron cambiando con el tiempo. El último despacho, luego 
de estos debates, fue suscrito por Ezequiel A. Pereyra, José 
María Moreno, Vicente F. López, Francisco Alcobendas, An-
tonio E. Malaver, Luis Sáenz Peña, Dardo Rocha, Pedro Go-
yena y Miguel Navarro Viola. 

El 31 del mismo mes, Elizalde expuso los trabajos efec-
tuados sobre la materia, analizando el sistema seguido en 
Inglaterra —cuya aplicación descartó— y lo que prescribe 
la Constitución Nacional. La circunstancia de que las ver-
siones taquigráficas de las sesiones se encuentran incompletas, 
no permiten seguir el curso de los debates. No obstante en 
el acta del día se lee: "El señor Sáenz Peña, manifestando 
dudas acerca de la forma en que deben elegirse los Fiscales 
del Superior Tribunal, pidió a la Comisión explicaciones. El, 
señor Ocantos fue de opinión que el artículo se complementa-
se con lo relativo al nombramiento de fiscales. El señor Mon-
tes de Oca fue de opinión que dicho nombramiento se unifí-
case en la forma ya establecida por la Convenoión para el de 
los otros miembros del Poder Judicial..." ( 3 8 ) , pasando el 
asunto nuevamente a Comisión. 

Más tarde, del Valle diría que cuando así se procedió 
fue porque se ignoraba qué composición se iba a dar al Tri-
bunal y si debía haber o no Fiscales ( 3 9 ) y Navarro Viola 
discutiría si "los fiscales deben ser o no considerados en el 
número de los jueces letrados" (40). 

Finalmente, la Constitución Sancionada —29 de noviem-
bre de 1 8 7 3 — estableció una SUPBEMA C O B T E DE JUSTICIA, 
nueva denominación —recibida de la Ley Fundamental Na-
cional y sus fuentes— para una nueva organización. Sus atri-
buciones se consignan, en el artículo 156. Se mantenía la 
inamovilidad de "los jueces letrados" (art. 185), agregando 
que la ley determinaría "el modo y la forma cómo deben ser 
nombrados los demás funcionarios que intervienen en los 
juicios, la duración en sus funciones, la organización del jury 
que debe conocer y resolver las acusaciones que contra ellos 
se establezcan por delitos o faltas cometidas en sus cargos" 
(art. 1 8 9 ) . Guardaba silencio —como la de 1 8 5 4 — sobre el 
Ministerio Público, imponiendo a la Legislatura dictar la ley 

<38) D e b a t e s cíe l a Convención Consti tuyente cit., 1 1 - 8 1 ; a c t a del 28 
de marzo de 1873. 

( 39 ) Id, I I - 923. 
( 4 0 ) Id . I I - 922. 
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orgánica de los tribunales de justicia y la reglamentaria de 
sus procedimientos, en plazo perentorio. 

En las disposiciones transitorias (arts. 216 y 217) pres-
cribía el modo en que se instalaría la Suprema Corte, si la 
Legislatura no cumplía con aquella obligación. Fue necesario 
hacer efectivas las cláusulas constitucionales, y sólo dos años 
después se instalaba el Tribunal. 

No obstante en el ínterin, el Poder Ejecutivo remitía dos 
proyectos de ley organizando los MINISTERIOS FISCAL y DE 
MENORES, explicando en su Mensaje del 3 0 de mayo de 1 8 7 4 
que: "Al proponer la organización del personal de los Tribu-
nales de Justicia de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
217 a 22S de la Constitución, se ha encontrado el Poder Eje-
cutivo cotí la falta de disposiciones en los mismos para el 
nombramiento de los funcionarios de los Ministerios Fiscal 
y de Menores, cuya intervención es requerida por la legislación 
vigente. Según el artículo 196 de la Constitución, la ley debe 
determinar el modo y la forma cómo deben ser nombrados 
los funcionarios del orden judicial que expresamente no se 
designan en ella; y el P. E. piensa que ha llegado el caso 
de hacerlo para completar la organización provisoria y mien-
tras se dictan las leyes orgánicas a que se refiere el artículo 
216 y en la que serán comprendidos indudablemente aquellos 
Ministerios. . ." ( 4 1 ) . De este modo tuvieron sanción las leyes 
888 y 889 del 30 de junio de 1874. 

Por la primera, siguiendo lo hecho en el orden nacional 
donde la ley 27 del año 1862 había creado el cargo de Pro-
curador General de la Suprema Corte, pero con superior téc-
nica legislativa, se establecía el "Ministerio Fiscal de la Pro-
vincia" anticipando los caracteres de unidad y jerarquía conque 
sería definitivamente organizado. Se integraba con el PROCU-
RADOR GENERAL DE LA SUPREMA CORTE, e l FISCAL DE CÁMARAS 
y dos AGENTES EN LO C I V I L Y CRIMINAL en el Departamento 
Capital y en los demás un Agente para ambos fueros y ambas 
instancias. El artículo segundo agregaba que el Procurador 
y el Fiscal de Cámaras tendrían que reunir las condiciones 
exigidas para los miembros de los Tribunales "de que son parte" 
expresando literalmente la calidad de componentes o integran-
tes de los mismos que revestían ambos funcionarios. Por su 
parte, los Agentes serían nombrados directamente por el Poder 
Ejecutivo, debiendo llenar las calidades requeridas para los 
jueces de primera instancia. 

(41) A . H j P 3 J i „ C á m a r a de Diputados, 50-2-113, N' 6. 
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Merece citarse para ilustrar acerca de las presuntas ver-
tientes por donde se recibe la denominación acordada al 
antiguo Fiscal del ex Superior Tribunal de Justicia, el informe 
de Florentino González y Victorino de La Plaza, impreso 
en 1873, fundando un proyecto de ley sobre el establecimiento 
del juicio por jurados y de Código de Procedimientos en lo 
Criminal, en el cual, declarándose sus autores en contra del 
sistema del acusador particular, glosan el sistema norteame-
ricano donde . .hay en cada condado un Procurador Fiscal 
y en el Estado un Procurador General encargado de perseguir 
el castigo de los delitos.'." (42). 

Por otro lado la ley 889, organizaba los MINISTERIOS DE 
POBRES Y MENORES, los cuales venían funcionando como hemos 
dicho según normas dictadas en 1840, sin introducir variantes 
sustanciales, salvo la exigencia de ser letrado para cubrir el 
cargo de Defensor. 

Pese a que la actividad administrativa en general no se 
paralizó por el golpe del 24 de setiembre de 1874, la insta-
lación de la Suprema Corte se hizo efectiva el 23 de enero 
de 1875, ocupando dependencias en el antiguo Cabildo de 
Buenos Aires, frente a la entonces Plaza Victoria. Fueron de-
signados para las vocalías, Sixto Villegas, Alejo B. González, 
Sabiniano Kier y Manuel M. Escalada. Los tres últimos conti-
nuaban la magistratura que habían ejercido hasta ese momento 
en el extinguido Superior Tribunal. Nombróse para ocupar-
la presidencia al Dr. Carlos Tejedor y como Procurador Gene-
ral al Dr. José María Moreno. Ninguno de ambos asumió tales 
cargos. Dice el acta, luego de recibido el juramento de los 
magistrados, . .el Señor Presidente en ejercicio doctor Esca-
lada, dirigió la palabra a los Magistrados y funcionarios, y al 
pueblo que presenciaba el acto: haciendo notar la importancia 
de la ceremonia que acababa de verificarse, exhortando a los 
que emprenden la penosa labor de dar forma y vida a la 
nueva organización constitucional, para que no desmayen ante 
las numerosas y casi insuperables trabas que han de encontrar 
en su camino y pidiendo a la opinión pública la equitativa 
benevolencia que ha de ser necesaria para juzgar los primeros 
pasos de los que van a aplicar por primera vez prácticas y 
principios nuevos en este país..." (4S). 

(42) González, f l o r e n t i n o , y de la Plaza, Victorino: Proyecto de ley so-
b r e el establecimiento del Juicio por Jurados y de Código de Pro-
cedimiento Criminal en las causas que conoce la J u s t i c i a nacional . 
I m p r e n t a y L i b r e r í a de Mayo. Buenos Aires. 1873, págs. 34 y 35. 

(43) Reglamentos y Acuerdos Extraordinar ios dictados por la Suprema 
Corte de Jus t i c ia de la Provincia de Buenos Aires, 1875, pág. 15. 
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Para ese año, la restante nómina del Ministerio Público,, 
era: Fiscal de Cámaras, Benjamín Victorica. Agentes Fiscalesr 
Departamento Capital, Luis Sauce y Carlos Dimet; Depar-
tamento Norte: David Tezanos Pinto; Departamento Centro: 
Juan San Martín; Departamento Sud: Federico Igarzábal. El 
Ministerio de Menores quedaba compuesto por: Eugenio Blan-
co y Ambrosio Molino Torres como Defensores para el Depar-
tamento Capital, estando provisto un solo cargo de Asesor, 
cubierto por el Dr. Juan Raíces. En los Departamentos Norte, 
Centro y Sud, no se habían designado los Defensores, estando^ 
las funciones a cargo de los Asesores doctores José V. Urda-
pilleta, Virgilio Tedín y Juan G. Lecot, respectivamente ( 4 4 ) . 

No obstante estar previsto en el presupuesto provincial 
para 1875 el cargo de Procurador General de la Corte, con 
una asignación mensual de $ 18.000, igual que los cinco 
miembros del Tribunal, se mantuvo vacante los años siguientes, 
aunque no encontramos mención de los posibles inconvenientes 
derivados de tal situación en las Memorias de la Suprema 
Corte correspondientes a 1875, 1876 y 1877, Así pues, en el 
Presupuesto General para 1878 (ley 116 del 29 de marzo de 
1878) el cargó desaparece de la planta del Tribunal, de modo 
tal que el 31 de agosto de ese mismo año, la Suprema Corte 
al elevar un Proyecto sobre organización de los Tribunales 
y su jurisdicción a la Cámara de Senadores, decía en la Expo-
sición de Motivos del Título VI, sobre "Ministerio Fiscal": "Su 
personal no está alterado sobre el actual, que no sea el pro-
curador general de la Corte suprimido en la ley de presupuesto 
y un agente fiscal de lo civil", agregando: "Esa forma de 
supresión ante la vacancia presente del puesto, no ha hecho 
vacilar sobre la conveniencia de crear ese funcionario que 
tiene atribuciones importantes en Tribunales como la Corte".. 
Esas atribuciones eran, a juicio de los autores, "la intervención 
en todos los casos en que el interés público y del Estado se 
encuentre comprometido, haciéndolo partícipe activo, en lo 
relativo al gobierno judicial, a cuyo efecto puede iniciar las 
visitas de inspección y las correcciones disciplinarias y enco-
mendándole la acusación de los jueces ante el jury constitucional 
cuando ella proceda con arreglo a la ley sobre responsabi-
lidad" («). 

En octubre del mismo año, se sancionaban las leyes 1228 
y 1248; aquella organizaba el jury de enjuiciamiento de ma-
gistrados y ésta contenía el nuevo Código de Procedimientos 

(44) Id. pág. 2. 
(45) Acuerdos y Sentencias , Ser ie 1®, tomo I I , 101 y s iguientes . 
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Civiles y Comerciales, Ambos cuerpos legales establecían la 
intervención del Procurador General de la Corte, en distintas 
instancias, agudizando aún más la necesidad de proveer el 
cargo. Por ello, la ley de presupuesto para 1879, en el capítulo 
IV, artículo 1° de la "Corte Suprema', preveía "un procurador 
general del Estado (Ley de octubre de 1874)" no obstante lo 
cual para marzo de aquel año aún no se había efectuado la 
designación correspondiente, en razón de lo cual el Superior 
Tribunal, dictó el día cuatro la siguiente Acordada: 

"En Buenos Aires a 4 de marzo de 1879, reunida la 
Suprema Corte de Justicia en acuerdo extraordinario y con-
siderando: P) Que la ley de procedimiento promulgada el 
31 de octubre de 1878, hace f igurar en los juicios la intervención 
del Procurador de la Suprema Corte de Justicia y del Fiscal 
de Gobierno, ejerciendo ambos funciones diversas e incon-
ciliables. 2Que esos dos empleos han desaparecido en la 
ley de presupuesto y sustituido por un Procurador General de 
Estado y un Asesor de Gobierno; creaciones que, si bien son 
para atender en general, el servicio de lo suprimido, no se les 
ha dado la reglamentación y deslinde de atribuciones. 3?) Que 
en tal situación siendo necesario mantener la vigencia de una 
ley reciente en todo lo que no está expresamente derogado y 
estando por otra parte acéfala la Procuración General, es 
indispensable adoptar una resolución que salve la paralización 
de una parte de los juicios en tramitación, designando pro-
visoriamente la manera de hacerse el servicio, Ínterin los po-
deres públicos, subsanen la carencia de reglamentación y 
empleado. 49) Que en presencia de esos dos empleos no es 
lo mas lógico el colocar la defensa de los actos meramente 
administrativos del Poder Ejecutivo, en cuanto al manejo de 
la hacienda pública en el funcionario extraño a esos actos y 
llamado a intervenciones análogas a las del juez. 5?) Que es 
por ello que sin ley preexistente, esta Corte, en los pleitos 
contencioso-administrativos, trajo la intervención del fiscal de 
Gobierno a la defensa de los actos del Poder Ejecutivo, atacados 
por la acción de los particulares, por cuanto el carácter de 
este funcionario era el de abogado de Gobierno que importa 
también el de Asesor, sin la representación propia e indepen-
diente del antiguo fiscal. 6'-') Que es también de observarse 
que las funciones ^reglamentadas de un empleo meramente 
administrativo, pueden permanente o provisoriamente ser de-
signadas por el Poder Ejecutivo. 

"Por todo ello y teniendo presente la nota del Poder Eje-
cutivo que comunica haber encargado al Asesor la defensa 
de sus actos que estaban antes a cargo del fiscal, la Corte 
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resuelve: 1?) Pasar la nota acordada pidiendo la reglamentación 
permanente de las f unciones del Procurador General de Estado 
y Asesor de Gobierno, 29) Encargar provisoriamente al fiscal 
de las Cámaras de apelación de la Capital, Dr. D. Benjamín 
Victorica, el desempeño de las funciones que la ley de Enjui-
ciamiento Civil encarga al Procurador de la Corte con arreglo 
al espíritu del artículo 417 de dicha ley. 3?) Que el Asesor 
de Gobierno ejercite en las demandas contencioso-administra-
tivas, la defensa de los actos del Poder Ejecutivo que estaban 
antes a cargo del extinguido fiscal. 4?) Se comunique este 
acuerdo a quienes corresponda y se publique. 

"Con lo que terminó el acto que firmaron los señores de 
la Suprema Corte: Andrés SOMELLERA, Manuel M. ESCA-
LADA, Sixto VILLEGAS, Alejo B. GONZALEZ, Sabiniano 
KIER. — Ante mí: Miguel ESTEVES, Secretario" (46). 

En noviembre, el Poder Ejecutivo nombró a Antonio Ma-
laver, para hacerse cargo de las funciones de PROCURADOS 
GENERAL DE LA PROVINCIA (sic). Este ilustrado jurista que 
definía el Ministerio Público, recurriendo a Portalís: "tiene 
la misión de ser órgano de la ley, un regulador de la juris-
prudencia, un apoyo de la debilidad, un acusador temible 
para el malvado, un defensor del interés general contra las 
pretensiones siempre renacientes del interés particular, un 
representante en fin, del cuerpo social" (47)., tampoco se hizo 
cargo, y el interinato de Victorica subsistió hasta el 23 de 
octubre de 1880, en que asumió Tomás Isla. (47 bis). 

Las denominaciones que hemos referido y el texto de la 
acordada de marzo, ilustran acerca de la situación de duda 
sobre las atribuciones de lo que el doctor Alejo B. González 
llamaba distintas ramas del Ministerio Fiscal. 

5. CONSTITUCION DE 1889 

En 1880 nuevamente episodios político-militares alteran 
la marcha institucional; su culminación será la capitalización 
de Buenos Aires, que sella formalmente un histórico litigio. 
La existencia de esta nueva jurisdicción, exigía la creación 
y funcionamiento de nuevos órganos para cubrirla, lo que se 
efectivizó por la ley nacional 1144 de diciembre de 1881. En 
octubre del mismo año la legislatura bonaerense había san-
cionado la número 1431 de "Organización de la Administra-
(46) Acuerdos y Sentenc ias S e r i e 1®, tomo I I , 423/424. 
(47) Citado por Vic tor ica , B e n j a m í n : V i s t a s F i s c a l e s . . . , 1879, píig. 49. 
(47 b i s ) Vic tor ica desempeñó el cargo de Procurador Genera l inter i -

namente, desde enero de 1875, segíin lo mani f ies ta en c a r t a que 
le envía a TelSsforo Ubios el 29 ele ju l io de 1911, y Que éste pu-
bl ica en su recopilación de dictámenes del Dr . Manuel E\ E s c o b a r . 
Ver " B i b l i o g r a f í a consul tada" . 
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clón de Justicia" que además de establecer el mapa judicial 
(artículo 3?) disponía que la Suprema Corte sería integrada 
por cinco vocales y un Procurador General, reduciendo la 
dotación de la Defensoría General de Menores (art. 8"). 

Conforme con la ley, el 7 de enero de 1882, vuelve a ser 
instalada la Suprema Corte, recibiéndose juramento de sus 
miembros, Luis Sáenz Peña, como presidente y Manuel Esca-
lada, Manuel Langenheim, Alejo B. González y Sabiniano Kier, 
como vocales. Procurador General, continuó siéndolo Tomás 
Isla. 

Meses después, el 1"? de octubre, se ponía en marcha 
otra Convención Constituyente Provincial en San José de 
Flores, que celebró su última sesión, siete años después, el 
22 de octubre de 1889, en la ciudad de La Plata. Según Luis 
V. Varela ( 4 S) ni su desarrollo ni sus frutos merecen mayor 
elogio; al contrario estima que a muchas de sus disposiciones 
les caben severas críticas (por ejemplo, la creación del Fis-
cal de Estado, las atribuciones conferidas a la Suprema Cor-
te, etc.) («>). 

En lo que a nuestra materia se refiere, no obstante lo 
expuesto, significaba un progreso. Innovando respecto de las 
anteriores, la nueva Constitución establecía "Los Jueces Le-
trados y el Procurador de la Suprema Corte serán nombrados 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado" (art. 187), 
"... y conservarán sus empleos mientras dure su buena con-
ducta" (art. 188) y que —eventualmente— como miembro 
del Tribunal era acusable ante el Senado, por "delitos en el 
desempeño de sus funciones o falta de cumplimiento de los 
deberes a su cargo" (art. 68 inciso 2°). 

Cabe señalar al respecto, que en la sesión del 17 de 
octubre de 1889, el Convencional Barraquero al proponer el 
agregado determinando la forma de designación del Procurador 
General, expresaba: "Actualmente no hay prescripción ninguna 
que determine la forma en que se ha de elegir al Procurador 
de la Corte. Sin embargo se ha entendido que es con acuerdo 
del Senado, pero creo que es materia constitucional porque 
debe haber tanta garantía, tanta seriedad para elegir Procu-
rador de la Corte como miembro de la Corte" (50). 

(48) "Varela, Luis VJ: P lan de Reformas a la Constitución de Buenos 
Aires, 1907, tomo I , pfig. 24, 

(49) Op; ci t . id. 
( 50 ) Debates de la Convención Constituyente de la Provincia de B u e -

nos Aires, 1882-1889. Buenos Aires, 1891, tomo II , pSg\ 4(!3. 

33 



6. LEYES NUMEROS 2511 Y 3778 

De conformidad a estos preceptos constitucionales, el 12 
de setiembre de 1894 se sancionó la ley 2511, relativa a la 
designación de funcionarios y empleados judiciales, cuyo ar-
tículo 3° disponía que "los agentes fiscales, asesores de me-
nores y defensores de pobres, serán nombrados por el Poder 
Ejecutivo con acuerdo del Senado por el término de seis años, 
durante el cual sólo podrán ser removidos por las causas y 
por el procedimiento conque pueden serlo los jueces letrados 
de primera instancia y por él mismo jury". Esta situación de 
inamovilidad temporal de los miembros del Ministerio Público 
se mantuvo en nuestra Provincia hasta la sanción de la ley 
número 3.778 del 26 de octubre de 1923, que en su primer 
artículo, estableció: "Los Fiscales de Cámara, Agentes Fisca-
les, Asesores de Menores y Defensores de Pobres y Ausentes, 
serán nombrados por el Poder Ejecutivo, con acuerdo del 
Senado, conservarán sus empleos mientras dure su buena con-
ducta ÍJ sólo podrán ser removidos por las causas Y el proce-
dimiento con que pueden serlo los jueces letrados de primera 
instancia y por el mismo jury'. En el debate parlamentario, el 
diputado Barraza, al informar el despacho de la Comisión 
primera de Legislación, expresó: "Se trata de asegurar la 
independencia de una parte de los miembros del Poder Judi-
cial, que hasta ahora pueden ser removidos en sus puestos por 
el Poder Ejecutivo, dado que el período por el cual deben 
desempeñar sus funciones es limitado. La Comisión entiende 
que si pueden haber razones académicas que marquen una 
diferencia entre estos miembros del Poder Judicial y los otros, 
no existen razones de carácter práctico, institucional o jurídico, 
para que se coloque a estos funcionarios que forman paite del 
mismo poder". Recordó que la Constitución (de 1889) no 
establece para estos funcionarios la inamovilidad en sus pues-
tos, por lo que se estudiaron los antecedentes constitucionales 
no encontrándose que los constituyentes tuviesen razones o 
diesen fundamentos para hacer diferencias. Al finalizar, sos-
tuvo que el proyecto buscaba "asegurar la independencia del 
Poder Judicial, y todos saben que la independencia y la sepa-
ración de los poderes es la base de nuestro régimen republi-
cano de gobierno" (51), 

Por su parte, el senador Amoedo, al fundar el despacho 
favorable de Comisión, abundó en la necesidad de asegurar 
el principio de la inamovilidad del empleado público, exten-

(51) Diar io de Sesiones, Cámara de Diputados. 1923. Tomo XI, 1259/1260. 
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diéndolo a estos funcionarios judiciales "tanto más cuanto 
que por disposiciones de las leyes en vigencia, en ciertos 
departamentos como el de Azul, están obligados a desempeñar 
las funciones de juez. Se les garante así el desarrollo de la 
carrera judicial en la que se han iniciado (52), 

7. LEY 3.532 Y DISPOSICIONES VIGENTES 
DE LA CONSTITUCION DE 1934 

Entretanto, la idea de unidad y jerarquía del Ministerio 
Público, era consagrada por la sanción de la ley 3532 del 21 
de octubre de 1913, cuyo artículo 1° inciso e) decía: "El 
Procurador de la Suprema Corte es el jefe del Ministerio 
Público y puede directamente o por intermedio de los agentes 
fiscales, defensores de pobres, ausentes y asesores de menores, 
pedir pronto despacho a los jueces o Cámaras en toda clase 
de asuntos...". 

La evolución concluye con la sanción de la CONSTITUCIÓN 
DE 1934, que destina expresamente al Ministerio Público uno 
de sus artículos —el 180— señalando su composición y esta-
bleciendo que su jefatura es ejercida por el Procurador Ge-
neral de la Suprema Corte de Justicia; quien tiene superin-
tendencia sobre los demás miembros de tal magistratura. El 
convencional Carlos Sánchez Viamonte, al fundamentar la dis-
posición, expresaba: "La Constitución omite mencionar al mi-
nisterio público, no obstante que en su artículo 199 se refiere 
a él de una manera implícita. cuando habla de los demás fun-
cionarios que intervienen en los juiciosContinuaba diciendo 
que era necesario dar al ministerio público la personería cons-
titucional que correspondía y por eso proponía la inserción 
de una prescripción que lo organizara jerárquicamente y con 
"cierta autonomía relativa respecto de la otra rama del Poder 
Judicial". 

Consideraba que el Poder Judicial "se halla constituido 
por dos ramas: una de magistrados, es decir, funcionarios con 
imperio, y la otra, de f uncionarios que tienen a su cargo las 
funciones del ministerio público". Reseñaba el contenido de 
las atribuciones que a éste corresponden, de las cuales deriva 
"el papel importantísimo" que desempeña en la administra-
ción de justicia. Explicaba el aludido convencional: "Tiene a 
su cargo la defensa de los intereses de la sociedad cuando 
puedan resultar afectados por el planteamiento de causas ju-
diciales. Está también encargado de proveer de representa-

(52) Diar io de Sesiones. Cámara de Senadores 1923, pág. 1.772. 
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ción legal a los incapaces, siempre en nombre de los inte-
reses de la sociedad que defiende. Y, por último, tiene una 
misión más delicada todavía, que es la de controlar y fis-
calizar el desempeño de la función judicial por los magistra-
dos con imperio. Esta última misión requiere para los fun-
cionarios que desempeñan ese ministerio una independencia 
total con respecto a los magistrados con imperio, lo que no 
ocurre actualmente. Para que esta independencia tenga un va-
lor estable es indispensable que la Constitución se la acuer-
de, dando al ministerio su organización propia y jerárquica 
y atribuyendo a su jefe, es decir, al más alto funcionario que 
lo desempeña, el Procurador General de la Suprema Corte, la 
superintendencia en materia disciplinaria..". Y agregaba: "Es 
evidente, Sr. Presidente, que la organización jerárquica y la 
autonomía del ministerio público están reconocidas doctrina-
riamente por todos los tratadistas de la materia y han sido 
adoptadas ya en casi todos los países ciwlizados del mundo... 
Tengo motivos sobrados para suponer que la convención acep-
tará la innovación que en realidad ya está en la ley, y que 
requiere ser constitucionalizada y que sólo es innovación des-
de el punto de vista constitucional, pero exige que, además 
de la existencia del ministerio público reconocido por la ley, 
se le organice de una manera estable y se atribuya, como he 
dicho y repito, al jefe del ministerio público, el procurador 
general, las facultades de superintendencia que hasta ahora 
ha ejercido la Suprema Corte de Justicia con grave desmedro 
de la misión más importante que le está encomendada al mi-
nisterio público" (53). 

Los principios que consagra la Constitución de 1934 son 
los que desarrolla específicamente la ley 5.827 Orgánica del 
Poder Judicial, sancionada el 4 de julio de 1955, y cuyas dis-
posiciones parcialmente modificadas, regulan actualmente la 
institución. 

La Convención Constituyente de la Provincia de Buenos 
Aires de 1949, conservó la estructura funcional del Ministerio 
Público, perfeccionando su tratamiento e incorporando algu-
nas modificaciones (ver Capítulo III). 

(53) Convención Constituyente de Buenos Aires. Antecedentes y De-
b a t e sobre l a r e f o r m a de la Constitución de l a Provincia de B u e -
nos Aires . L a P l a t a . 1936. Tomo IX, pág. 633. 

36 



CAPITULO II 

CARACTERIZACION Y OBJETO DEL 
MINISTERIO PUBLICO 

1. EVOLUCION EN FRANCIA 

En el Capítulo anterior hemos rastreado el origen del 
Ministerio Público en el derecho hispánico y patrio, siguien-
do los pasos de su desaz-rollo hasta que adquiere la configu-
ración actual en la provincia de Buenos Aires. Tal génesis es, 
en cierta forma, análoga a la producida en Francia, país al 
que muchos autores atribuyen ser la cuna de la institución ( 1 ) , 
En aquel país se ha señalado que "el origen del Ministerio 
Público es antiguo y modesto. Los antecesores de sus repre-
sentantes actuales son los ABOGADOS y PROCURADORES DEL B E ? 
que, anteriormente al siglo XVI, no eran más que los repre-
sentantes de los intereses privados del monarca ante las diver-
sas jurisdicciones. El papel de estos abobados del rey tomó 
un desenvolvimiento considerable, a medida que se amplia-
ban las prerrogativas del poder central y tornábanse ellos mis-
mos, también, agentes del poder público ante los tribunales, 
de los cuales terminaron por formar parte" (2), 

Clovis Paulo Da Rocha —de quien se ha tomado la re-
ferencia anterior— observa que, siendo los AGENTES DEL BEY 
sólo abogados y procuradores de los intereses fiscales y patri-
moniales del monarca, la institución ha nacido como defen-
sora de intereses privados civiles y que, al confundirse luego 
éstos con los del Estado y del Fisco, aquélla termina tute-
lando los intereses sociales como órgano acusador en materia 
criminal ( s ) . 

Faustine Hélie, que ha analizado detenidamente la evo-
lución del Ministerio Público opina que el mismo nace 

( 1 ) B r a n c i s c o S i racusa y Luig i de Be l l l s : "Pubbl ico Minis tero" en el 
"Novissimo Digesto I t a l i a n o " tomo X I V , p&g. 536., 

(2 ) F r a n c i s a u e Goyet: " L e Ministére P u b l i c en m a t i é r e civile et ma-
t ' 'é 'e r^nrés ive" 3éme édition, P a r i s 1953, L i b r a i r i e de R e c u e i l 
Sivey, p. 1. 

( 3 ) "O Ministerio Público como órgáo Agente o {¡rr-ao In terv in iente 
no proceso c iv i l " en " R e v i s t a de Direito do Ministério Públ ico 
do Es tado de G u a n a b a r a " Año V I I , N« 17 J a n - A b r i l - Vol . 17-
1973 p. 3-4. 

( 4 ) Montesauieu observa que, entre los bárbaros , al ser las penas 
pecuniar ias y su persecución civil a cargo de los ofendidos, no 
hab la par te pública encargada de perseguir los cr ímenes; sefiala, 
sin embargo, a lgunos antecedentes de las Junciones c ivi les aue 
luego ser ían encargadas a los procuradores del rey, en l a s leyes 
de los Lombardos y en las dictadas por J a c o b o I I , R e y de Ma-
l lorca ( " D e l'fisprit des lo is" ed. Garniel-, P a r i s 1956, Cap. X X X V I , 
T. 2, pág. 262-3) . 
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en las facultades encomendadas a los BAILES y SENESCALES, las 
que luego pasaron a los procuradores del rey. Pero, lo deci-
sivo es determinar en qué momento éstos fueron investidos 
de una magistratura pública, es decir, cómo de agentes en-
cargados solamente de los intereses del Fisco, se encontraron 
súbitamente encargados de sostener los intereses generales. 
En su concepto, la transformación es consecuencia de la mis-
ma evolución que se opera en el principio de la realeza. El 
rey, hasta esa época (siglos XIII y XIV) no había sido más 
que el soberano de sus vasallos, no habiendo consistido sus 
intereses en otra cosa que en el ejercicio de esa soberanía y 
en la administración de sus dominios. Pero cuando la reale-
za tiende a transformarse en el centro de todos los intereses 
del Estado (Beaumanoir decía: "El rey es soberano por sobre 
todos y tiene, por propio derecho, la guarda general de su 
reino"), se convierte en el único representante de la sociedad 
y los intereses generales se confundieron con sus intereses 
particulares ( s ) . Penetró entonces en las fórmulas jurídicas la 
noción de que el rey, representante del Estado, debía perse-
guir la represión de los crímenes que sembraban en su terri-
torio el desorden, noción que es verdadera fuente del Minis-
terio Público. Por otra parte —señala Hélie—, 110 debe de-
jarse de lado el hecho de que las multas, al formar parte 
considerable de las penas, eran una de las ramas de los in-
gresos reales y los procuradores del rey eran los encargados 
del cobro de estas multas, razón por la cual estaban obliga-
dos a provocar la condenación de los delincuentes. Y conclu-
ye: "Cuando los derechos de la sociedad se confundieron con 
los derechos del rey, cuando el rey llegó a ser el Jefe y Señor 
del Estado, sus funciones se cumplieron al mismo tiempo que 
los intereses del monarca acrecían, pero apenas cambiaron de 
naturaleza" ( 6 ) . A estos PROCURADORES DEL B E Y se refería Mon-
tesquieu, cuando, luego de señalar los abusos en que desem-
bocó el sistema romano de acusación privada por obra de una 

(5 ) Mousnier h a destacado que "después del proceso de los Es tados 
Generales de 1484, n inguna l iber tad pr ivada o públ i ca puede opo-
nerse a l a voluntad del r e y . E l rey es señor de l a adminis t rac ión 
de jus t i c ia . L a s j u n t a s populares en que los r e p r e s e n t a n t e s de los 
oidores (leí reino rodeaban al of ic ial del r e y y g u e apl icaban las 
costumbres son reemplazadas por los t r i b u n a l e s : los bai les , senes-
ca les o sus l u g a r t e n i e n t e s adminis t ran j u s t i c i a con un conse jo 
de of ic iales r e a l e s . E l l o se genera l iza después del reinado de 
F r a n c i s c o I " . . . "Todos los agentes del poder público se con-
vierten en representantes del r e y . . . " . , Mousnier Roland: " L o s 
siglos X V I y X V I I . . . " v o l , I V de la " H i s t o r i a Genera l de las 
Civi l izaciones" dir ig ida por Maur ice Crouzet ed. Destino, B a r -
celona, 1967. 

(6) Hélie, F a u s t i n o : " T r a i t e de l ' instruction c r imine l le " ,üd . C. Hingray , 
P a r í s , 1845, tomo T, N« 74, p&gs, 459-478) . 
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"tropa de delatores", concluía: "Nosotros tenemos hoy una ley 
admirable: es aquella que quiere que el príncipe, establecido 
para hacer ejecutar las leyes, encargue un oficial en cada trir 
bunal para perseguir, en su nombre, todos los delitos; de 
suerte que la función de los delatores es desconooida entre 
nosotros... La parte pública vela por los ciudadanos; ella 
actúa y ellos están tranquilos" (7), 

Para finalizar esta recapitulación histórica puede recor-
darse que Carrara acepta esta evolución señalando que des-
pués del siglo XIV dichos procuradores del rey fueron pasando 
de su condición de simples agentes de negocios, al ejercicio 
de alguna función pública y fueron investidos también de la 
autoridad de acusar a los delincuentes, sin que se conozca 
el momento preciso en que tuvo comienzo este uso, ni el 
primer documento que lo hizo válido. Y concluye: "Lo cierto 
es que, hacia fines de dicho siglo, en varios países se en-
cuentran estos procuradores del rey, investidos del poder de 
llevar a los culpables ante la justicia, a pesar del silencio de 
la parte agramada, y de pedir su condena, por medio de 
alegatos de conclusión y de solicitudes al respecto" (8). 

2. PRINCIPIOS QUE LO RIGEN 

En Francia se define actualmente al Ministerio Público 
"como una función que consiste en vigilar, requerir, y man-
tener en nombre de la sociedad, la ejecución de las leyes, 
resoluciones y sentencias, perseguir de oficio esta ejecución 
en las disposiciones que interesan al orden público y al go-
bierno, velar sobre todo lo que concierne al orden general, 
al dominio del Estado, a los derechos de las personas incapaces 
de defenderse por sí mismas, en fin, en efectuar sus conclu-
siones ante los tribunales, como parte adjunta, en un gran 
número de casos donde el derecho de requerir como parte 
principal no le está atribuido" (9). 

Si bien los magistrados del Ministerio Público no tienen 
jurisdicción, forman parte de los tribunales y cortes y parti-
cipan necesariamente en las audiencias. En materia penal sus 
atribuciones son numerosas y considerables, pero su rol es 
también muy importante en materia civil, donde cumplen fun-
ciones de administración, vigilancia y contralor. Están encar-

(7 ) Obra y edición citadas, Libro VI Capítulo V I I I , págrs. 87-88, 
(8 ) Cai-rara F r a n c e s c o : " P r o g r a m a de Derecho Cr iminal" ed. Tl iemls, 

Bogotá,, 1957 - P a r t e General - Vol . I I N ' 866, pftg. 338. 
( 9 ) "Dict lonnaire P r a c t i q u e de Droi t " , Dalloz, S/D lOéme értition, 

t. I I , pág. 929. 
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gados, de una manera general, de velar por una buena admi-
nistración de justicia. Empero, los magistrados del Ministerio 
Público no son inamovibles; agentes del Poder Ejecutivo, pue-
den ser desplazados y aún removidos arbitrariamente por el 
Jefe de Estado. Se encuentran sometidos a la autoridad del 
Ministro de Justicia (Guarda-Sellos) quien puede darle ins-
trucciones y aún órdenes, pero no accionar en su lugar ( 1 0 ) . 

Caracterizan a la institución las siguientes notas: 

UNIDAD JERÁRQUICA: Consiste en que forma un cuerpo 
obediente a una dirección única, bien que todos sus miembros 
no ejercen sus funciones en la misma medida. La impulsión 
emana del Guarda Sellos y se transmite, por los grados de 
la jerarquía a todos los oficiales del Ministerio Público. Se 
admite, en la práctica, que la solidaridad de los miembros 
de un mismo colegio (parquet) puede constreñir a uno de 
ellos a formular requisitorias escritas o a cumplir actos de 
actuación judicial (pour suite) sobre las órdenes del jefe del 
colegio; pero en la audiencia, tiene total libertad para enunciar 
su opinión. Esta dualidad se expresa con la máxima "La plu-
me est serve, mais la parole est libre". 

INDIVISIBILIDAD: Significa que cada oficial, en el ejercicio 
de sus funciones, representa la persona moral del Ministerio 
Público como si todos los magistrados del mismo colegio 
actuasen colectivamente. Resulta de este principio, que los 
diversos miembros de un mismo parquet pueden, en el curso 
de un asunto, sucederse en la sede del Ministerio Público 
sin que se produzca ningún vicio de procedimiento. 

INDEPENDENCIA: E S libre de intentar o no acciones judi-
ciales como parte principal. El miembro del Ministerio Pú-
blico que ejerce la función puede requerir o establecer con-
clusiones según su conciencia, sin órdenes ni contralor de sus 
superiores jerárquicos. Esta independencia lo pone asimismo 
al abrigo de toda censura del tribunal ante el que actúa, el 
que comete exceso de poder si critica los actos del Ministerio 
Público, el que —lógicamente— tampoco puede recibir órdenes 
del tribunal. 

PARTICIPACIÓN: El Ministerio Público es parte integrante 
de los tribunales, en materia civil, como en materia criminal; 
debe estar presente en todas las etapas del procedimiento y 

(10) Glasson-Tissier, : " T r a i t e Tl ieorigue et P r a c t i q u e d 'organisat ion 
jud ic ia i re et de procádure c iv i l e " 3» ed. fíirey, 1925, t . I , Cap. 
V I I , N? 110-112, pag inas 285 y s iguientes . 
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en los debates, así como al pronunciarse la sentencia. Entre 
las materias civiles y las criminales existe la diferencia capital 
de que en las primeras, la ausencia del Ministerio Público en 
la audiencia o en un momento cualquiera del procedimiento 
no está sancionada por la nulidad de la sentencia, si el asunto 
fuese "comunicable", mientras que en materia criminal el 
Ministerio Público debe estar presente en los debates y al 
pronunciarse la sentencia bajo pena de nulidad ( n ) . 

3. SU CARACTERIZACION EN ESPAÑA 

La moderna figura del Ministerio Público en la España 
actual, ha sido tomada, en su totalidad, de la francesa. De 
allí procede su dependencia del Poder Ejecutivo, ya que según 
el Estatuto del Ministerio Fiscal, éste es el "representante del 
Gobierno en sus relaciones con el Poder Judicial" (art. l g del 
mencionado ordenamiento del 21 de junio de 1926), o "con 
la Administraoíón de Justicia", según precisa el Reglamento 
Orgánico de dicho Estatuto (art. 1?) dictado el 21 de febrero 
de 1958. Por su parte, la ley Orgánica del Estado de 1967 y 
la Base 68 del Anteproyecto para una ley orgánica de la 
Justicia, han variado, en alguna medida, el sistema tradicional 
al establecer que el Ministerio Fiscal es "órgano de comuni-
cación entre el Gobierno y los Tribunales de Justicia", carac-
terización que no es nueva, ya que ha sido tomada del Pro-
yecto de Ley Fundamental para el Poder Judicial de 1929 
( 1 2 ) No entra en los propósitos de este trabajo el analizar si 
dicha modificación altera fundamentalmente los términos de 
la referida dependencia, como asimismo si el Ministerio Pú-
blico puede servir como vehículo de comunicación entre el 
Poder Ejecutivo y el Judicial, sin mengua de su independencia 
en la sola defensa de la ley ( 1 8 ) . 

En la península, el Ministerio Fiscal tiene por misión 
especial "velar por la observancia de las leyes y demás dis-
posiciones referentes a organización de juzgados y tribunales, 
promover la acción de la justicia en cuanto concierne al interés 
público y representar al gobierno en sus relaciones con el 

(11) "Dict ionnaire . . . " oit, N» 20-25, pág. 930 y "Dalloz: Reper to i re 
P r a t i a u e " , P a r i s 1920, t . V I H págs. 160-175. 

(12) Fairf in Guillen, Víctor : " L a reorganización del Ministerio F i s c a l 
E s p a ñ o l " en " T e m a s del Ordenamiento procesal" , ed. Tecnos, Ma-
drid, 1969, págs . 481-517! esp. W I - V y nota 10. 

(13) Obra cit . en nota anterior Nos. 1XX-VI y Alcalá Zamora y Casti l lo: 
"Lo que debe ser el Ministerio Públ ico" en "Estudios de Derecho 
Procesa l " , E d . Góngora, Madrid, 1934, págs. 2-22. 
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Poder Judicial, procurando, siempre imparcialmente, el man-
tenimiento del orden jurídico y la satisfacción del interés so-
cial... Representa al Estado e instituciones públicas, menores 
e incapacitados y ejercita, principalmente, las acciones civiles 
de Estado en las que existe un interés público, contribuyendo, 
también a la perfección de la justicia mediante recursos en 
interés de la ley" (14). 

También el Ministerio Fiscal español vive bajo los prin-
cipios de unidad y dependencia jerárquica, Como señala Mi-
guel Ibáñez y García Velasco, todo él es uno y jerárquica-
mente considerado: la única voz que en caso de disparidad 
tiene trascendencia y actúa, es la de su jefe supremo". Este, 
en virtud de lo dispuesto por el art. 42 del Estatuto, es el 
Fiscal del Tribunal Supremo quien "puede dar a todos sus 
subordinados las instrucciones generales o especiales sobre 
interpretación y aplicaoión de preceptos o sobre cualquier otro 
extremo relativo al cumplimiento de sus deberes". ( 1 5 ) . Esta 
relación ha sido interpretada por Covián como una "supre-
macía directiva", fórmula a la que adhiere De la Plaza al 
expresar que las referidas disposiciones no indican que los 
inferiores queden absolutamente sometidos en su actuación 
a la voluntad de su superior jerárquico, criterio análogo al sus-
tentado por Prieto Castro para quien "la dependencia debe 
ser concebida sin quebrantar totalmente la independencia y 
opinión de cada miembro fiscal en particular" (16). 

4 . S U C O N F I G U R A C I O N E N I T A L I A 

Las notas que caracterizan la institución en el derecho 
francés resultan también aplicables —"mutatis mutandi"— al 
italiano ( 1 7) . Es importante destacar que la dependencia del 
Ministerio Público respecto al gobierno —Ministre) de Gracia 
y Justicia— se ha atenuado en grado considerable última-
mente ya que la "dirección" que éste tenía sobre la magis-
tratura, se ha transformado por R, D. del 31 de mayo de 

(14) P r i e t o Castro F e r r a n d i z , L.: "Derecho Procesa l Oivil", Madrid 
1964, t , I N? 112, c.; pág , 178. 

( 15 ) Ibáñez y Garcfa-Velasco , M.: " Independenc ia y autonomía del 
Ministerio F i s c a l en el proceso p e n a l " pr imera parte , en R e v i s t a 
de Derecho Procesa l , Madrid, 1967 - I I (a t r i l - , junio) págs. 103-149; 
esp, 131. 

(16) L a s c i tas pertenecen al t r a b a j o de Ibáñez y Garc ía -Velasco men-
cionado en la nota anter ior quien, empero, opina que la obediencia 
o aca tamiento es absoluto: pftg. 136. 

( 17 ) Acerca de la Indivisibi l idad del Ministerio Público en I t a l i a puede 
verse l a nota de Camillo B lanc l iedl : " I I principio della indivisible 
unitá, e l a rappresentanza del Púbbl ico Minis tero" en " L a Scuola 
Pos i t iva" , año 1927, I I ' par te , ed. Val lardl , pfi.gs. 110-120. 
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1946 en "vigilancia" ( l s ) . Fuera del rol que el Ministerio 
Público cumple en el proceso penal como promotor de la 
acción, con el carácter de "parte pública", Manzini ha des-
cripto así su función genérica: "es promotor y representante 
de la ley, o sea que, para usar un término italiano clásico, es 
su "conservador" en el sentido de que le compete a él velar 
y proveer por la exacta observancia de la voluntad de la 
ley. . .". Y añade el indicado autor: "El Ministerio Público 
vela por la observancia de las leyes, por la pronta y regular 
administración de la justicia, por la tutela de los derechos del 
Estado, de las personas jurídicas y de los incapaces, requirien-
do en los casos de urgencia las providencias cautelares que 
estime necesarias. .. Tiene también acción directa para hacer 
que se cumplan y observen las leyes de orden público y que 
afectan los derechos del Estado.. ., siempre que esta acción 
no esté atribuida por la ley a otros órganos: art. 73 del orde-
namiento judicial de 1941" (19). 

A juicio de Calamandrei la actividad del Ministerio Pú-
blico, aún desplegándose ante los órganos jurisdiccionales no 
constituye un ejercicio directo de la jurisdicción, sino que 
consiste en una actividad estimuladora de los órganos que la 
ejercen. Tiene, pues, la función específica de "poner en mo-
vimiento" a los órganos judiciales: consiste, no en proveer, 
sino en requerir que los órganos competentes provean. Señala 
en tal sentido, que la propia ley establece la diferenciación 
al distinguir entre "magistratura juzgadora", a la cual compete 
dar las providencias jurisdiccionales, y "magistratura requi-
rente" ( 2 0 ) , cuya función es la de provocar o solicitar tales 
providencias, ejercitando la acción, proponiendo requisitorias, 
estableciendo conclusiones y, en general, sometiendo "deman-
das" (es decir, propuestas de providencias) a los jueces, que 
deben decidir acerca de ellas ( 2 1) . 

5. FORMA DE ACTUACIOiN 

La doctrina francesa distingue entre el rol de parte PRIN-
CIPAL y el de parte ADJUNTA que puede asumir el Ministerio 
Público, En el primer caso, actúa por vía de acción y tiene 

(18) Leone, Giovarmi: " T r a t a d o de Dereclio Procesa l P e n a l " , ed. E J E A , 
t , I , págs . 124-428, Nos. 5 y C. 

(19) Manzini: " T r a t a d o de Dereclio P r o c e s a l P e n a l " ed, E J E A , t . I I , 
págs< 354-355. 

( 20 ) l r n t r e nosotros l a Suprema Corte de J u s t i c i a lia reconocido recien-
tqmente Que el F i s c a i de Cámara es magis trado (v . Cap. V N» 1). 

(21) Calamandrei p . : "Dere&h,o P r o c e s a l Civil" , od. E J E A , t . I I , págs . 
430-431; v, Carnelutt i , F , " S i s t e m a de Derecho P r o c e s a l Civil" , 
ed. E J E A , B s , ¿Ls., 19144, t , I I , Nos. 144, 145; págs . 48-55. 
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amplias facultades. En el segundo, lo hace por requisición, 
expresando sólo su opinión, criterio del que puede prescindir 
el tribunal sin mengua de la validez de las actuaciones ( 2 a ) . 

Los autores italianos prefieren hablar de MINISTERIO 
PÚBLICO AGENTE O ACTOR y MINISTERIO PÚBLICO .REQUISENTE O 
CONSULTOR ( 2 3 ) . Camelutti, con su proverbial agudeza recoge 
el distingo, bien que ampliando sus alcances. Inicialmente 
destaca el cometido esencial que tiene el Ministerio Público 
en el proceso penal al proveer a la aplicación de la pena a 
todo al que ha incurrido en ilícito. Pero como este juicio no 
puede se asumido sin riesgos —señala— el mismo requiere 
la autorización del juez ante el cual el Ministerio Público 
asume la posición de parte pública. Agrega que también puede 
dirigirse: al juzgador una parte privada, en cuyo caso el Minis-
terio Público puede desarrollar obra útil en el sentido de 
integrar e incluso sustituir su acción. Y concluye: "la verdad 
es que un interés al menos mediato, en todo proceso se le 
debe reconocer siempre al Estado. En el fondo es el interés 
en el orden social, que el proceso oivil tiende, como puede, 
a preservar o restablecer. Tal interés puede ser más o menos 
intenso... Según la intensidad del interés público, al Minis-
terio Público se le puede atribuir una iniciativa mas o menos 
amplia; en particular, le puede corresponder el poder PROMO-
VER EL PROCESO . . . ; o bien de INTERVENIR en el proceso iniciado 
por una de las partes..., intervención que puede ser NECESARIA 
o FACULTATIVA,' O bien expresar en el proceso "su parecer" 
(arts. 70/72, donde se usa impropiamente la fórmula de la 
intervención, siendo así que la actividad que el Ministerio 
Público despliega en el juicio de casación es meramente "con-
sultiva") C24). Según los varios casos se habla de Ministerio 
Público AGENTE (con uso restrictivo del verbo "agiré" = obrar, 
como se ha observado desde hace poco) o bien INTERVINIENTE, 
o bien CONSULTOR. . . En todos los casos, el Ministerio Público 
en el proceso civil, a diferencia, del proceso penal, o más 
exactamente, en el proceso contencioso a diferencia del pro-
ceso voluntario, tiene un oficio integrativo o supletorio de la 
acción de las partes, para el caso de que ésta sea deficiente 
o insuficiente" (2ñ). 

(22) " R e p e r t o i r e P r a t i c j u e " de Dalloz, vol. c i t . Cap. I I I , págs . 167 y 
s iguientes . 

(23) Calamandrei , op. y vol. cit . Nos. 124 y 125; Leone op. cit . pág. 415. 
(24) Ver la cuestión a c e r c a de la n a t u r a l e z a de los dictámenes del P r o -

curador Genera l ante la Suprema Corte de J u s t i c i a en materia, 
penal en el Cap. IV , N? 2. 

(25) C a m e l u t t i , P j : "Derecho y Proceso" , ed. E J E A , tomo I, Nc 62, pá-
ginas 118-119. 
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Esta función supletoria que ejerce el Ministerio Público 
en el proceso civil ha sido también destacada por Calamandrei 
quien señala que es el encargado de vigilar por la observancia 
del derecho objetivo en todos aquellos casos en que la inicia-
tiva de los interesados no es suficiente garantía a dicha obser-
vancia" ( 2 6 ) . Y más adelante explica: "Los poderes de inicia-
tiva encomendados al Ministerio Público tienden a eliminar 
dos inconvenientes que son inherentes al proceso civil fundado 
en el principio dispositivo: el peligro de LA INERCIA y el peligro 
de LA COLUSIÓN de las partes privadas. Contra la inercia de 
las partes privadas está instituido el Ministerio Público agen-
te... Contra la colusión de ellas, está instituido el Ministerio 
Público interviniente..." (27), 

En España, la mayoría de los autores admite que el Mi-
nisterio Fiscal es parte en el proceso penal ( 2 8 ) , perfilándose 
una clara tendencia doctrinaria que postula se le encargue toda 
k actividad instructoria como preparación del juicio en sentido 
estricto ( 2 8 ) . 

En materia civil, Prieto Castro ha dedicado un meduloso 
estudio para analizar la posición del Ministerio Público en el 
proceso. Luego de admitir que el interés del Estado está pre-
sente en el juicio civil, señala que "El Ministerio Fiscal es, 
ni más ni menos que un componente de los Tribunales de Justi-
cia: la Magistratura postulante. Es, pues, un órgano de ellos; en 
su dinamismo, desempeña una f unción —la de hacer que se apli-
que la ley, mientras el juez la aplica; ambos alejados del interés 
que mueve a las partes—• y para realizarla tiene adscritos 
fundamentalmente, los mismos medios de que disponen las 
partes, con las que, por su composición, nada tiene de pare-
cido. .. Destaca que "la participación del Ministerio Fiscal es 
de cuatro grados: por vía de acción y por vía de intervención 
en procesos particulares; pero ésta, de tres modos: intervención 
con plenas facultades instructorias (incluso él derecho de 
recurso, cuando se le concede), intervención sólo para discutir 
sobre los materiales instructorios aportados por los litigantes, 
e intervención meramente consultiva, de informe o dictamen 
en sentido estricto". A su entender entre estos modos de inter-
vención no existe diferencia alguna en cuanto se trata siempre 
de perseguir el imperio de una legalidad que el Estado ha 

(26) Op, y vol. cit . pág. 440. 
(27) Op. y yol . cit., pág . 443. 
(28) Ibáflez y Garc la -Velasco : " Independencia y autonomía del Ministe-

rio F i s c a l . . . Segunda P a r t e " , en R e v i s t a ¿e Derecho P r o c e s a l . Ma-
drid, aflo 1967 - I I I ( j u l i o - s e t i e m b r e ) , págs , 63-107; esp. 63-74. 

(29) Autor y t r a b a j o citado en nota anter ior , Cap. I I I y pág. 99; P a i r e a 
Gulllén: " R e o r g a n i z a c i ó n . . . " c i tada, pág . Si6. 
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de proteger con la entidad de medios que el interés público 
exija, por lo que —concluye— "son los diversos matices de 
éste los que deben aconsejar la amplitud de la intervención 
del Ministerio Fiscal" (30). 

6. TENDENCIAS DOCTRINARIAS ACTUALES 

Las ligeras referencias que hemos realizado sobre la con-
formación actual del Ministerio Público en los países más 
ligados a nuestro acervo jurídico, nos ha permitido alcanzar 
una imagen de lo que James Goldschmidt llamara su "natu-
raleza proteiforme" ( 3 1) . La configuración "polifacética" (8a) 
del instituto ha llevado a considerarlo como una "figura híbri-
da" en el campo penal, un Jano bifronte que de un lado tiene 
el aspecto de la parte y del otro el del juez, caracterizándoselo 
también como "parte pública", "parte imparcial" o "parte sui 
generis" ( 3 3 ) . Pero más allá de las controversias acerca de 
su naturaleza y del rico material que de ellas sedimenta, la 
compulsa permite comprobar la existencia de una tendencia 
que propicia la independencia y autonomía del Ministerio 
Público. 

En España, ya Alcalá Zamora y Castillo observaba que 
el Ministerio Público es un representante del interés social, 
del Estado en su acepción plena, pero que debe conciliarse 
con el interés individual del presunto culpable; y que esa 
conciliación "no puede realizarse sino por funcionarios inde-
pendientes y al par inamovibles, que no sean órganos de nadie, 
para que no satisfagan las instrucciones del mandante en per-
juicio, según a éste convenga, del individuo o de la sociedad" 
( 3 4 ) . A su tumo, Miguel Ibáñez y García-Velasco plantea la 
opción entre un Ministerio Fiscal integrante de la Adminis-
tración o formando parte del todo judicial. Adhiere abierta-
mente a la segunda postura ya que la primera concepción, 
"que fue perfectamente explicable cuando el Ministerio Pú-
blico era el único y legítimo representante personal del Mo-

(30) Pr ie to Castro F e r r a n d i z I . : "Construcción dogmática del Ministe-
rio f i s c a l en el orden c ivi l " en " T r a b a j o s y Orientaciones de Dere-
cho P r o c e s a l " ed. R e v i s t a de Derecho Privado, Madrid, 1964, pági-
nas 3 - 7 4 ; las c i tas corresponden a las conclusiones, págs. 71-<74. 

(31) Citado por P r i e t o Castro en el y a mencionado " T r a b a j o s y . . . " , no-
t a 3 pág. 4. 

(32) F a i r S n Guillen en " R e o r g a n i z a c i ó n . . . " , pág, 486. 
(33) Guarneri , Giuseppe: "L ineament i di una r i f o r m a del Pubblico Mi-

nis tero" en " L a Scuola Pos i t iva" , ed. Giuffre , Milano; 1948, fase . 
3 - 4 , páginas 473 - 511; esp. pág. 481< 

(34) Monografía c i tada en nota 13, pág. 15. 
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narco. o defendía su patrimonio, no tiene base ni aún como 
supervivencia en la actualidad en que las misiones e incluso 
las atribuciones que con respecto a la administración de jus-
ticia se le han recomendado, han sufrido honda transforma-
ción y parejo a ello, cualquier reorganización de agudización 
administrativa o mataría al Instituto por estéril o destruiría 
los órganos judiciales por falta de independencia" ( 3 5) . Y 
concluye más adelante: "No es, pues, posible la dependencia 
y unidad del Ministerio Fiscal en la actual fórmula, ya que 
de conservarse requeriría la existencia de cuando menos una 
Jefatura suprema jurisdiccional e independiente que asegurase 
con su propia y total autonomía el cumplimiento de la ley 
en todo caso y que al dirigir la actuación de los funcionarios 
fiscales no estrangulase su iniciativa..." (36). 

Esta posición es compartida por Víctor Fairén Guillen, 
quien estima que la solución radica en la creación de dos 
cuerpos diferentes: Uno, al que se encomendaría la total de-
fensa y representación del Estado en lo administrativo (refor-
mando el actual Cuerpo de Abogados del Estado); otro (el 
actual Ministerio Fiscal) basado en el estricto principio de 
legalidad, independencia personal y jerarquía bajo el Fiscal 
del Supremo Tribunal, pero limitada esta jerarquía "a dar 
directrices científicas y técnicas no vinculantes" de un lado, 
y a regir su gobierno del otro (a?). En cuanto a la posición 
de este futuro Ministerio Fiscal el autor lo concibe como per-
teneciente a la Jurisdicción y acepta denominarlo "órgano al 
servicio de la justicia", aunque aclara que, a su juicio, la fun-
ción del Ministerio Fiscal no podrá ser nunca confundida 
con la del juez o tribunal, ya que le faltarán siempre las 
notas distintivas de la actuación jurisdiccional: no podrá nunca 
"declarar" derechos ni "ejecutarlos" (3S). 

Entre los autores italianos, ya el ilustre Carrara destacaba 
que el Ministerio Público ha venido purificándose, en cierto 
modo, en la civilización moderna "pues, estando sus funciones 
completamente separadas ele toda representación de la corona 
y de toda avidez fiscal", ha podido adoptar con mayor lim-
pieza la divisa de la IMPARCIALIDAD, al considerarse como 
REPRESENTANTE DE LA LEY. Ampliaba sus conceptos así: "Toda 
la purificación y el ennoblecimiento de este cargo han con-
sistido en la rectificación de un concepto, es decir, de que 
el que sostiene la acusación no es ya un representante del 

(35) T r a b a j o citado en la nota 15, págs. 133 - 134. 
(36) Idem, pág , 139. 
(37) " . R e o r g a n i z a c i ó n . . . " , pág. 503. 
(38) Idem, págs. 504 - 505. 
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gobierno, sino un órgano de la magistratura, lo cual le ha 
otorgado la divisa de la imparcialidad y la ha autorizado a 
llamarse representante de la ley. De esta manera tenían que 
desaparecer de él esa rapacidad, esa tenacidad y crueldad 
que volvieron odioso al antiguo procurador fiscal, para que 
entonces el pueblo viere en él un protector, no un enemigo. 
El que pretendiera seguir afirmando que el Ministerio Público 
es un órgano del poder ejecutivo, sin advertirlo lo pondría 
de nuevo en sus antiguas condiciones" ( 3 9) . Por su parte, Ca-
lamandrei, a pesar de admitir inicialmente la eventual depen-
dencia del Ministerio Público respecto del Poder Ejecutivo, 
y de sostener, luego, que la función requirente es distinta de 
la jurisdiccional, termina abogando en favor de su indepen-
dencia y de su inclusión en los cuadros del Poder Judicial ( 4 0 ) . 

Sabatini sostiene, asimismo, que el Ministerio Público es 
órgano de la justicia y parte del Poder Judicial ( 4 1 ) . 

El propio Guarneri —que se atiene al derecho positivo, es 
decir, a la circunstancia de que el Ministerio Público ejercite 
sus funciones bajo la VIGILANCIA del Ministro de Justicia— al 
analizar las objeciones que se dirigen al monopolio del ejercicio 
de la acción penal por parte del Ministerio Público observa 
que las mismas serían menores si se lo pudiera desembarazar 
del influjo del gobierno (41 bis). 

Aún en Francia, modelo de la institución en este aspecto, 
se han alzado voces criticando su organización actual. En tal 
sentido se ha dicho recientemente que "confiar a un mismo 
oficial la guarda de dos intereses diferentes, el de la ley y el 
del Gobierno, conduce inevitablemente a la negación de uno 
o de otro. La doctrina clásica aludía al problema declarando 
que estas dos calidades no se ejercen jamás simultáneamente, 
sino sucesivamente; el Ministerio Público es funcionario en su 
«parquet» y sólo Magistrado en las audiencias" ( 4 2) . La ten-
dencia actual es la de sustituir el sistema francés, ya decrépi-
to, por otro en el que se conserve la dependencia jerárquica, a 
efectos del interés científico, pero no con la rigidez del anterior, 
a cuyo fin, según dicho autor, el Ministerio Público francés es-

(39) Obra c i tada, N? 867 y nota N? 1, páginas 338-339, 
(40) Obra c i tada Cap. I I , páginas 426 ->471. 
(41) " I I Pubbl ico Ministero nel dirit to procésale pénale" , tomo 1, Na-

poli, 1943, c i tado por Guarner i , ob. cit . pág. 481, en nota 9 bis . 
(41 bis) T r a b a j o cit,, pág . 489 donde opina cxue la obl igatoriedad de 

las instrucciones por vía j e r á r q u i c a es el pr incipal defecto del or-
denamiento í ta lo - f rancés . 

(42) R a s s a t : " L e MinistSre P u b l i c entre son passg et son avenir " , P a r í s , 
1967, pág . 250, cit . por F a i r é n Guillén en "Reorganizac ión" , pá-
gina 496. 
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taría bajo la dirección del Procurador General ante la Corte 
de Casación ( 4 a ) . 

Hemos señalado una tendencia generalizada en favor de 
la autonomía del Ministerio Público y de su pertenencia al 
Poder Judicial, pero no debemos omitir el consignar opinio-
nes en contrario. En tal sentido, Karl Siegert, luego de estu-
diar la independencia de la persona y la independencia del 
oficio (o sustancial) en Italia, Francia y Alemania —países 
en los que comprueba, bien que en grado diverso, que los 
funcionarios del Ministerio Público son amovibles y pueden re-
cibir órdenes del ministro de justicia— concluye que tal si-
tuación institucional no debe ser modificada sustancialmente 
(aunque rodeando de garantías dicha dependencia a fin de lo-
grar un contralor de tales órdenes) ya que, a su juicio, por 
encima del interés del funcionario debe prevalecer el de la 
administración de justicia, que necesita "del brazo fuerte del 
Ministerio Público" (4 4) , Esta es también la perspectiva ac-
tual en la moderna Alemania Federal, donde Kem afirma que 
el Ministerio Público "debe seguir siendo un instrumento del 
Gobierno; pero debe permanecer como una autoridad de jus-
ticia en interés de la objetividad" ( 4 5) . En la República De-
mocrática Alemana se lo concibe, asimismo, como un órgano 
subordinado al Consejo de Ministros, pero independiente de 
los demás ( 4 6) . 

7. LA INSTITUCION EN NUESTRO PAIS 

Afirma Carlos A. Ayarragaray que el Ministerio Público 
argentino no es fruto ni doctrinario ni filosófico, sino de la 
evolución de las ideas y prácticas jurídicas españolas, modifi-
cadas por nuestra índole histórica, política y social, evolución 
que en el ámbito nacional no escapó, posteriormente, a influ-
jos extranjeros ( 4 7) . A estas interferencias se debe, sin duda, 
que en el orden nacional aún se discuta acerca de la posi-
ción del Ministerio Público respecto al Poder Judicial, soste-
niéndose, en ciertos supuestos, su dependencia del Poder Eje-
cutivo. Contribuye decisivamente a ello la circunstancia de 

(43) R a s s a t , pág. 253, c i t . por F a i r é n Guillén, en pág, 498 y nota 45. 
(44) "L' Independenza del Pubblico Minis tero" en " L a Scuola P o s i t i v a " 

ed. Giuffré, Milán, 1956, íasc . 1-4, págs. 191 - 204. 
(45) Citado por F a i r é n Guillén en " R e o r g a n i z a c i ó n . . . " , págs. 486-487. 
(46) Idem, pág. 487, nota N» 10. 
(47) " E l Ministerio Públ ico" , ed. La jouane , Buenos Aires , 1928, pági-

nas 300 - 301; " E l Ministerio Público y la l iber tad" , en la R e v i s t a 
del Colegio de Abogados de Buenos Aires, alio 1954, tomo X X X I I , 
N? 3, set iembre-dic iembre págs . 209-242. 
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que la inamovilidad de sus miembros sea todavía una aspira-
ción, ya que la misma sólo está asegurada a los magistrados 
que cumplen sus funciones ante los tribunales de las instan-
cias superiores ( 4 8) . En la permanencia de esta situación han 
influido, quizás, las opiniones de renombrados juristas. Así, 
por ejemplo, Joaquín V. González, al propiciar como Minis-
tro, en el año 1903, una sanción para un agente fiscal que 
había desoído una instrucción para acusar en un procedimien-
to de juegos prohibidos, sostenía: "El Ministerio Público es 
una función de naturaleza ejecutiva, es un representante del 
Poder Ejecutivo ante el Poder Judicial, y sus agentes son, en 
este sentido, mandatarios suyos, en las mismas condiciones que 
los de otras personas de derecho común; y por lo tanto, sus 
relaciones de dependencia se hallan sujetas, cuando obran en 
su nombre, a las mismas contingencias del mandatario res-
pecto del mandante; pero, al mismo tiempo, son subordinados 
jerárquicos, comprendidos dentro de las vastas dependencias 
del Ministerio de Justicia, y en tal concepto son agentes del 
Poder Ejecutivo para el mejor cumplimiento de las leyes del 
Congreso, y para la defensa y tutela de los derechos del Esta-
do ante los tribunales de justicia..." ( 4 0 ) . También Tomás 
Jofré sostuvo tenazmente la dependencia de los miembros de 
la institución, a quienes consideraba simples "agentes del Po-
der Ejecutivo para intervenir en los juicios". En su concepto, 
el Ministerio Público no respondía a "las necesidades sociales 
que requiere un organismo homogéneo, capan de hacer sen-
tir su acción en la persecución y castigo del delito y en la de-
fensa de los intereses en que está comprometido el orden pú-
blico. Le falta unidad y jerarquización". ( 5 0) . No advertía 
el prestigioso procesalista que las falencias que encontraba 
en la organización del Ministerio Público eran consecuencia 
necesaria de su falta de independencia y jerarquización inter-
na, deficiencias derivadas, en parte, de la amovilidad de sus 
funcionarios, que el propio Jofré defendió, como convencional, 

(48) Alsina H.: " T r a t a d o Teórico Prác t ico de Derecho Procesal Civil y 
Comercial" , segunda edición, tomo I I , páginas 339 y s iguientes; 
ver , asimismo, al nota de A. B a r r a a u e r o : " D e l a independencia 
del Ministerio Públ ico" , en R e v i s t a L a Ley, tomo 119, págs. 1145-
1152. E n este t r a b a j o pueden verse las normas Que regulan las 
dist intas ramas del Ministerio Público en el orden nacional. Estas , , 
como asi agüel las que r igen en los distintos países de América , 
inclusive los Es tados Unidos, pueden consultarse en la publicación 
"El Ministerio Público en los Pa íses Americanos" , editada por el Co-
mité Jurídico I n t e r a m e r i c a n o de l a Organización de E s t a d o s Ame-
ricanos, Washington D.C., f ebrero de 1967. 

(49) "Escr i tos y o p i n i o n e s . . . " , ed. Moen s|d. yol. I : "Carác ter consti-
tucional del Ministerio Públ ico" , págs . 111-132; esp. págs . 125-126. 

(50) "Manual de Derecho Procesa l " , 5» ed., anotada por Halperin, t o -
mo I , pág. 217, Nros. 2 y 5. 
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en los debates para la reforma de la Constitución de San Luis» 
en 1927 (B 1). 

En un sentido contrario, Ayarragaray aducía que en el 
estudio de los antecedentes nacionales encontraba que la ley 
había forjado el Ministerio Público como parte integrante del 
Poder Judicial e independiente del Poder Ejecutivo. Observaba 
con justeza que los gobiernos monárquicos pudieron sustentar 
el principio de la amovilidad y dependencia del Ministerio 
Público porque esta institución fue agente que utilizó el régi-
men realista para extender y consolidar su poderío, pero que 
tal principio carece de justificación en un sistema democrá-
tico de gobierno. En virtud, pues, de razones históricas e ins-
titucionales reclamaba la separación de las funciones que el 
Ministerio Público desempeñaba como encargado de defender 
la hacienda pública de aquellas en que ejercitaba la acción 
pública o representaba a la ley y la sociedad, exigiendo, para 
éstas, la inamovilidad de sus titulares como integrantes de una 
magistratura particular ( 5 2 ) . 

El "quid" de la cuestión consiste, como señala Vélez Ma-
riconde, en desentrañar la naturaleza de la función acordada 
al Ministerio Público. Como sostiene el autor cordobés, la fun-
ción requirente es, desde el punto de vista lógico, similar a 
la jurisdiccional (en sentido estricto). "Lo mismo que el juz-
gador —señala—el Ministerio Público aprecia las pruebas 
recogidas en el proceso conforme al sistema legal vigente y 
valora los hechos de acuerdo con la ley penal cuya actuación 
demanda. Su función es absolutamente objetiva, estrictamente 
jurídica y siempre ajena a toda consideración de convenien-
cia política, puesto que en la misma medida que el juez, ca-
rece de poderes discrecionales; desde el momento inicial dé 
ella, durante su ejercicio y hasta el final, el Ministerio Pú-
blico está sometido al derecho penal, sustantivo y procesal". 
Y añade: "La distinción entre la función requirente y la juris-
diccional (en sentido estricto) —hemos dicho— es puramente 
formal, aunque el Ministerio Público se limite a solicitar la 
actuación de la ley que el Juzgador realiza concretamente. 
Como órganos del Estado, ambos se inspiran en la misma fi-
nalidad (administrar justicia conforme a derecho) y procuran 
el imperio de la verdad que da base a la justicia; pero la opi-
nión del juez ingresa al mundo jurídico con un atributo (el 
poder decisorio) que le acuerda una autoridad (de cosa juz-

(91) B a r r a q u e r o , ob. cit., págs. 1141-1142. 
(52) E l Ministerio Püblico, Nros. 295 - 302, págsi 303 y s iguientes .Conf . : 

Garro, J u a n M.: " E l Ministerio Público F i s c a l y su independencia 
del Poder E j e c u t i v o " , en R e v i s t a del Colegio de Abogados de L a 
P l a t a , afio V I N? 12, 1964, páginas 407-427. 
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gada) extraña al requerimiento fiscal. Esto significa que la 
función conferida al Ministerio Público en material penal «tien-
de a mantener y actuar el orden jurídico», vale decir, a que 
se administre justicia..." (53). 

El Ministerio Público ejerce, pues, una función judicial, 
por lo que debe formar parte de ese Poder y sus miembros 
gozar de la independencia e inamovilidad que en su condi-
ción de integrantes de la administración de justicia, derivan 
del principio de la repartición de los poderes, como lo hacen 
la Constitución de Buenos Aires y la de Córdoba, entre 
otras ( 5 4 ) . 

8. EL MINISTERIO PUBLICO EN LA PROVINCIA 
DE BUENOS AIRES 

Hemos visto que una calificada doctrina reclama se des-
prendan del Ministerio Público aquellas funciones ajenas a su 
esencia, se le otorgue independencia como magistratura judi-
cial ceñida estrictamente al principio de legalidad y se lo 
organice jerárquicamente en los aspectos disciplinarios, como 
única manera de dotarlo de una estructura capaz de permi-
tirle la plena consecución de sus fines. 

La provincia de Buenos Aires tiene el privilegio de ha-
ber alcanzado hace ya muchos años el paradigma postulado 
por dicha doctrina, ya que su Ministerio Público nació for-
mando parte del Poder Judicial, anticipó su estructura jerár-
quica hace ya un siglo, se desarrolló alcanzando pronto la 
inamovilidad para todas sus ramas y niveles, para culminar 
su proceso evolutivo en la Constitución de 1934 como magis-
tratura judicial, independiente y jerárquicamente organizada. 
Debe señalarse aquí que la creación, a partir de 1854, de una 
magistratura específica bajo el nombre de Fiscal de Gobierno, 
Fiscal de Hacienda, o Fiscal de Estado, encargada de la de-
fensa del patrimonio fiscal, contribuyó decisivamente a deli-
near los perfiles del Ministerio Público, siendo aquélla defini-
tivamente institucionalizada con la última de dichas deno-
minaciones en la Constitución de 1889 (art. 152) y mantenida 
tanto en la de 1934 (art. 143) como en la de 1949 (artícu-
lo 120) ( 5 5 ) . 

(53) Derecho Procesa l Penal , 2® ed., Lerner , tomo I , págs . 253-254; ver, 
asimismo, capítulos I I y I I I . 

(54) Idem páginas 259-260. 
(55) S a n t a Cruz, JosS María : " E l F i s c a l de E s t a d o " . E d . Laboremus, 

L a P l a t a , 1951, capítulo I . 
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Si bien el Ministerio Público reconoce una rica tradición 
en el derecho hispano, el nacimiento del país a la vida inde-
pendiente bajo la influencia de las ideas iluministas y la pos-
terior organización constitucional en formas republicanas, exi-
gían una adecuación del instituto a estos moldes, dejando de 
lado aquella dependencia propia de su origen monárquico pa-
ra situarlo institucionalmente como órgano judicial indepen-
diente, de conformidad al principio de la separación de los 
poderes, o sea, el deslinde y repartición de las funciones del 
Estado. Puede entonces afirmarse que el Ministerio Público 
bonaerense exhibe, en su configuración actual, mayor cohe-
rencia histórica e institucional que su similar de la Nación, 
cuya organización resulta anacrónica (5f i). 

Destacado el elogio que merecen los Constituyentes y Le-
gisladores de Buenos Aires por haber forjado una institución 
jurídica de avanzada, pasemos a examinar sus características 
principales. 

Las indicadas notas de unidad jerárquica, indivisibilidad, 
independencia y participación que configuran al instituto en 
el derecho europeo, se dan también en el Ministerio Público 
de la Provincia, bien que modificadas por los principios de 
que sus integrantes ejercen funciones de justicia, peitenecen 
al Poder Judicial y gozan de la garantía de la inamovilidad 
mientras dure su buena conducta, pudiendo sólo ser removi-
dos de sus funciones por los mecanismos de enjuiciamiento 
que establece la Constitución. 

En nuestro régimen existe UNIDAD entre los miembros del 
Ministerio Público desde que éste constituye una magistratu-
ra organizada jerárquicamente bajo la jefatura del Procurador 
General de la Suprema Corte de Justicia, quien ejerce super-
intendencia sobre los demás integrantes (art. 180 de la Cons-
titución provincial), en cuyo ejercicio dicta reglamentos, ex-
pide instrucciones y evacúa consultas de los restantes agentes 
(art. 76, inc. 12), ley 5.827). En cuanto a los límites de esta 
subordinación jerárquica, podríamos recordar que ya la Su-
prema Corte de Justicia, en la exposición de motivos del pro-
yecto de ley sobre organización de los tribunales que enviara 
a la Cámara de Senadores el 7 de setiembre de 1878, al fun-
dar la iniciativa respecto al Ministerio Fiscal (Título VI) 

(56) A y a r r a g a r a y , Carlos: " E l Ministerio Público y la l iber tad" , c i tado 
en nota 47. Un ejemplo de los desvíos a que l leva la dependencia 
del Poder E jecut ivo , lo const i tuye el decreto ley 5,43i'|63 done!» se 
obl iga a los agentes y procuradores f i sca les a sostener la validez 
de las medidas adoptadas por el Poder E j e c u t i v o durante la vigen-
c ia del estado de sitio en los respectivos " l iábeas corpus" . Conf. l a 
c r í t i ca que le formula Garro en el t r a b a j o citado en la nota 52. 
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expresaba que se mantenía "el pensamiento de tender a uni-
ficar la acción fiscal, sin alterar la independencia del funcio-
nario en sus opiniones jurídicas" ( 5 7 ) , frase que sintetiza aún 
el concepto actual sobre el problema. El Procurador General, 
pues, ejercita dicha relación jerárquica en aspectos relativos 
a la superintendencia —administrativa y funcional— por me-
dio de resoluciones de carácter general o particular tendien-
tes a cumplimentar los objetivos de la institución, pero sin 
comprometer la opinión jurídica de sus destinatarios más allá 
del objeto de las mismas (B 8) . 

También en nuestra organización el Ministerio Público es 
INDIVISIBLE, en el sentido de que la función es impersonal y 
el cambio de quien la ejerce no compromete la validez de los 
procedimientos. Empero, nuestro sistema difiere del europeo 
en cuanto a que el funcionario competente para intervenir en 
determinado asunto no puede ser relevado de tal conocimien-
to por vía jerárquica. Los miembros del Ministerio Público 
son, asimismo, INDEPENDIENTES, no sólo como integrantes del 
Poder Judicial frente a los otros poderes, sino también en el 
ejercicio de su ministerio ante el órgano investido de la juris-
dicción (en sentido estricto). Finalmente, los miembros del 
Ministerio Público PARTICIPAN en el proceso según la índole 
de su actuación: en forma esencial si lo hacen como parte 
formal o material; en la medida del interés comprometido si 
cumplen una actividad requirente. 

La existencia de tales principios en la organización de 
nuestro Ministerio Público puede advertirse con claridad en 
la institución del sobreseimiento por acuerdo de fiscales ( 5 9) . 
En virtud de estos preceptos, si el agente fiscal no encuen-
tra mérito suficiente para acusar, fundamenta su opinión y 
requiere la del fiscal de cámaras; la coincidencia de crite-
rio de ambos funcionarios determina el sobreseimiento, cuyo 

(57) V e r "Acuerdos y S e n t e n c i a s " , ed. P e u s e r (2»), ser ie pr imera , to-
mo I I , pág. 195. E l ar t . 62 del proyecto decía : "Los a g e n t e s f i sca -
les y el F i s c a l deberán poner en conocimiento del Procurador Ge-
n e r a l cua lquiera i r regular idad que notaren y procurarán la uni-
dad posible en l a acción del Ministerio, poniéndose de acuerdo en 
los casos graves con diclio funcionario, sin per ju ic io de l a inde-
pendencia de sus opiniones y de su conciencia j u r í d i c a " , precepto 
que reproduce, con l igeras var iantes de redacción, el a r t . 76 del 
Proyecto Domínguez de 1868. 

(58) Alcalá Zamora y Casti l lo observa, con buenas razones, que el cri-
ter io jerárquico no es, en todo caso, jur 'd i camente superior . A su 
juicio, l a consulta debe guedar r e s e r v a d a p a r a extremos dudosos 
y la sumisión a lcanzar sólo lo discipl inario. (Ver el ya ci tado t r a -
b a j o de " E s t u d i o s . . . " , página 1 0 ) . 

(59) Arts , 212-214 del C. P . P . . V e r los distintos s i s temas legis lat ivos 
en la c i tada monograf ía de Ibáfiez y Garc ía Velasco, pr imera par-
te , pág . 141; J o f r é , en la nota a los indicados preceptos t r a n s c r i -
be l a reseña que hace Obarrio en su Proyecto : " V e r " C ó d i g o , . . " , 
ed. Depalma, 1965, págs . 156-157. 
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dictado es obligatorio para el juez; en caso de disidencia, ésta 
es dirimida por el Procurador General, quien con su adhesión 
a una u otra opinión provoca, por parte del juez, el indicado 
sobreseimiento o el reemplazo del agente fiscal por otro que, 
obligatoriamente, debe producir acusación (artículos citados). 
El mecanismo se encuentra estructurado sobre la base de estos 
principios: 1) la acción pública corresponde privativamente 
a los Agentes Fiscales. Fiscales de Cámaras y Procurador Ge-
neral de la Suprema Corte (art. 78 C. P. P.); 2) si bien la 
acción pública es, en principio, indisponible para sus titula-
res, esta indisponibilidad no es absoluta ya que la pretensión 
está sujeta a preceptos legales, y la real falta de mérito para 
llevar el proceso adelante determina el sobreseimiento del 
imputado; 3) la organización jerárquica del Ministerio Público 
permite que el juicio sobre la falta de mérito para acusar 
no quede librado al arbitrio subjetivo de un funcionario, ya 
que, además de exigirse la fundamentación de tal juicio, la 
adhesión o desacuerdo del superior permiten que la decisión, 
al contar con dos opiniones coincidentes, esté rodeada de las 
garantías de objetividad y justicia que exige su índole ( 6 0 ) . 

Otro ejemplo de los indicados principios se encuentra en 
la reciente reforma del artículo 221 del C. P. P. que atribuye 
al agente fiscal la facultad de solicitar el juicio oral en cau-
sas graves, pedido que, de contar con la conformidad del fis-
cal de cámaras, impone el trámite oral. En caso de desacuerdo 
entre los fiscales de primera instancia y de alzada, es el Pro-
curador General quien en definitiva resuelve (art. 221, terce-
ra parte del C. P. P. reformado por decreto ley 8.067|73). 
Este mismo cuerpo de reformas, apoyándose en las notas de 
unidad jerárquica e indivisibilidad del Ministerio Público fa-
culta al Fiscal de Cámaras —en el trámite del juicio oral— 
a llamar al agente fiscal que intervino en primera instancia 
para que colabore en la audiencia o mantenga la acusación 
si aquel magistrado estuviese en desacuerdo con la requisi-
toria o impedido de intervenir (art. 77, inc. 4"?), de la ley 
5.827, modificado por decreto ley 8.067|73). Obsérvese la no-
vedad que implica la indicada sustitución del Fiscal de Cá-
maras por el de primera instancia respecto al régimen ante-
rior, donde el superior jerárquico debía mantener, en todos 

(60) E n el dereclio español, aunnue el mecanismo es l igeramente dis-
t into, los sobreseimientos son —en opinión de Ibáñez y Garc ía Ve-
l a s c o — realmente (bien Que no formalmente) decisión f i sca l ya 
que la pretensión de gste es plenamente vinculante p a r a el t r ibu-
nal, aunaue éste pueda elevar el caso al superior j e rárquico del 
f i s c a l p a r a que decida (ver monograf ía c i tada en nota N» 15, pá-
ginas 142-144). 
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los casos, personalmente el requerimiento formulado por el 
fiscal de primera instancia (arts. 267, 271 y conc. del C. P. P.). 

En cuanto a los clásicos poderes de avocación, subroga-
ción y delegación, es preciso señalar que el Jefe del Minis-
terio Público en la provincia de Buenos Aires no goza de 
ellos con la amplitud que, por ejemplo, los concede al magis-
trado homónimo la legislación italiana ( 6 1 ) . La AVOCACIÓN, 
entendida como el poder de arrogarse una determinada acti-
vidad del funcionario inferior, despojándolo de la misma, no 
existe en favor del Procurador General, quien, sin embargo, 
puede tomar conocimiento de lo actuado por aquél para ejer-
citar sus atribuciones de contralor o superintendencia. La 
SUBROGACIÓN —consistente en el poder de sustituir determi-
nado órgano por otro— se encuentra limitada, en nuestra pro-
vincia, a la facultad del Procurador General de reemplazar 
un funcionario por otro en caso de impedimento, licencia o 
vacancia. Finalmente, la DELEGACIÓN o transferencia de una 
facultad o atribución para que sea ejercida por otro miem-
bro del cuerpo, tiene un ejemplo en nuestra legislación, en 
los derechos y deberes atinentes al contralor del despacho de 
jueces y funcionarios, que el Procurador General puede ejer-
citar por sí o por intermedio de los demás miembros del Mi-
nisterio Público (art. 59, decreto ley 7.809|72, y art. 76, inci-
so 8?), ley 5.827, según redacción del citado decreto ley), 
También el Procurador General actúa por delegación cuando 
habiendo tomado conocimiento de la eventual configuración 
de un ilícito, pone en movimiento la acción penal por inter-
medio del agente fiscal en turno (artículo 78 C. P. P. y su 
doctrina). 

9. REPAROS DIRIGIDOS AL MINISTERIO FISCAL 

La rama del Ministerio Público que en nuestro país ha 
sufrido mayores críticas es el Ministerio Fiscal en materia ci-
vil, sobre todo en cuanto atañe a la función "interviniente" 
que debe cumplir en juicio. David Lascano entendía que "en 
el proceso civil, el agente fiscal no tiene función que desem-
peñar, a no ser que obre como actor o demandado en repre-
sentación de la sociedad. La intervención que actualmente se 
le da cada vez que se ventila una cuestión que afecta el or-
den público, no tiene razón de ser. Los jueces no necesitan 
de asesores para hacer cumplir con la ley ni para impedir que 

(61) Leone, op. y vol. cit. , pág. 430-482. 
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se viole el interés social... La experiencia —concluía— ha 
puesto de manifiesto la inconveniencia de la intervención de 
los fiscales en los litigios; ella resulta no sólo ineficaz para el 
objeto que se propone, sino también incómoda para las com-
plicaciones que en el trámite del proceso produce" (62). 

Por su parte, Tomás Jofré lo llamaba "la quinta rueda del 
carro" ( 6 3 ) y Alsína estimaba que "pudiendo el juez aplicar de 
oficio las disposiciones que interesan al orden público, sean de 
carácter civil, procesal o de cualquiera otra naturaleza, la inter-
vención fiscal es superfina y en la práctica se convierte en uno 
de los más serios obstáculos para él desarrollo rápido de los 
procesos. .." (64), 

Tales razones han hecho su camino en la legislación más 
reciente y así vemos que los nuevos ordenamientos procesales 
de la Nación (Decreto-Ley 17.254) y de la Provincia (Decreto-
Ley 7.425) han prescindido de dar al agente fiscal la inter-
vención obligatoria que antes requería el código para algunas 
materias ( 8 5) . También el nuevo ordenamiento de los con-
cursos (Decreto-Ley 19.551) omite señalar los casos en que 
debe intervenir dicho funcionario, indicando sólo cuando debe 
hacerlo ante la Alzada (artículo 299). En nuestra opinión, estas 
omisiones no significan que el juez o tribunal deba verse pri-
vado de la opinión de dicho miembro del Ministerio Público 
en dichas como en otras materias en las que se encuentra inte-
resado el orden público, ya que encontrándose regulada la acti-
vidad de dicho funcionario en la ley orgánica del Poder Judicial 
(artículos 77 y 78 de la ley 5.827), el órgano jurisdiccional 
podrá requerir su dictamen sobre tales cuestiones, permitiéndole 
así la cabal defensa de los intereses sociales que la legislación 
vigente le encomienda. 

10. ACTUALIDAD DEL INSTITUTO 

Cada día que pasa muestra nuevas formas de ataque a la 
sociedad y por ende, al ordenamiento jurídico que la sustenta. 
La necesidad de hacer cumplir la ley es, pues, cotidianamente 
más aguda, y ella demuestra que la razón de ser del Ministerio 

(62) Cit. por Morello y colaboradores en " C ó d i g o s . . . " , t . I I , p á g . 1 5 5 , 
(63) Op. y vol. cit . pág. 224; v6ase asimismo, " J u s t i c i a Provincia l . I n -

f o r m e de la Comisión Invest igadora nombrada por l a C á m a r a de 
Diputados en sesión del IR de octubre de 1912", La P l a t a , 1916, ca-
pítulo I , páginas X X - X X I V , comisión de la que f o r m a b a p a r t e 
Jo f ré . 

(64) " T r a t a d o . . . " , segunda edición, tomo I I pág. 355. 
(65) V e r por ejemplo cuestiones de competencia, y de caducidad de ins-

t a n c i a . 
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Público no sólo se mantiene, sino que se acrecienta. Es preciso, 
por lo tanto, revitalizar la Institución en todas sus ramas, desde 
que cada una tutela y defiende intereses fundamentales de la 
sociedad. 

La actuación del Ministerio Público en el proceso penal 
como titular de la acción pública debe intensificarse en la 
etapa sumarial, ejercitando activamente sus facultades instruc-
torias ( 6 6 ) y vigilando el debido cumplimiento de la ley por 
parte de quienes intervienen en la formación del proceso ( 6 7 ) . 

La actuación del Ministerio Público como parte en el 
proceso civil no presenta dificultades ya que por vía de con-
secuencia, tiene todas las atribuciones y responsabilidades que 
corresponden a los demás litigantes. A nuestro juicio, igual 
suma de facultades debiera asignársele en aquellos procesos 
que hubiera podido iniciar como parte, desde que en estos 
casos ha de cumplir una actividad integrativa o supletoria de 
la que lleva a cabo quien ha ejercitado efectivamente la acción 
( 6 8 ) . Más dificultoso resulta caracterizar la posición del Mi-
nisterio Público en las demás hipótesis de simple intervención, 
ya que ésta no puede ser equiparada sin más a la situación 
de un litis-consorte o a la de un tercero que interviene obligada 
o voluntariamente en el proceso ( 6 9 ) . En tales situaciones, si 
el Ministerio Público es un órgano de la justicia que ha de 
velar por el interés general de la sociedad, es lógico, por un 
lado, que se lo desvincule de la posición de parte, ya que 
en el ejercicio de su misión puede adoptar una posición con-
traria a la sostenida por los litigantes; por el otro, estimamos 
que no debe constreñírselo a asumir un rol de asistencia pasiva, 
limitando su actividad a la simple manifestación de su parecer, 
ya que a ello se opone aquella función superior de orden 

(66) E s t a s facul tades instructor ias y de vigi lancia que t iene el Minis-
ter io Público en la e tapa sumaria l han sido destacadas por la Su-
prema Corte de J u s t i c i a en la Resolución del 17 de julio de 1956, 
a r t . 2 ' , que inser tamos en el Apéndice. 

(67) E n Espafía , el F i s c a l t iene la inspección del sumario y facul tades 
de instrucción l imitadas, por lo que Ibáñez y Garc ía Velasco re-
c l a m a que en dicha etapa se le encomiende toda la act ividad ins-
t r u c t o r l a (ver t r a b a j o cit . segunda parte , págs, 81-98 y capítu-
lo IV, página 99) . 
P a i r e n Guillen se mani f ies ta conforme con este reclamo, pero so-
b r e la base de que las peticiones del Ministerio F i s c a l en la eta-
p a ins t ruc tor ia no vinculen al juzgador (ver " R e o r g a n i z a c i ó n . . . " , 
páginas 516-517). 
Por un camino contrario, Guarneri , que postula se convierta a l 
Ministerio Público como par te estr ic ta , despojándolo de las atr i -
buciones de jus t i c ia que ha ido acumulando, sostiene que debe 
asumir e fect ivamente las funciones de j e f e de la policía judicial 
(ver obra cit. " p a s s i m " y páginas 477 - 500 y 503). 

(68) V e r ar t s . 84, 9 y 21 de la ley 2.393. Ver , sin embargo, a r t . 151 
del C. P . C.; a r t , 1.047, 491-493, del C. C., etc. 

(69) V e r capítulos V I I y V I I I del C. P . C. 
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público e interés social que justifica su existencia. En tal or-
den de ideas, postulamos que dentro del ámbito de la situación 
procesal creada por las partes se acuerde al Ministerio Pú-
blico el derecho de ejercitar todas aquellas iniciativas proce-
sales (entre ellas la de proponer y producir prueba), sin las 
cuales la defensa del interés público y social que le asigna la 
ley quedaría frustrada. 

Queda sólo por añadir que la revitalización funcional del 
Ministerio Público que propiciamos —negada por los hábitos 
judiciales, más que por la ley— es la que corresponde al alto 
fin de velar por el afianzamiento del orden jurídico ( 7 0 ) que 
es la razón de existencia de la institución, según se la entiende 
en el derecho comparado ( 7 1) . 

(70) Ayarragaray propiciaba en 1954 se confiara al Ministerio Público 
la defensa o mantenimiento de la Constitución. Ver el t r a b a j o ci-
tado en nota Nc 47: " E l Ministerio Público y la l ibertad" , N» VIII, 
paginas 238 y siguientes. 

(71) Ver, entre otras obras, el ya citado artículo del Novissimo Digesto 
Italiano, tomo X I V , pág. 540; conf. Calamandrei, op. y vol. cit. 
capítulo 21, t ít . I I I ; Carnelutti , " S i s t e m a . . . " , t . I I , Nros. 144-145. 
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CAPITULO n i 

ORGANIZACION ACTUAL DEL MINISTERIO 
PUBLICO EN LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES 

1. CONSIDERACIONES GENERALES 

El Ministerio Público está estructurado según las dispo-
siciones del artículo 180 de la Constitución y del Título IV 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial N9 5827, integrándose 
por el Procurador General de la Suprema Corte de Justicia, 
Fiscales de Cámaras de Apelación, Agentes Fiscales, Asesores 
de Incapaces, Defensores de Pobres y Ausentes, y Agentes 
Fiscales y Defensores de Incapaces en la Justicia de Paz. 

El Art. 180 de la Constitución establece: 

"El Ministerio Público será desempeñado por el Procurador 
General de la Suprema Corte de Justicia; por los Fiscales de 
Cámara, quienes deberán reunir las condiciones requeridas 
para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes 
fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, 
quienes deberán reunir las condiciones requeridas para ser 
jueces de primera instancia. El Procurador General ejercerá 
superintendencia sobre los demás miembros del Ministerio 
Público 

Esta disposición tiene origen en el proyecto aprobado 
en la sesión del 21 de noviqinbre de 1934 de la Convención 
Constituyente de ese año, encontrándose reiterada como artícu-
lo 147 en la Constitución de 1949. 

Su planta funcional es la siguiente: 

PROCURACIÓN GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA ( X ) 

DEPARTAMENTO JUDICIAL L A PLATA 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil y Comercial. 
5 Fiscalías en lo Penal. 
7 Defensorías de Pobres y Ausentes. 
2 Asesorías de Incapaces. 
2 Asesorías de Incapaces (para menores solamente). 

(1 ) l a Procurac ión General cuenta con un Secretar io Let rado y t rea 
Abogados Pr inc ipa les . 
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DEPARTAMENTO JUDICIAL MERCEDES 

1 Fiscalía de Cámaras. 
3 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces. 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL SAN NICOLÁS 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Pobres 

con sede en Pergamino. 
1 Asesoría de Incapaces. 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL DOLORES 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Asesoría de Incapaces. 
1 Defensoría de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL A Z U L 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Pobres 

y Ausentes con sede en Tandil ( 2 ) . 
1 Asesoría de Incapaces. 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL BAHÍA BLANCA 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Pobres 

y Ausentes con sede en Tres Arroyos. 
1 Asesoría de Incapaces. 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

( 2 ) A c t ú a ante el Juzgado Civil y Comercial de esa ciudad. 
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DEPARTAMENTO JUDICIAL M A R DEL PLATA 

1 Fiscalía de Cámaras. 
3 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces, 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL JUNÍN 

1 Fiscalía de Cámaras. 
2 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Asesoría de Incapaces. 
1 Defensoría de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL SAN ISIDRO 

1 Fiscalía de Cámaras. 
3 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces. 
3 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL SAN MARTÍN 

1 Fiscalía de Cámaras. 
3 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces. 
3 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL DE TKENQUE LAUQUEN 

1 Fiscalía de Cámaras. 
1 Fiscalía en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
1 Asesoría de Incapaces. 
1 Defensoría de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL MORÓN 

1 Fiscalía de Cámaras. 
3 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces. 
2 Defensorías de Pobres y Ausentes. 

DEPARTAMENTO JUDICIAL L O M A S DE ZAMORA 

1 Fiscalía de Cámaras 
5 Fiscalías en lo Civil, Comercial, Penal y del Trabajo. 
2 Asesorías de Incapaces. 
3 Defensorías de Pobres y Ausentes. 
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Integrantes del Ministerio Público 
(Correspondientes a los Tribunales del Trabajo) 

AVELLANEDA 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

BRAGADO 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

LANTJS 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

OLAVABBÍA 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

PERGAMINO 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

Q U I L M E S 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

T R E S ARROYOS 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 

ZARATE 

1 Agente Fiscal, Asesor de Incapaces y Defensor de Po-
bres y Ausentes. 
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2. COMPOSICIÓN 

De tal forma el Ministerio Público actualmente está com-
puesto: por un PROCURADOR GENERAL DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA; por un FISCAL DE CÁMARAS en cada uno de los 
Departamentos Judiciales provinciales y AGENTES FISCALES, 
ASESORES DE INCAPACES y DEFENSORES DE POBRES Y AUSENTES 
para actuar en los Juzgados de Primera Instancia en lo Civil 
y Comercial, Penal y de Menores, Tribunales de Instancia 
Unica y Tribunales del Trabajo. 

3. REQUISITOS Y FORMA DE NOMBRAMIENTO 

La Ley N<? 888 del 22 de junio de 1874, al determinar la 
creación del cargo de Procurador General de la Suprema Corte, 
de un Fiscal de Cámaras de Apelación y de dos Agentes Fis-
cales en lo Civil y uno en lo Criminal, dispuso que las condi-
ciones para el desempeño serían las exigidas "para los miembros 
de los tribunales de que son parte" y nombrados en la misma 
forma que éstos. Las disposiciones constitucionales y legales 
vigentes siguen ese mismo principio. 

El Procurador General de la Suprema Corte es designado 
por el Poder Ejecutivo con Acuerdo del Senado, requiriéndose 
haber nacido en territorio argentino o ser hijo de ciudadano 
nativo si hubiese nacido en país extranjero, título o diploma 
que acredite suficiencia en la ciencia del derecho, treinta años 
de edad y menos de setenta, y diez años a lo menos de 
ejercicio en la profesión de abogado o en el desempeño de 
alguna magistratura (arts. 165 y 167 de la Constitución). 

Respecto a los restantes miembros, —rigiendo el art. 180 
de la Constitución en cuanto a las condiciones requeridas para 
el nombramiento—, para los Fiscales de Cámaras son aplicables 
las correspondientes a los Jueces de Cámara, que son las mis-
mas del Procurador General de la Suprema Corte, es decir las 
indicadas anteriormente, pero "bastarán seis años" de ejercicio 
profesional (art. 167 cit) . Los Agentes Fiscales, Asesores de 
Menores y Defensores de Pobres y Ausentes, deben tener tres 
años de práctica en la profesión de abogado, seis de ciudadanía 
en ejercicio y veinticinco de edad (art. 168 Constitución). 

Tanto los Fiscales de Cámaras, como los Agentes Fiscales, 
Asesores de Menores y Defensores de Ausentes, son nombrados 
por el Poder Ejecutivo con Acuerdo del Senado, siguiendo la 
práctica impuesta desde la sanción de la Ley N° 888, La insti-
tucionalización del Ministerio Público con jerarquía constitu-
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cional, como fue el fin expuesto en el seno de la Convención 
de 1934 al aprobarse el art. 180, no consignó expresamente la 
forma de nombramiento de estos miembros, pero la asimilación 
a los jueces no hizo dudar que también correspondía igual pro-
cedimiento. Empero, la Constitución de 1949 salvó lo que 
podría entenderse como una omisión cuando entre las atribu-
ciones del Poder Ejecutivo previo el nombramiento por éste 
de "los jueces letrados y los miembros del ministerio público" 
(art. 108 inc. 15 de la Constitución de 1949). Con el mismo 
propósito, el art. 136 de esta Constitución, reformó el art. 165 
de la de 1934 vigente, agregando "y demás miembros del mi-
nisterio público", quedando redactado: "Los jueces letrados, 
el procurador de la Suprema Corte de Justicia y demás miem-
bros del ministerio público, serán nombrados por el Poder 
Ejecutivo con acuerdo del Senado". 

4. INAMOVILIDAD 

El cargo de Procurador General de la Suprema Corte, 
como ocurre con el de juez letrado, es vitalicio por expresa 
indicación del art. 166 de la Constitución al decir que "con-
servarán sus empleos mientras dure su buena conducta'. De 
análoga característica participan los otros miembros del Mi-
nisterio Público por la asimilación a los jueces letrados dispuesta 
por el art. 180, dadas las anteriores normas de las leyes 2511 
y 3768 y la vigencia del art. 170 de la misma Constitución 
en cuanto veda la suspensión "en él ejercicio de sus cargos, 
sino en el caso de acusación y con sujeción a lo que se dispone 
en esta Constitución", principio con que se perfecciona la ga-
rantía de inamovilidad e independencia para todos los inte-
grantes del Poder Judicial. 

La Constitución Provincial de 1949 en sus artículos 137 
y 140, estableció expresamente la vigencia plena de estas 
garantías. 

5. INCOMPATIBILIDADES 

No pueden ejercer la profesión de abogado o de procu-
rador los magistrados, funcionarios o empleados judiciales, 
aunque podrán litigar en causa propia o de su cónyuge, padres 
e hijos (art. 3, inc. b, 5 y 82 inc. b de la ley 5177, Reglamen-
taria del ejercicio de las profesiones de abogados y procura-
dores en la Provincia de Buenos Aires). 
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Como a todos los integrantes del Poder Judicial alcanza 
a los funcionarios del Ministerio Público la prohibición de actuar 
en política, establecida por Acordada de la Suprema Corte de 
Justicia N<? 665 del 12 de noviembre de 1918. Debe tenerse en 
cuenta aue la Ley Electoral de la Nación N<? 8871 preveía 
pena de arresto para los miembros de la justicia letrada, 
jueces de paz, asesores, fiscales y defensores que directa o 
indirectamente tomaran participación política en favor de 
partido o candidato determinado (art. 82 inc. 1?), como asi-
mismo, que la Ley Orgánica de los Partidos Políticos N? 19.102, 
en su art. 29 inc. d) establece que no pueden ser afiliados los 
magistrados y funcionarios del Poder Judicial de la Nación y 
de las Provincias. 

El ejercicio de la abogacía o la procuración, aunque sea 
en otra jurisdicción, salvo en causa propia, de la esposa o 
de los ascendientes y descendientes, lo mismo que la inter-
vención activa en política (art. 21, incs. 11) y m) de la 
Ley 8085) constituyen causales de acusación ante el Jurado de 
Enjuiciamiento de magistrados. 

Esta Ley en sus arts. 20 y 21, destinados a consignar los 
delitos y faltas que autorizan la acusación de los Fiscales de 
Cámara, Agentes Fiscales, Asesores de Menores y Defensores 
de Pobres y Ausentes (art. 17), prevé la comisión en el ejercicio 
de sus funciones de delitos CONTRA LA LIBERTAD INDIVIDUAL., 
VIOLACIÓN DE DOMICILIO, VIOLACIÓN DE SECRETOS, USURPACIÓN 
DE AUTORIDAD, ABUSO DE AUTORIDAD Y VIOLACION DE LOS DEBERES 
DE LOS FUNCIONARIOS PÚBLICOS, VIOLACION DE SELLOS Y DOCU-
MENTOS, COHECHO, MALVERSACIÓN DE CAUDALES PUBLICOS, NEGO-
CIACIONES INCOMPATIBLES CON E L EJERCICIO DE LAS FUNCIONES 
PÚBLICAS, EXACCIONES, PREVARICATO, DENEGACION Y RETARDO DE 
JUSTICIA, ENCUBRIMIENTO Y FALSIFICACIÓN DE DOCUMENTOS E N 
GENERAL, y como conducta reprochable o incompatibilidades 
para el desempeño del cargo, las siguientes: 

"a) No reunir las condiciones que la Constitución tj las 
leyes determinan para, él ejercicio del cargo; b) No tener 
domicilio real en él partido en que ejerza sus funciones; c) 
Inhabilidad física o mental; d) Haberse acogido a los bene-
ficios de la jubilación o goce de pensión nacional, provincial 
o municipal; e) Incompetencia o negligencia reiteradamente 
demostrada en el ejercicio de sus funciones; f) El incumpli-
miento reiterado de los deberes inherentes al cargo; g) Inmo-
ralidad comprobada por hechos concretos que acarrearen mala 
reputación; h) El vicio del juego por dinero caracterizado por 
la frecuencia; i) Las que se determinan en otras leyes; j) Los 
actos reiterados de parcialidad manifiesta; k) Dejar transcurrir 
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los términos legales reiteradamente, sin pronunciarse en las 
cuestiones sometidas a su decisión o dictamen, sin que pueda 
servir de excusa el exceso de trabajo ni la falta de reclamación 
de paite interesada; 1) La reiteración de graves irregularidades 
en el procedimiento; 11) La intervención activa en política; 
m) Para los funcionarios judiciales, ejercer la abogacía o la 
procuración, aunque sea en otra jurisdicción, salvo en causa 
propia, de la esposa o de los descendientes y ascendientes; 
n) Aceptar el cargo de órbitro arbitrador; o) Contraer obliga-
ciones civiles con los litigantes o profesionales que actúen en 
su juzgado o Tribunal; p) Ejercer el comercio o industria; q) 
Desempeñar otra función pública no encomendada por ley, 
excepto el profesorado; r) Estar concursado civilmente por 
causa imputable al funcionario". 

Finalmente la prohibición para desempeñar otra función 
pública mencionada por el inciso "q" concuerda con la dispo-
sición del artículo 41 de la Constitución Provincial en cuanto 
veda la acumulación de empleos; y con el artículo 31 del 
Acuerdo 1424 que excluye la posibilidad de conceder permisos 
o licencias para desempeñar cargos extraños a la función. 

6. INMUNIDADES 

Por ser el Procurador General de la Suprema Corte de 
Justicia uno de los funcionarios acusables por la Cámara de 
Diputados ante el Senado (artículo 60, inc. 2? de la Cons-
titución) no puede procederse contra su persona sin que pre-
viamente el Tribunal competente solicite el juicio político y 
la Legislatura haga lugar a la acusación y "al allanamiento 
de la inmunidad del acusado" (art. 61 Constitución Provincial). 

Rigiendo el principio de inamovilidad para todos los miem-
bros del Ministeiio Público, les es aplicable también la pro-
hibición de ser suspendidos en el ejercicio de sus cargos, 
sino en caso de acusación y "desde el día en que el Jurado 
admita la acusación" (arts. 170 y 173 de la Constitución y 
art. 29 de la Ley 8085). Tratándose de la comisión de delitos 
ajenos a sus funciones, la suspensión procede desde el día en 
que se haga lugar a la acusación (art. 178, Const, Provincial), 
expresión equívoca no subsanada en la reforma de 1949, que 
ha dado lugar a dudas sobre la posibilidad de recibir decla-
ración indagatoria al imputado u ordenar su detención antes 
de la suspensión por el jurado, y que en su oportunidad será 
necesario despejar especificando cuál es el acto procesal que 
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significa hacer lugar a la acusación y quién decreta la sus-
pensión y su modalidad, 

La obligación impuesta a toda persona para prestar decla-
ración en juicio, reconoce una excepción cuando se trate de 
miembros del Poder Judicial de la Nación y de las Provincias, 
según prescripción del artículo 290 del Código de Procedimiento 
Penal de la Capital. Menos preciso es el Código de Procedi-
miento Penal de la Provincia de Buenos Aires, al nombrar a 
los "Jueces" (art. 138, inciso 2<?) como asimismo el Código 
Civil y Comercial, cuando exceptúa de la obligación de com-
parecer a prestar declaración a los funcionarios que determine 
la Reglamentación de la Suprema Corte (art. 455). En este 
sentido, la Resolución N9 760 emanada de ese Alto Tribunal, 
en 23 de diciembre de 1968, en el artículo 9 comprende en 
dicha excepción a los Magistrados de la Justicia Nacional y 
Provincial y a los funcionarios judiciales asimilados a esa 
calidad. 

7. RÉGIMEN DE LICENCIAS Y REEMPLAZOS 

Es obligatorio para los jueces civiles, penales, de menores, 
de trabajo, notarial y de Paz y para los titulares del Ministerio 
Público letrado y de Paz, firmar resoluciones y dar audiencia 
"todos los días hábiles" (art. 2?, Acordada N<? 1424) ( 8 ) . 

La misma resolución autoriza, a dichos funcionarios para 
faltar a sus despachos por un término que no exceda de 
cuarenta y ocho horas en casos de urgencia o por motivos 
del cargo con conocimiento del reemplazante legal y del Pre-
sidente de la Suprema Corte de Justicia o del Procurador Ge-
neral en su caso, y en los Departamentos del interior, del 
Presidente de la Cámara de Apelación. Excediéndose dicho 
lapso, se deberá solicitar la correspondiente licencia (art, 3, 
idem). 

La obligación de concurrir diariamente a su despacho por 
parte de Agentes Fiscales, Asesores de Incapaces y Defenso-
res de Pobres y Ausentes, está impuesta por los artículos 78, 
inciso 8; 79, inciso 5, y 81 de la ley 5827. 

Constituye falta grave la inasistencia al despacho el pri-
mer día hábil inmediato a la feria judicial (Art. 6, Ac. 1.424). 
Quienes hubieran atendido el servicio de feria tienen derecho 
a una licencia equivalente en el mes de febrero exclusivamen-
te o, si las exigencias del servicio lo permiten, en el mes de 
marzo (art. 18, id.). 

(3 ) V. Apéndice, 
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Las licencias de los funcionarios, empleados y personal de 
servicio del ministerio público son resueltas por el Procurador 
General (art. 22 de la misma Acordada). 

Además del caso de licencia, sucede la cesación de fun-
ciones en el caso especial de causas en que fuere recusado o 
mediara su excusación. Fuera de ello, la inactividad importa 
el incumplimiento de un deber y la violación del artículo 278 
del Código Penal. 

Es atribución de la Suprema Corte la determinación del 
régimen de licencias, reemplazos de la feria judicial y asue-
tos, cuando acontecimientos extraordinarios lo exijan (art. 31, 
incisos f) , b) y j) de la Ley Orgánica del Poder Judicial 5.827). 

El artículo 397 del Código de Procedimiento Civil y Co-
mercial de 1880 disponía que el Procurador General de la Su-
prema Corte sería reemplazado por el Fiscal de las Cámaras 
de Apelación y éste por los Agentes Fiscales. El ai'tículo si-
guiente establecía que los últimos se suplían unos a otros y, 
en su defecto, por los Asesores de Menores; impedidos éstos, 
el juez o tribunal ante el que pendía el asunto debía nom-
brar un letrado para desempeñar tales funciones, cuyo hono-
rario era fijado por el juez y abonado por el tesoro público. Es-
tas normas mantenían su vigencia en virtud de la remisión 
que efectuaba el art. 959 del C. P. C. (ley 2.958) —al que, 
a su vez, se remitía el art. 455 del C. P. P.—, pero la perdie-
ron a raíz de la derogación de aquel código por obra del ar-
tículo 835 del decreto ley 7.425. Empero, tales pautas con-
tinúan recibiendo aplicación en la práctica, ya que proveer 
al reemplazo de jueces y funcionarios es una atribución com-
prendida dentro de las facultades de superintendencia que a 
la Suprema Corte de Justicia y al Procurador General de la 
misma conceden los artículos 152 y 180 de la Constitución 
provincial, estableciéndola concretamente en favor de la pri-
mera en el art. 31, inciso h) de la ley 5.827. 

8, FORMA DE REMOCION 

La determinación de responsabilidades y juzgamiento es 
materia del juicio político para el caso del Procurador Gene-
ral de la Suprema Corle y de acusación ante el Jurado de 
Enjuiciamiento para los Fiscales de Cámara y demás miem-
bros del Ministerio Público. 

Prescribe el art. 60 de la Constitución, que es de com-
petencia exclusiva de la Cámara de Diputados acusar ante el 
Senado, entre otros funcionarios, a los miembros de la Supre-
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ma Corte de Justicia y al Procurador General de la misma, 
"por delitos en el desempeño de sus funciones o falta de cum-
plimiento de los deberes de su cargo". Cualquier habitante de 
la Provincia tiene acción para denunciar ante la Cámara el 
delito o falta. 

Si bien la Suprema Corte de Justicia, dentro de sus pro-
pias facultades de superintendencia, puede establecer "medi-
das disciplinarias" (art. 152 de la Constitución), su interven-
ción se limita a la realización de inspecciones, observar la con-
ducta de los magistrados y funcionarios de la administración 
de justicia y llamarlos a su seno para PREVENIRLOS por faltas 
u omisiones en el desempeño de sus funciones (art. 33, inci-
sos c), d) e i) de la ley orgánica del Poder Judicial N° 5.827). 
Fuera, pues, de esa prevención, su gestión en cuanto al juz-
gamiento, se circunscribe a la puesta en marcha del mecanis-
mo del Jurado por intermedio de su Presidente y al sorteo de 
los abogados de la matrícula que deben integrarlo, La "ac-
ción" o acusación con el cumplimiento de todos los extremos 
previstos por la ley de la materia N" 8.085, pertenece al "Pro-
curador de la Corte", a los colegios de abogados o a "cual-
quier habitante" (art. 22), debiendo actuarse directamente, 
vale decir sin que medie acusación y observancia de los re-
caudos del art. 25 de la misma ley, solamente cuando existe 
"requerimiento judicial" (art. 3°, ley citada), en el supuesto 
de delitos comunes (art. 178 de la Constitución). 

El Presidente de la Suprema Corte de Justicia preside el 
Jurado integrado, además, por cinco abogados inscriptos en 
la matrícula que reúnan las condiciones para ser miembros de 
dicho tribunal y hasta cinco legisladores abogados (art. 172 
de la Constitución y ley 8.085). 

En cuanto a los AGENTES FISCALES DE P A Z y DEFENSORES 
DE INCAPACES DE LA JUSTICIA DE PAZ, sometidos también a la 
Superintendencia del Procurador General de la Suprema Cor-
te, duran tres años en sus funciones y son nombrados y remo-
vidos por éste (artículos 89, 92 y 95 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial N<? 5.827). 
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CAPITULO rv 

JEFATURA DEL MINISTERIO PUBLICO: 
EL PROCURADOR GENERAL 

1. SITUACION INSTITUCIONAL 

Hemos ya señalado que es la Constitución de 1889 la 
primera que se refiere al Procurador General, requiriendo, pa-
ra llenar el cargo, las mismas condiciones que exige para ser 
juez de la Suprema Corte de Justicia. Establece para dicho 
magistrado la misma forma de nombramiento que fija para 
los jueces, añadiendo que, como éstos, conservará su empleo 
mientras dure su buena conducta (artículos 187, 188 y 189). 
En cuanto a la forma de remoción, las disposiciones de dicha 
Carta planteaban la disyuntiva de saber si el Procurador Ge-
neral debía ser sometido a juicio político •—como el Goberna-
dor, el Vice y sus Ministros—, ya que el art. 68, inciso 2P, 
al incluir junto a tales magistrados a los "miembros" de la Su-
prema Corte de Justicia, no mencionaba expresamente al Je-
fe del Ministerio Público; o si, por el contrario, era enjuiciable 
por el jury ordinario. El doctor Ignacio M. Gómez (ex Pro-
curador General), al evacuar una consulta respecto a un pro-
yecto del Diputado Jofré sobre reformas a la ley de enjuicia-
miento de magistrados, sostuvo con buenas razones que el Pro-
curador General era "miembro" de la Suprema Corte y que, 
por lo tanto, se hallaba sometido al juicio del Senado por acu-
sación de la Cámara de Diputados. Fundaba su opinión, prin-
cipalmente, en la distinción que el estatuto fundamental ha-
cía del empleo de los vocablos "jueces" y "miembros" de la 
administración de justicia, palabra esta última que compren-
día a los diversos funcionarios que la componen, sea que ejer-
zan o no funciones propiamente jurisdiccionales ( 1 ) . 

Esta opinión sobre la posición que ocupa el Procurador 
General respecto a la Suprema Corte de Justicia ha de ser 
adecuada a los preceptos de la Constitución vigente. Destaca-
mos anteriormente que ésta afirma el relieve propio del Pro-
curador General al instituirlo expresamente como J E F E DEL M I -

(1 ) Ver Parry-, Roberto : " J u r a d o de E n j u i c i a m i e n t o de Magis t rados" , 
publicación de la C á m a r a de Diputados de la Provincia , L a P l a t a , 
1929, páginas 478 - 487. 
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NISTERIO PÚBLICO y otorgarle la superintendencia del mismo 
en su artículo 180. Fuera de ello ha de observarse que la 
Constitución, cuando se refiere al más alto Tribunal de la 
Provincia, lo denomina siempre Suprema Corte de Justicia y 
no menciona al Procurador General (ver, por ejemplo, artícu-
los 148, 149, ISO, 151, 152, 50, 51, etc.). Empero, cuando es-
tablece las condiciones para el ejercicio de los cargos judi-
ciales, como cuando fija la forma de hacer efectivas las res-
ponsabilidades inherentes a los mismos, al mencionar a los 
jueces de la Suprema Corte, añade el Procurador General. Así, 
el artículo 167, al enumerar las condiciones exigidas para ser 
juez de la Suprema Corte, agrega, "y Procurador de ella". Tam-
bién el artículo 60 que establece como facultad exclusiva de 
la Cámara de Diputados la de promover el juicio político, 
menciona —entre los magistrados a él sujetos— "a los miem-
bros de la Suprema Corte de Justicia" y "al Procurador Ge-
neral de la misma", inclusión expresa destinada, evidentemen-
te, a disipar las dudas que habían originado los textos cons-
titucionales de 1889. Por su parte, los artículos 165 y 166, al 
determinar la forma de nombramiento de los magistrados y 
la inamovilidad de los mismos, se refiere a "los jueces letrados 
y el Procurador de la Suprema Corte de Justicia", compren-
diendo la primera expresión a los vocales del Superior Tri-
bunal. 

El examen de estas disposiciones revela que la Constitu-
ción, por un lado, ha reconocido la independencia de que goz:a 
el Procurador General en su condición de Jefe del Ministerio 
Público (art. 180 cit.), y, por el otro, que el vínculo funcional 
que lo une a la Suprema Corte de Justicia es de participación 
y a un nivel jerárquico de igualdad, según lo demuestra el 
uso constante de la preposición "de" con un sentido de per-
tenencia. Este último aspecto, que explica la relación funcio-
nal existente entre la parte diferenciada y el todo, encuentra 
corroboración en la ley orgánica del Poder Judicial Nc> 5.827, 
cuyo artículo 22 establece (siguiendo los pasos de la ley N° 166 
de Organización del Superior Tribunal de Justicia, del 28 de 
setiembre de 1857): "La Suprema Coi-te de Justicia SE COMPON-
DRÁ de nueve miembros y un Procurador General...". Si el 
verbo "componer" significa tanto como "construir, formar, dar 
ser a un cuerpo o agregado de varias cosas o personas", cuyo 
uso reflexivo se emplea "hablando de las partes de que consta 
un todo" ( 2 ) , el Procurador General "es parte" del Tribunal, 

(2 ) R e a l Academia Española : "Dicc ionar io de l a L e n g u a E s p a ñ o l a " , 
18» ed., Madrid, 1956, página 337, segunda acepción. 
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como ya lo establecía la ley N° 888 —del 22 de junio de 1874. 
Pero este "ser parte", el Procurador General, de la Suprema 
Corte no significa que la "integre", ya que esta forma verbal 
tiene un empleo técnico preciso referido a cierta aptitud de 
magistrados o funcionarios para completar un cuerpo judicial, 
en caso de vacancia, impedimento, excusación, recusación o 
licencia de alguno de sus titulares, al que reemplazan por sub-
rogación en desempeño del cargo. Es en este sentido que el 
Procurador General no integra la Corte, al contrario de lo que 
ocurre en el orden nacional, donde el magistrado homónimo 
tradicionalmente tiene dicha aptitud (ver artículos 6 de la ley 
27 y 22 del decreto ley 1.285)58). 

Ha de concluirse, pues, que el Procurador General aun-
que NO INTEGRA la Suprema Corte, sí LA COMPONE en el sen-
tido de que la completa como cuerpo. Parte diferenciada del 
todo que es el Superior Tribunal, representa en su seno la 
tutela del interés social y el afianzamiento del orden jurídico 
que inviste el Ministerio Público. Pero, en su carácter de Je-
fe de esta Magistratura, actúa frente a la Suprema Corte con 
la independencia y autonomía que le confieren la Constitu-
ción de la Provincia y sus leyes. 

2. NATURALEZA DE SUS OPINIONES 
Y DICTAMENES 

Acerca del carácter en que se expide el Procurador Ge-
neral en las causas que llegan a la Suprema Corte recurridas 
por el Fiscal de las Cámaras, existen diversos precedentes del 
Tribunal donde se analiza dicho aspecto de la función. Hace 
pocos años al expedirse la Corte en la causa Ac. 14.448 ca-
ratulada "Schirripa Lorenzo. Homicidio", el Tribunal resol-
vió que "debe tenerse por desistido el recurso deducido por 
el Fiscal de Cámaras para ante la Suprema Corte de Justi-
cia, si el Procurador General de este Tribunal no mantiene 
los agravios expresados por dicho Fiscal". El entonces se-
ñor juez doctor Bremberg que planteó de oficio la cuestión, 
sostuvo que "el ejercicio de la acción penal es de la incum-
bencia del Ministerio Ptiblico como organismo instituido a este 
efecto por el Estado, su titular, y si el señor Procurador Gene-
ral como cabeza y expresión máxima del mismo no mantiene 
los agravios por la sobredicha vía traídos, se ha operado su 
desestimiento". Fundó tal postura, principalmente, en lo dis-
puesto por el artículo 78 del Código de Procedimiento Penal 
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en cuanto atribuye la acción pública a los Agentes Fiscales, 
Fiscales de Cámaras y Procurador de la Suprema Corte de 
Justicia, argumentando que sí el artículo 300 del mismo or-
denamiento permite al Fiscal de la Cámara mantener o no 
los agravios llevados ante la Alzada por los fiscales de pri-
mera instancia, tal situación es equiparable a la que se pre-
senta cuando el Fiscal de Cámaras recurre ante la Corte, ra-
zones que a juicio del mencionado vocal refuerza el proce-
dimiento de consulta establecido por los artículos 212 a 214 
de la misma ley para el sobreseimiento (ver Sensus, tomo II, 
página 494). 

A raíz de dicho fallo el entonces Procurador General doc-
tor Horacio Sicard replanteó el tema en la causa Ac. 15.811, 
caratulada "Schering Diego A. Tentativa de homicidio cali-
ficado". Expresó allí dicho magistrado: "Basado exclusivamen-
te en los textos legales que gobiernan la materia, considero 
que la misión del Procurador General —tratándose de proce-
sos penales— consiste en DICTAMINAS, en sentido propio (aseso-
rar, orientar) en aquellas causas que, sustanciadas con inter-
vención del Ministerio Fiscal, llegan a la instancia extraordi-
naria (artículos 354, C. P. P. y 76, inciso 4?, ley 5827), sin 
que le comprometa la posición de ninguna de las paites, cu-
yas quejas debe limitarse a evaluar, aconsejando la decisión 
que estime adecuada (doc. art. 356 Código citado). En las 
resoluciones registradas en Ac. y Sent. Serie 6$, XII, p. 362; 8?, 
III, 386, y 12v, VII, p. 377, V. E. se ocupó expresamente del 
tema. Señaló que el Procurador General desempeña el papel 
de asesor, que ilustra (sic) con sus dictámenes las decisiones 
definitivas del Tribunal, por lo que es menester oirle no sólo 
cuando la ley así lo dispone, sino en las ocasiones en que ello 
resulte aconsejable por razones de interés público o buena ad-
ministración de justicia. Particularmente en las primeras de 
las ocasiones recordadas estableció que la SOLIDARIDAD del Mi-
nisterio Público debía entenderse limitada a las instancias or-
dinarias y por ello, tratándose de recursos extraordinarios (que, 
según doctrina sostenida• por la Corte en los fallos que se ci-
tan, no constituirían propiamente una instancia) la interven-
ción conferida al Procurador General en determinados proce-
sos no importaba; atribuirle el carácter de parte". El entonces 
Jefe del Ministerio Público, luego de hacer referencia a que 
los textos legales vigentes en ocasión de dichos pronuncia-
mientos no eran sustancialmente distintos a los actuales, agre-
gó: "La intervención ordenada en los casos previstos por los 
artículos 212 in fine a 214 del Código (art. 76, inciso 5°, ley 
5.827), se explica, a mi juicio, pues tratándose nada menos 
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que de la posibilidad de requerir pena para una persona tien-
de a definir situaciones de inseguridad originadas en la diver-
gencia de opiniones entre dos funcionarios de la acción públi-
ca o —tratándose de Departamentos Judiciales que aún no 
cuentan con Fiscal de Cámaras— en la existencia de una so-
la opinión". 

"Ahora bien, si es que fuera de la hipótesis mencionada 
pueden concretarse otras que deparen al Procurador General 
la ocasión de actuar la facultad que deriva del citado artícu-
lo 78 ello no autoriza a extender a dicho funcionario —por 
vía de interpretación— atribuciones asignadas exclusivamente 
a otro como cuando se trata del desistimiento de recursos or-
dinarios (art. 300, Cód. cit.). Por lo demás, considero oportu-
no advertir que la citada ley 5827 en su art. 77, inciso lQ, 
dispone que el Fiscal de las Cámaras debe CONTINUAR ante 
la Alzada la intervención del Agente Fiscal de primera ins-
tancia, pero no contiene precepto alguno que coloque en si-
tuación semejante al Procurador General de la Corte (conf. 
art. 76, ley cit.). 

"Como último argumento debo observar que el art. 355 
del Código de Procedimiento Penal autoriza a CADA PARTE a 
presentar una memoiia en relación con el recurso de inapfy-
cabilidad que se hubiere interpuesto y si —como es induda-
ble—• esa expresión debe interpretarse como comprensiva del 
Fiscal de Cámaras o del funcionario de rango inferior que ha-
ga sus veces— ello demuestra que la actuación de aquél (co-
mo impugnante o sostenedor del fallo recurrido) se prolonga 
a la instancia extraordinaria, permitiendo al Procurador Ge-
neral desempeñar con absoluta independencia de criterio, la 
misión que le reserva el art. 354, 

"La jefatura de que las leyes invisten al Procurador en 
relación con los demás funcionarios del Ministerio Público, es-
taría referida así a la SUPERINTENDENCIA, como surge del pre-
cepto final del art. 180 de la Constitución Provincial lo que, 
estimo, ya es suficiente para considerar que la Institución cons-
tituye una UNIDAD dentro de la magistratura local". 

Pese al requerido replanteo de la cuestión, la Suprema 
Corte de Justicia, por mayoría, mantuvo el criterio establecido 
en el caso Schirripa, haciéndolo extensivo al recurso extraordi-
nario de nulidad (ver D. J. B. A., tomo 92, página 161). 

A nuestro juicio, la postura correcta es la sustentada por 
el entonces Jefe del Ministerio Público ya que fuera de las 
ocasiones en que se manifiesta la unidad jerárquica de la ins-
titución —ya señaladas en el Cap. II, N9 8—, la solidaridad 
entre sus miembros debe entenderse siempre limitada a las 
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instancias ordinarias, como se puntualizara en uno de los pre-
cedentes recordados (serie 6 ,̂ tomo XII, página 362). 

Si bien el Procurador General, como miembro de ma-
yor jerarquía entre quienes son titulares de la acción públi-
ca DECIDE (según lo expresa el art. 76, inciso 5° de( la ley 
5.827) sobre la procedencia del sobreseimiento, cuando no 
hay acuerdo entre los integrantes inferiores del Ministerio Pú-
blico, ello no significa que cuando el Fiscal de las Cámaras 
interpone recursos extraordinarios ante la Suprema Corte, la 
intervención de aquel magistrado tenga el alcance de man-
tenerlos o desistidos, ya que, fuera de no existir norma ex-
presa que lo autorice (como la del art. 300 del Cód. de Proc. 
Penal), la propia ley dispone que en tales casos el Procurador 
General "dictamina", esto es, cumple una función de aseso-
ramiento o consultiva ( 8 ) . 

Este papel de asesor del Tribunal (serie 12, tomo VIII, 
pág. 377) se justifica, según de la Rúa, "si se tiene en cuenta 
que por estar consagrado en la Constitución provincial él re-
curso de casación en la doble forma del recurso de inaplica-
bilidad de ley y extraordinario de nulidad, ambos aparecen co-
mo verdaderas garantías de justicia en las cuales está com-
prometido el interés público que aquél (el Procurador Gene-
ral) representa en los procesos". (4). 

No contradice lo dicho la circunstancia de que el Pro-
curador General sea PARTE LEGÍTIMA en todas las causas en 
que deba intervenir el Ministerio Público cuando éstas llegan 
a la Suprema Corte (art. 76, inciso 6", ley citada), ya que 
—según hemos visto anteriormente— si bien el alcance de la 
intervención de sus miembros es distinto, según la índole del 
interés protegido (ver cap. II, Nros. 5 y 10), la forma en 
que se manifiestan es la requisitoria o dictamen, bien que és-
tos se resuelvan siempre también en un pedido o demanda ( 5 ) . 

A ello podría añadirse que siendo el Procurador General 
el Jefe del Ministerio Público, en la hipótesis en que recurrieran 
por la vía extraordinaria más de uno de sus integrantes, no 
existiría razón valedera para que dicho magistrado se iden-
tificara con alguna de sus ramas, desvirtuando así su propia 
jefatura. 

En nuestra opinión, no cabe, pues, distinguir entre las 
diversas materias para determinar la sustancia de la interven-

í a ) Carnelut t i , F r a n c i s c o : "Derecho y Proceso1 ' , ed. c i t . N? 62, pág . 118. 
(4 ) De l a R ú a , F e r n a n d o : " E l recurso de casación en el derecho posi-

t ivo a r g e n t i n o " , ed. Zaval ía , B u e n o s Aires , 1968, pág. 490. 
( 5 ) Carnelut t i , F r a n c i s c o : " S i s t e m a de Derecho P r o c e s a l " , ed. cit. , t o -

mo I I I , N? 608, páginas 766-!767. 
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ción del Procurador General ante la Suprema Corte. Dicho 
Magistrado, cuando el Tribunal le da intervención se mani-
fiesta siempre bajo la forma del dictamen, ya que como señala 
Carnelutti, el Ministerio Público en el juicio de casación se 
reduce a pedir la recta aplicación de la ley a los hechos afir-
mados por las partes, por lo que toma el aspecto de un 
"consultor" o de un "perito" (6). 

Se puede concluir-, por lo tanto, que tanto en las causas 
en que la Suprema Corte interviene en forma originaria (de-
mandas contenciosas o de inconstitucionalidad, conflictos de 
poderes, contiendas de competencia y cuestiones de superin-
tendencia), como en las que le llegan por vía de los recursos 
extraordinarios, donde el Procurador General deba intervenir, 
este magistrado se expide bajo la forma del dictamen en 
ejercicio de una función de asesoramiento o consultiva. 

3. ATRIBUCIONES 

a) SUPERINTENDENCIA DEL MINISTERIO PÚBLICO. — La últi-
ma parte del art. 180 de la Constitución de la Provincia 
atribuye al Procurador General la función de superintendencia 
sobre los demás miembros del Ministerio Público, potestad 
a la que se refiere la Ley Orgánica del Poder Judicial al 
señalar que "Es el Jefe del Ministerio Piíblico" (art. 76 inciso 
1*?) y en cuya virtud lo faculta a dictar reglamentos, expedir 
instrucciones y evacuar consultas dentro de las normas gene-
rales que al efecto haya dictado o dicte la Suprema Corte 
(inciso 12). Por la misma razón dicha ley manda coordinar 
con dicho Tribunal las cuestiones de superintendencia que 
"interesan conjuntamente al Poder Judicial y al Ministerio 
Público" (inciso 13). 

El orden jerárquico establecido procura unificar la acción 
del Ministerio Público, propósito también enunciado por la 
Suprema Corte cuando remitía al Poder Ejecutivo, el 31 de 
agosto de 1878, el proyecto de ley sobre organización de los 
tribunales, puntualizando que tal unificación no podía alterar 
la independencia de sus funcionarios en sus opiniones jurí-
dicas ( 7 ) . Este proyecto puede considerarse como el ante-
cedente reglamentario donde se determina con mayor precisión 
el deber de ejercer la superintendencia, pues faculta al Pro-
curador General a "excitar a los miembros del ministerio pú-

(6) Carnelutt i , JEPrancisco: "S is tema de Dereclio Procesa l " , tomo I I , nú-
mero 144, páginas 50-51. 

(7) Ver : Ac. y Sent. , ser ie 1», tomo I I , pág. 191. 

79 



blico para el mejor desempeño de sus funciones", "promover 
la corrección disciplinaria de los funcionarios judiciales":, "acu-
sar a los jueces, vocales de Cámara y Fiscal de las mismas 
ante el Jurado", "promover las visitas de inspección", etc. 

Con relación a la superintendencia, el art. 2° del Decreto-
ley 7809 establece que los funcionarios del Ministerio Público 
deben remitir mensualmente al Procurador General de la Supre-
ma Corte una nómina detallada de las causas que estuviesen 
pendientes de dictamen, mientras que el art. 5? inciso c, 
impone a dichos funcionarios la obligación de ajustar sus acti-
vidades a la instrucciones que el indicado magistrado les im-
paxta en su carácter de Jefe de la Institución y de acuerdo 
a las atribuciones que le confieren al art. 180 de la Consti-
tución, y el art. 76 incisos l9 , 12 y 13 de la ley 5827, "cons-
tituyendo falta grave para aquéllos el no acatamiento de las 
mismas". 

A fin de reglamentar dicha superintendencia, la Suprema 
Corte de Justicia dictó el Acuerdo N° 1135 que dice: "La Pla-
ta, 25 de noviembre de 1947. Considerando: Que, como lo 
sostiene el señor Procurador General de esta Suprema Corte 
en el acuerdo de la fecha, y lo que dispone el artículo 180 
de la Constitución de la Provincia, como Jefe del Ministerio 
Público, ejerce la superintendencia sobre todos los demás 
miembros de este Ministerio; Que tal facultad ha venido a 
limitar en lo que respecta a sus integrantes, la concedida a 
la Suprema Coi-te, por el artículo 152 de la Constitución; Que, 
ello no obstante, con frecuencia, funcionarios del Ministerio 
Público se dirigen directamente a este tribunal en vez de 
hacerlo por intermedio de la Procuración General; Que a 
efecto de subsanar temporariamente estas deficiencias y mien-
tras no se dicte la ley orgánica del Ministerio Público y en 
uso de la facultad que le acuerda el citado artículo 152 de 
la Constitución de la Provincia, la Suprema Corte Resuelve: 
l9 Hacer saber a los señores Fiscales de Cámaras, Agentes 
Fiscales, Asesores de Menores y Defensores de Pobres y Au-
sentes, que toda solicitud de Ucencia, como asimismo cualquier 
gestión administrativa o de otra índole ante los poderes pro-
vinciales o municipales que tengan atinencia con sus cargos 
o con el desempeño de sus funciones, consultas y propuestas 
para nombramiento de sus empleados, deberá ser dirigida al 
Procurador General, quien le imprimirá el trámite o resolverá 
lo que corresponda segim el caso. 2° Considerar con la pre-
sencia del Procurador toda cuestión de superintendencia que 
interese conjuntamente al Poder Judicial y al Ministerio Pú-
blico, a cuyo efecto se le hará saber la fecha señalada para 
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el acuerdo respectivo, 3? Declarar de la exclusiva incumbencia 
del Procurador General, dictar reglamentos, expedir instruc-
ciones y evacuar las consultas que le formulen sus miembros, 
dentro de las normas generales que al efecto haya dictado o 
dicte este tribunal, 4° Comuniqúese". 

b ) CONTRALOR DE LOS ÓRGANOS JUDICIALES. — E l a r t . 7 6 
inciso 8 de la ley orgánica del Poder Judicial N° 5827 —texto 
según decreto-ley 7809/72— refiriéndose a las atribuciones 
del Procurador General de la Suprema Corte de Justicia 
dispone: 

"Controla el estricto cumplimiento de las disposiciones 
complementarias a códigos procesales, referidas a los plazos 
para la terminación de las causas judiciales; pidiendo pronto 
despacho a los jueces o cámaras de apelación en cualquier 
clase de asuntos, por si o por intermedio de los demás miem-
bros del Ministerio Público y deduciendo con facultades am-
plias y sin limitación los recursos y quejas tendientes a obtener 
una rápida administración de justicia, cuando se ha vencido 
el término que la ley procesal fija para dictar sentencia defi-
nitiva o interlocutoria". 

A su vez, el inciso 10° del mismo ordenamiento, prescribe: 
"Ejercita la función de control de las tareas de los tri-

bunales del trabajo". 
Con anterioridad, la ley N<? 3532, del 24 de octubre de 

1913, al establecer términos para dictar sentencias, imponía 
a los jueces y Presidentes de Cámaras la obligación de remitir 
al Procurador General una nómina de los expedientes a sen-
tencia y autorizaba a éste a "pedir pronto despacho... en 
toda clase de asuntos", como así a deducir "recurso de queja 
ante la Corte" cuando hubieren vencido dichos plazos. 

A raíz de la derogación de esta ley —dispuesta por el 
art. 835 del Código Procesal Civil y Comercial (decreto-ley 
7425)—• se sancionó el 11 de enero de 1972 el decreto-ley 
7809 (B. O, 21-1-72) que puso remedio al vacío producido por 
aquélla. En efecto, la referida derogación fue, sin duda, desa-
fortunada, ya que su eventual fundamento (la institución en 
«1 nuevo código de la caducidad automática de la jurisdicción 
una vez vencidos los plazos legales para sentenciar), no cons-
tituía un verdadero obstáculo a la subsistencia del sistema de 
contralor establecido por la ley 3532, la que, para peor, no 
limitaba su alcance al fuero civil, sino que acordaba amplias 
facultades al Procurador General para obtener el pronto des-
pacho de los asuntos confiados a todos los jueces y tribunales 
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de la Provincia. Dicha derogación representó, pues, un verda-
dero retroceso para el contralor judicial ya que el referido 
instrumento legal había demostrado, a través de los 55 años 
de su vigencia, verdadera utilidad. Sus normas habían sido 
proyectadas por Tomás Jofré, quien al fundamentarlas señaló 
el anacronismo de nuestras instituciones judiciales y el descré-
dito que para la administración de justicia bonaerense signi-
ficaba la morosidad de sus jueces. Así se expresaba el ilustre 
procesalista: 

"Los días de la ley son días bíblicos y los litigantes los 
ven pasar lentos, interminables y necesitan revestirse de la 
paciencia de Job para esperar. La muerte, más piadosa que 
los jueces, se encarga de transmitir, como el patrimonio a los 
herederos, el pleito que iniciara el padre o el abuelo". Obser-
vaba luego el legislador que nadie se atrevía a interponer el 
recurso de queja (ya que éste suponía un requerimiento previo 
a los jueces o cámaras remisos: arts. 312 y sgtes. del C. P. C., 
ley 2958), destacando que "los jueces del crimen o de lo 
civil y las cámaras, tienen la obligación de sentenciar en los 
términos ordinarios. Si no lo hacen, el Procurador de la Corte 
o las partes tienen expedito el camino para llamarlos al cum-
plimiento del deber observando las reglas en vigor" (8). 
El decreto-ley 1809/72 reproduce, en esencia, las disposicio-
nes de la ley 3532 actualizándolas de conformidad a las leyes 
y reglamentaciones en vigor. 

A fin de ejercitar más eficazmente el contralor que le 
confieren las leyes sobre los órganos judiciales, el Procurador 
General de la Suprema Corte de Justicia resolvió encomendar 
a los señores Fiscales de Cámaras Departamentales vigilaran 
él cumplimiento de los plazos procesales, por sí o por inter-
medio de los demás miembros del Ministerio Público, cuya 
tarea también les comisionó supervisar ( 9 ) . 

Para facilitar el control del despacho de las causas, la 
Acordada N<? 1.512 (15|XI|66), modificatoria y ampliatoria de 
la N? 1.444, reglamentó la remisión, por parte de las Cáma-
ras, tribunales, jueces, Ministerio Público y demás funciona-
rios, de planillas mensuales con indicaciones precisas del nom-
bre de las paites, etc., informaciones que deben ser utilizadas 
a los fines estadísticos, bajo la supervisión técnica del Director 
del Registro de Declaraciones Patrimoniales, por la Procurá-

i s ) Diario de Sesiones, Cámara de Diputados, 60 ' Período, 1913, pá-
ginas 610-612. 

(9 ) "Ver ApSndice: Resolución del 7 de febrero de 1975. 
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ción General de la Suprema Corte, según la Resolución del 18 
de diciembre de 1973 ( 1 0) . 

Es obligación de los Presidentes de las Cámaras de Ape-
lación remitir mensualmente al Procurador General de la Su-
prema Corte, una nómina de los expedientes que se encuen-
tren para sentencia con expresión del nombre de las partes, 
sus apoderados y fecha del llamamiento de autos (artículo 66, 
inciso 5°, ley 5.827), ocurriendo otro tanto con los jueces 
del trabajo, quienes deben evacuar, además, "cualquier infor-
me que les solicite" el Procurador General (artículo 69 de la 
ley citada). 

En el procedimiento penal, el Juez o la Cámara deben 
comunicar a la Suprema Corte y al Procurador General el 
vencimiento de los términos concedidos para dictar senten-
cia, autos interlocutorios o diligencias de mero trámite (artícu-
lo 55 C. de P. P.) y para la terminación del sumario de pre-
vención ante la Policía o de la causa ante el propio Juzgado 
o Cámaras de Apelación (art. 56, C. cit.), "para que se resuel-
va lo que corresponda" (art. 58 C. de Proc. Penal). En mate-
ria civil y comercial, habiéndose instaurado el sistema de la 
pérdida de jurisdicción por el Juez o Tribunal en razón del 
retardo de justicia, dicha circunstancia ocurrida tres veces 
¡dentro del año calendario, hace procedente el enjuiciamiento 
del magistrado (art. 168 del C. Procesal). 

c ) ACUSADOR ANTE E L JURADO DE ENJUICIAMIENTO. — L a 
ley N° 8.085 organiza un sistema de enjuiciamiento aplicable 
a los jueces y miembros del Ministerio Público previendo la 
acusación y defensa del imputado, atribuyendo el ejercicio de 
la primera a los colegios de abogados, a cualquier habitante 
siempre que sea patrocinado por un abogado de la matrícu-
la y al Procurador General de la Suprema Corte (art. 22 ley 
citada). Cuando existan varios acusadores y uno de ellos fue-
re el procurador General, la unificación de la representación 
debe recaer en él y "será el representante legal de todos los 
demás", según lo manda la misma disposición. 

En el mismo sentido, el art. 76, inciso 11) de la Ley Or-
gánica del Poder Judicial N° 5.827 contempla entre las fa-
cultades del Procurador General de la Suprema Corte, la de 
promover el enjuiciamiento, al expresar que "de oficio o por 
denuncia de interesado, sus procuradores o abogados, deduci-
rá acción contra el juez negligente, ante quien corresponda". 

(10) Ver Apéndice. 
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D ) ENCARGADO DEL REGISTRO DE DECLARACIONES PATRIMO-
NIALES. —• Este Registro se rige por la ley N*? 5.874, modifi-
catoria de las leyes 5.579, 5.622 y 5.714, con cuya creación 
se persiguió una finalidad moralizadora, para preservar al fun-
cionario de malas prácticas, a la vez que para darle la opor-
tunidad de demostrar su honorabilidad frente a apreciaciones 
o rumores falsos. 

En el primer aspecto su importancia se aprecia con sólo 
relacionar sus disposiciones con la del art. 268-2 del Cap. IX 
bis del Código Penal, que contempla el delito consistente en 
el enriquecimiento ilícito de funcionarios y empleados y lo 
pena con reclusión o prisión de dos a seis años e inhabilita-
ción absoluta de tres a diez años. 

Por el art. 1? de la ley 5.874 es obligatoria la presenta-
ción de una DECLARACIÓN JURADA del patrimonio del agente 
y de su cónyuge, no pudiendo tomarse posesión de ningún 
cargo sin el cumplimiento de dicho requisito. Debe denun-
ciarse toda MODIFICACIÓN PATRIMONIAL posterior a la primera 
declaración, con información circunstanciada y medios proba-
torios, dentro de los 180 días de ocurrida (art. 3?), y ACTUA-
LIZARSE AL TÉRMINO DE SUS FUNCIONES POR RENUNCIA ( a r t . 4"). 
Quienes tienen a su cargo el Registro, están facultados para 
solicitar en cualquier momento una nueva declaración jura-
da (art. 4?). 

Las demoras en la entrega de esas declaraciones están pe-
nadas con multas de hasta un mes de la remuneración (art. 69). 

Por el art, 12 se establece que el Registro correspondiente 
al Poder Judicial dependerá del Procurador General de la Su-
prema Corte (inc. b). 

En el Apéndice se transcriben los artículos 7, 8 y 9 de 
la misma, referidos al enriquecimiento ilícito y sus sanciones 
y la Reglamentación dictada por la Suprema Corte (1 : t). 

E ) INTERVENCIÓN EN LAS CAUSAS QUE TRAMITAN ANTE LA 
SUPREMA CORTE. — En las actuaciones ante la Suprema Corte 
de Justicia el Procurador General, en virtud de las disposi-
ciones constitucionales y leyes vigentes, tiene la siguiente in-
tervención: 

DEMANDAS Y RECURSOS DE INCONSTITUCIONALIDAD ( a r t . 1 4 9 , 
inciso 1"?, Constitución de la Provincia). Sustanciada la de-
manda y concluida la causa para definitiva "se oirá al Procu-
rador General y se dictará la providencia de autos" (art. 687 

(11) Ver Apéndice. . > •• ¡ . ; ¡ , ) ¡ 

84 



del Código Procesal Civil y Comercial). En los recursos, una 
vez dictada dicha providencia, debe oirse al indicado magis-
trado (arts. 302 y 283 del C. P. C., 354 del C. P. P. y 76, 
inciso '29, de la ley 5.827). 

CONFLICTOS DE PODERES Y CUESTIONES DE COMPETENCIA ( a r -
tículo 149, inciso 2?, de la citada Constitución). En los prime-
ros, se requiere dictamen al Procurador General, quien debe 
expedirse en el plazo de cinco días (artículos 689 y 690 C. P. 
C.). En las segundas, se le da vista en virtud de la coordi-
nación de los artículos 76, inciso 6<?), y 78, inciso P ) , de la 
ley 5.827, de la que resulta que el Procurador General es par-
te legítima en las contiendas de competencia. 

DEMANDAS CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVAS (art, 149, inci-
so 39, Constitución provincial). En la sustanciación de los 
RECURSOS DE REVISIÓN deducidos contra las sentencias dictadas 
por la Suprema Corte, se confiere vista por diez días al Pro-
curador General, quien debe pronunciarse sobre la proceden-
cia o improcedencia del recurso (art. 76, Código Contencioso-
Administrativo). 

RECURSOS DE INAPLICABILIDAD DE LEY O DOCTRINA LEGAL ( a r -
tículo 149, inciso 4°, letra A, Constitución citada). En mate-
ria civil y comercial se da vista al Procurador General antes 
de la providencia de autos cuando en las causas que llegan 
a conocimiento de la Suprema Corte deba intervenir el Mi-
nisterio Público según las leyes vigentes (art. 283 del C. P. C. 
y art. 76, inciso 6?, de la ley 5,827). En las causas penales 
dictamina en la misma oportunidad en todos los casos en que 
el agente fiscal haya tomado intervención (artículos 354 del 
C. P. P. y 76, inciso 4<?, de la ley 5.827). 

RECURSO EXTRAORDINARIO DE NULIDAD (art. 1 4 9 , inciso 4 ° ) , 
letra B de la citada Constitución). En materia civil debe oirse, 
en todos los casos, al Procurador General (arts. 297 del Có-
digo Procesal y 7 6 , incisos 4"? y 6 ? , de la ley 5 . 8 2 7 ) . En 
las causas penales, cuando en ellas haya sido parte el agente 
fiscal (arts. 354 del C, P. P. y preceptos citados de la ley 
orgánica). 

CUESTIONES DE SUPERINTENDENCIA: Dictamina en las cues-
tiones que deba resolver la Suprema Corte por vía de super-
intendencia (art. 76, inciso 7°, de la ley 5.827) y coordina 
con el Tribunal aquellas que interesan conjuntamente al Po-
der Judicial y al Ministerio Público (ídem, inciso 13). 
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DEMANDAS POR NULIDAD DE FALLOS DEL TRIBUNAL DE C U E N -
TAS: En los casos de alcances que se basen en la interpreta-
ción de leyes u ordenanzas municipales, los afectados podrán 
demandar ante la Suprema Corte, dentro de los diez días de 
notificados, la nulidad del fallo por errónea interpretación y 
aplicación del derecho invocado por el Tribunal, debiendo la 
Corte oir al Procurador General y dictar resolución dentro de 
los cuarenta días de planteada la acción (art. 26 ley 4.373). 

f ) OTRAS FACULTADES. — Decide sobre la procedencia o 
improcedencia del sobreseimiento cuando el Agente Fiscal no 
ha encontrado mérito para acusar, sea cuando actúa directa-
mente en defecto del Fiscal de Cámaras o impedimento de 
éste, o pronunciándose en el desacuerdo acaecido entre am-
bos (artículos 212, 213 y 214 del C. de P. P.). 

Análoga facultad de decisión ocurre en el caso de des-
acuerdo entre el Agente Fiscal que solicita el juicio oral en 
causas graves y el Fiscal de Cámaras, en cuanto es el Pro-
curador General quien resuelve en definitiva, (art. 221 del 
decreto ley 8.067). 

El Procurador General podrá autorizar la delegación en 
la Dirección General de Rentas, de la intervención que corres-
ponde al fiscal de la causa en la ejecución de las costas y 
gastos causídicos en los procesos penales (art. 9, ley 4.552), 
y ni éste ni los cobradores de costas podrán hacer desistimien-
tos, remisiones de deuda ni renuncias, sin autorización ex-
presa del Procurador General (art. 10 de la misma ley). 

Puede solicitar al Presidente de la Suprema Corte de Jus-
ticia la designación de los inspectores necesarios para que 
practiquen las diligencias o instruyan los sumarios vinculados 
con las atribuciones que le confieren la Constitución y las le-
yes. Tal es lo que dispone la Acordada N<? 1.642 del 16 de 
octubre de 1974, reglamentaria del funcionamiento de la Ofi-
cina de Inspectores del Tribunal ( 1 2 ) . 

(12) Ver Apéndice. 

86 



CAPITULO V 

FUNCIONARIOS DEL MINISTERIO PUBLICO: 
SUS ATRIBUCIONES 

1. FISCALES DE CÁMARAS 

En términos generales, la ley asigna a estos magistrados 
( ! ) la función de continuar, ante la Alzada, la intervención 
que cupo a los Agentes Fiscales en primera instancia. EN 
MATEIUA PENAL, ello es así por aplicación del principio esta-
blecido por el art. 78 del C. P. P. según el cual la acción 
pública corresponde a los Agentes Fiscales, Fiscales de Cá-
maras y Procurador General de la Suprema Corte. 

El art. 77 de la ley 5827 (texto según el art. 6? del Decreto-
ley 8067) determina la actuación del Fiscal de Cámaras en 
la SUSTANCIACIÓN DEL JUICIO ORAL, facultándolo para llamar al 
Agente Fiscal que hubiera intervenido en primera instancia 
para que colabore en la audiencia o para mantener la acusación 
cuando estuviere en desacuerdo con el requerimiento formu-
lado, o impedido de intervenir por cualquier causa atendible. 
En este mismo tipo de proceso, consentida la integración del 
Tribunal, se le confiere vista por cinco días, debiendo indicar 
las pruebas del sumario con las que no se conforma y ofrecer 
las que estime convenientes. Si fuere el particular damnificado 
quien tuviere probanzas que ofrecer, las hará llegar al Fiscal 
de Cámaras dentro de los tres primeros días de este plazo. 
Dichos elementos de convicción serán ofrecidos por dicho ma-
gistrado e integrarán su prueba (art. 221 del C. P. P. refor-
mado por decreto-ley 8067). 

Cuando media RECURSO del Agente Fiscal, se lo tendrá 
por desistido ( 2 ) cuando el Fiscal de las Cámaras no lo man-
tuviese, salvo que el particular damnificado —cuando se per-
mite su intervención— se presentase a exprsar agravios (arts. 
300 y 80 inciso 6<? del C. P. P.). 

El Fiscal de Cámaras puede promover ante la Cámara 
el RECURSO DE REVISIÓN y el Tribunal deberá oírlo cuando haya 

( 1 ) E n l a causa B - 46.772, la Suprema Corte de J u s t i c i a l ia reconocido, 
rec ientemente , que los F i s c a l e s de Cámaras son magis trados y 
que, por lo tanto, gozan de l a exención del pago del ¡impuesto a 
los automotres que el Código F i s c a l concede a aquéllos (ver . Ac . y 
Sent, , 1973 - I I - 1097, y J , A.k t . 22 - 1974, pág. 542) j 

( 2 ) E l desestimiento debe ser expreso. Ver Acuerdos y Sentencias , se-
r i e 20», tomo I I I , pág. 212. 
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sido interpuesto por los restantes legitimados para deducirlo 
(arts. 312 y 313 del C. P. P.). 

Puede interponer RECURSOS EXTRAORDINARIOS ante la Su-
prema Corte de Justicia. El de nulidad e inconstitucionalidad 
si se reúnen los requisitos que establece el art. 340 del C. P. P. 
Y el de inaplicabilidad de ley cuando hubiese pedido pena 
superior a tres años de presidio o penitenciaría (v, art. 305 
del Código Penal) y no se tratare de sentencia absolutoria 
(art. 352 del C. P. P.). 

Ha de recordarse que el Fiscal de las Cámaras tiene nueve 
días para expedirse, en la expresión de agravios y en la réplica, 
plazo prorrogable en igual cantidad de días en las causas gra-
ves si la prórroga se pide, antes de vencer el término (art. 63 
C. P. P.). Las restantes vistas deberán evacuarse en el término 
de tres días (art. 64 C. P. P.). Es notificado en su despacho, 
y si no se le encontrase se lo hará por cédula (art. 65 C. P.P.). 

E N MATERIA C I V I L Y COMERCIAL, continúan también la 
intervención que han tenido los Agentes Fiscales en primera 
instancia. Es preciso aclarar que dicha continuidad no se inte-
rrumpe por falta de recurso de aquéllos funcionarios ya que 
en los asuntos en los que está interesado el orden público, el 
Ministerio Fiscal cumple un rol de parte conjunta o coadyu-
vante, siendo su deber ilustrar al sentenciante con su dictamen 
cuando este le es requerido por la ley o por el juzgador. En 
este juicio va implícito que a la obligación de evacuar las 
vistas conferidas por medios de dictámenes fundados no se 
opone la forma de intervención que establece el art. 5° de la 
ley 3617 ( 3 ) . 

En cuanto a los CONCURSOS, el Fiscal de las Cámaras, como 
representante del Ministerio Público, es parte, ante la Alzada, 
en la apelación interpuesta contra la resolución que declara 
la quiebra u homologa el acuerdo a que se arribare, debiendo 
dársele vista en las quiebras cuando se hubiere concedido re-
curso en que sea parte el Síndico (art. 299 del Decreto-ley 
19.551 modificado por el N<? 20.312). 

En síntesis, el magistrado del que nos ocupamos, continúa 
ante las respectivas Cámaras la intervención de los Agentes 
Fiscales (art. 77 ley 5827), deduciéndose que le competen 

( 3 ) Así lo señaló el Procurador Genera l de la Suprema Corte de 
J u s t i c i a como J e f e del Ministerio Pübl ico en un caso donde el 
F i s c a l de C á m a r a s aducía que t ra tándose de un juicio de f i l iación 
en el que no h a b í a recurr ido el Agente F i s c a l su intervención 
se l i m i t a b a a l a notif icación previs ta por la ley 3617. Se decidió 
que el F i s c a l de C á m a r a s debía d ic taminar como se lo so l i c i taba 
l a C á m a r a de Apelación ( v . l a Resolución del 5 de marzo de 
1974 en el ApSndice. 
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las mismas facultades atribuidas a éstos por el art, 78 de la 
misma ley. 

Respecto a su función de subrogante, ha de recordarse 
que el Código de Procedimiento Civil de 1880 establecía en 
s u a r t . 3 9 7 q u e e r a e l REEMPLAZANTE DEL PROCURADOR GENERAL, 
regla que, a pesar de haberse derogado la norma que mantenía 
su vigencia (art. 9 5 9 del C. P. C. de 1 9 0 5 , ley 2 9 5 8 , derogada 
por el art. 8 3 5 del Código Procesal vigente, decreto-ley 7 4 2 5 ) , 
es aplicada por la Suprema Corte ( 4 ) , en virtud de las facul-
tades que le concede la ley orgánica para determinar la forma 
de reemplazo —en caso de licencia, ausencia, fallecimiento, 
renuncia, cesantía u otro impedimento— de magistrados, fun-
cionarios y empleados, hasta tanto se nombre titular (art. 31 
inciso "h" ley 5 8 2 7 , texto según ley 6 9 2 8 ) . 

Para los Departamento Judiciales DONDE NO EXISTE FISCAL 
DE LAS CÁMARAS, la Suprema Corte de Justicia ha decidido 
que, cuando recurra el Agente Fiscal, deberá actuar ante la 
Alzada el Agente Fiscal que le siga en orden de turno y que, 
encontrándose éste impedido, será reemplazado por el Asesor 
de Incapaces ( 5 ) . 

Es importante destacar que el Fiscal de las Cámaras del 
Departamento Judicial de La Plata REEMPLAZA AL FISCAL DE 
ESTADO (art. 46 del Decreto-ley 7543). 

Es oportuno recordar, finalmente, la cuestión planteada 
en torno, a si el Fiscal de Cámaras tiene o no la facultad de 
desistir de la acusación formulada por el Agente Fiscal de 
primera instancia con cuya lectura se inicia el juicio oral (arts. 
272 y 279 del C. P. P.). Algunos tribunales han decidido que 
"si en el juicio oral el Fiscal de Cámaras no formula acusación, 
la acción penal no ha sido puesta en ejercicio, por lo que no 
cabe dictar sentencia, debiendo ordenarse solamente y sin más 
trámite, la. libertad del prevenido" ( 6 ) . A estas conclusiones se 
ha objetado —a nuestro juicio con razón— que la única acu-
sación existente en el proceso oral es la del Fiscal de primera 
instancia y que la oportunidad que el artículo 279 del Código 
de Procedimiento Penal concede a las partes "para que ma-
nifiesten lo que estimen conveniente", sólo implica —para 
el Fiscal de las Cámaras— la posibilidad de comunicar 
al jurado sus convicciones frente a la prueba rendida e inclu-

(4) Cuando el F i s c a l do Cámaras e jerce como t i tu lar este cargo e 
in ter inamente el de Procurador General, si una c a u s a pasa a su 
dictamen en su carác ter de F i s c a l de Cámaras , no puede despren-
derse de su función principal y permanente, p a r a obrar dentro 
de la inter ina como Procurador General . Así lo resolvió la Suprema 
Corte el 24 de diciembre de 1918 y lo rei teró el IV de marzo de 
1931 (V. Ac. y Sent. Ser ie 9» t . I I p. 572 y Ser ie 13» t . I p . 180). 

(5 ) Resolución N? 483 del 13 de agosto de 1903. V . Apéndice. 
(6 ) V , J . A . 1947 - I I I , pág , 7. 
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sive para afirmar la falta de prueba de los cargos, ya que 
dicho magistrado no puede abandonar o renunciar la acción 
penal, pues ello no le está permitido en la instancia oral ( 7 ) . 
Esta última interpretación cuenta ahora con el respaldo de 
las modificaciones introducidas por el decreto ley 8.067)72, a 
que hemos hecho referencia. Según su art. 6? —modificatorio 
del art. 77 de la ley 5827— el Fiscal de Cámaras está facul-
tado, en el juicio oral "para llamar al Agente Fiscal que haya 
intervenido en primera instancia a fin de que colabore en la 
audiencia correspondien o PARA MANTENER LA ACUSACIÓN 
CUANDO ESTUVIESE EN DESACUERDO CON EL REQUERIMIENTO 
FORMULADO o impedido de intervenir por cualquier causa aten-
dible". De ello se desprende que el desacuerdo del Fiscal de 
Cámaras con la requisitoria del Agente Fiscal no implica el 
desistimiento de la misma, sino que determina la intervención 
del acusador originario para que la mantenga por sí mismo. 

2. AGENTES FISCALES 

El artículo 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
resume la actividad que debe desarrollar el Agente Fiscal, 
al imponerle las siguientes obligaciones, a saber: 

a ) CUIDAR EL CUMPLIMIENTO ESTRICTO DE LOS PLAZOS 
FIJADOS POR LA LEY PROCESAL; 

b ) PROMOVER Y EJERCITAR LA ACCIÓN PENAL; 

C ) VIGILAR LA SUSTANCIACIÓN DE LAS CAUSAS, TRATANDO 
DE QUE NO SE DILATEN, NI SE PRESCRIBA LA ACCION PENAL; 

d ) INTERVENIR EN LAS CUESTIONES DE COMPETENCIA, COMO 
ASÍ TAMBIÉN EN LOS JUICIOS SUCESORIOS, CONCURSOS CIVILES Y 
COMERCIALES, OPOSICIÓN Y NULIDAD DE MATRIMONIO, FILIACIÓN, 
AUSENCIA, DIVORCIO, INSCRIPCION O RECTIFICACIÓN DE ACTAS DEL 
REGISTRO PROVINCIAL DE LAS PERSONAS Y ASUNTOS SOBRE E L 
ESTADO CIVIL. 

La forma y oportunidad de dicha actuación se concreta 
en disposiciones contenidas en los códigos procesales y leyes 
especiales, cuya inobservancia produce, en principio, la nu-
lidad de los trámites judiciales. 

E N MATERIA PENAL, le incumbe la prueba de la culpabi-
lidad del acusado, ya que es titular de la acción pública 

(7 ) V . la nota de Amílcar Mercader a l citado fal lo : " E l "desest i -
miento" en el juicio ora l de la Provinc ia de Buenos Aires" , esp. 
N<> V - V I I I , pág. 14-7. 



(arts. 78 y 224 del C. P. P.). En virtud de ello, tiene inter-
vención decisiva en el sumario, ya que cuando los comisarios 
de policía lo instruyen por delitos de acción pública, dentro 
del término de 24 horas deben poner el hecho en conocimiento 
del juez, del agente fiscal y del defensor oficial (art. 448 del 
C. P, P., texto según art. 3" ley 5866), estando el acusador 
facultado para TOMAR INTERVENCIÓN DIRECTA EN E L SUMARIO, 
FISCALIZANDO LAS MEDIDAS DE PRUEBA Y PROPONIENDO LAS 

CONDUCENTES AL M E J O R EXITO DE L A INVESTIGACION. (Resolución 
de la Suprema Corte N? 1071 del 17/VII/56). A tal fin, los 
jueces en lo penal y los funcionarios instructores, deben adop-
tar las medidas tendientes a facilitar esa actuación del repre-
sentante del Ministerio Público, debiendo hacer saber a éste, 
y al defensor oficial, con la debida anticipación, las audiencias 
en que se recibirá declaración indagatoria judicial al procesado 
(misma Resolución, arts. 3 y 4; ver Apéndice). 

En dicho fuero, se le conceden seis días para expedirse, 
término que solamente es prorrogable en causas graves y 
siempre que se lo solicite antes de su vencimiento (art. 63, 
C. P. P.. Las vistas que no tengan término fijado deberán 
evacuarse dentro de tres días (art. 64 id.) contados desde el 
siguiente a la notificación, aún cuando no haya retirado el 
expediente (art. 65 id.), 

Debe acompañar copias del escrito de acusación y de 
aquél en que ofreciere pruebas (art. 219 cód. cit.), pudiendo 
solicitar nuevas medidas dentro de los diez días del término 
de prueba para desvirtuar o contrarrestar las de la defensa 
(art. 229 id.). Podrá concurrir a las audiencias en que se 
ratifiquen los testigos del sumario y hacerles por intermedio 
del juez las preguntas que estimare convenientes (art. 242 id.). 
En el proceso oral, dentro de los tres días de la notificación 
del auto que manda elevar los autos a la Cámara, podrá 
ofrecer nuevas pruebas (art. 267 cód. cit.). 

Al apelar, expresará concretamente cuál es el agravio que 
le causa la sentencia (art. 297 C. P. P.), porque el pronun-
ciamiento de primera instancia no podrá modificarse en sentido 
desfavorable al procesado, si el fiscal no hubiese apelado en 
el acto de la notificación de la sentencia o dentro de las vein-
ticuatro horas siguientes en el caso de "consulta", o en el de 
tres días en el recurso de apelación (arts. 310 y 296 id.). 

Si un defensor pidiese el sobreseimiento en causa segui-
da contra varios procesados, el Agente Fiscal deberá expe-
dirse sobre la procedencia del mismo respecto a todos (ar-
tículo 386 C. P. P.). Anteriormente hemos explicado el me-
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canismo del sobreseimiento por acuerdo de fiscales, por lo 
que nos remitimos a dicho desarrollo ( 8 ) . 

En el PROCEDIMIENTO DE HABEAS CORPUS no se le corre-
rá vista, bastando con que sea notificado de las resoluciones 
que se dicten para colocarlo en condiciones de deducir los 
recursos legales (art. 427 Cód. cit.). Si el juez o tribunal 
revoca la orden de detención o manda subsanar los defec-
tos, ordenará —si procediere— pasen los antecedentes al 
Agente Fiscal, quien estará obligado a deducir querella con-
tra el autor del abuso dentro del término de diez días para 
hacer efectiva su responsabilidad (art. 429 id.), incurrien-
do, en caso de omisión, en una multa de 500 pesos y suspen-
sión en el cargo por sesenta días (art. 430 id.). 

Debe recordarse, finalmente, que el Agente Fiscal es el 
encargado de PROMOVER LA EJECUCIÓN de las fianzas (art. 19 
y conc. ley 4.372) y de las costas (arts. 7 y conc, ley 4.552) ( 9 ) . 

En MATERIA PENAL los representantes del Ministerio Fis-
cal pueden ser RECUSADOS por las mismas causales que la ley 
establece para los jueces (arts. 21, 22 y 24 del C. P. P.). De-
berán, asimismo, manifestar ante el juez o tribunal que co-
nozca en el proceso los motivos de EXCUSACIÓN que tuviesen 
(art. 24 cit.,) El tema de la recusabilidad del Fiscal se vincu-
la con la difícil cuestión de establecer su situación en el pro-
ceso penal, investigación que la índole de este trabajo impide 
abordar. Empero, puede señalarse que si se lo considera "par-
te" en el sentido de quien defiende su propio interés en el 
proceso, el Ministerio Fiscal no sería recusable. Por lo tanto, 
la inclusión de dicha posibilidad de recusación en nuestro 
ordenamiento jurídico positivo constituye un sólido argumen-
to en favor de aquellos que los consideran como una "parte 
imparcial" o "parte artificial". (10). 

Otra es la situación en el ORDEN CIVIL donde los funcio-
narios del Ministerio Público NO PUEDEN SER RECUSADOS, aun-
que tienen la obligación de manifestar los motivos legítimos 
de excusación que tuviesen al juez o tribunal, el que podrá 
separarlos de la causa dando intervención al subrogante legal 
(art. 33 del Código Procesal). Pareciera que se reconoce así 
el carácter de "parte legítima" que el Ministerio Público tiene, 
en general, en el proceso civil, bien que con los diversos gra-

(8 ) V . Capitulo I I , N« 8; v. as imismo el t r a b a j o de Mercader citado 
en nota N» 7. 

(9 ) V, en el ApSndice l a Resolución del Procurador Genera l recomen-
dando a los Agentes F i s c a l e s el cumplimiento de estas obliga-
ciones. 

(10) Vélez Mariconde, op. ci t , voL I I , págs . 297-8; Carnelutt i , "S i s te -
m a . . . " , t . I , pág . 388; t . I I , págs . 58-59 y 269-272. 
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dos que caracterizan su intervención según la índole del inte-
rés tutelado (1:L). Sin embargo, la sujeción al principio de 
legalidad que debe determinar la actuación del Ministerio Pú-
blico en todas sus ramas, es el fundamento de la obligación 
de manifestar los motivos de excusación que impidiesen cum-
plir de tal manera sus funciones ( 1 2) . 

El Ministerio Fiscal tiene variadas atribuciones en MA-
TERIA CIVIL. Entre otras, podemos mencionar la facultad de 
demandar "en el interés de la moral o de la ley" la declara-
ción de NULIDAD DE LOS ACTOS JURÍDICOS cuando ésta sea abso-
luta (art. 1.047 del Código Civil). En el ORDEN MATRIMONIAL 
puede formular oposición a que el mismo se celebre cuando 
tenga conocimiento de la existencia de impedimentos (arts. 9 
y 21, inciso 4?, ley 2.393), y demandar su nulidad (art. 85, 
inciso 2°, id.). Tiene también a su cargo el pedido de apli-
cación de las sanciones previstas por los artículos 107, 108 y 
110 de la ley de matrimonio civil (art. 111 id). 

En el juicio de DECLARACIÓN DE AUSENCIA es parte nece-
saria el Ministerio Público (art. 18, ley 14.394). 

Tiene, asimismo, intervención en el PROCEDIMIENTO DESTI-
NADO A MODIFICAR LAS INSCRIPCIONES de los libros del Registro 
del Estado Civil y Capacidad de las Personas (art. 71, segun-
da parte, decreto ley 8.204|63). 

En MATERIA CONCURSAL, debe darse vista al Agente Fis-
cal en el procedimiento de REHABILITACIÓN del fallido (artícu-
lo 254, segunda parte, decreto ley 19.551) ( 1 3 b l 3) . 

E N EL PROCESO CIVIL Y COMERCIAL, los integrantes del Mi-
nisterio Público están sometidos a las reglas comunes sobre 
PLAZOS, debiendo expedirse y ejercer sus derechos dentro de 
los mismos que, en la economía del Código, son perento-
rios ( artículos 155 y 159 del Código Procesal). 

E n l o s JUICIOS DE DIVORCIO Y NULIDAD DE MATRIMONIO, e l 
Ministerio Público debe ser citado a la audiencia designada 
para avenir a las partes en cuestiones relacionadas con la te-
nencia de hijos, régimen de visitas y atribución del hogar con-
yugal (art. 34, inc. 1", segunda parte, Cód. cit.). En esta 
clase de juicios se dará vista a los representantes del Minis-
terio Público: 1) luego de contestada la demanda o recon-
vención; 2) una vez vencido el plazo de presentación de los 
alegatos; 3) cuando se planteare alguna cuestión vinculada 

(11) V . Capítulo I I N? 10. 
(12) E n el derecho Italiano los miembros; del Ministerio Público no 

pueden ser recusados en el proceso civil, salvo que actúen como 
" p a r t e pr incipal" . Tienen sin embargo el derecho y la obligación 
de abstenerse : V. Carnelutt i : " S i s t e m a . . . " , t . I I , págs . 26ÍI y ss . 

(12 bis) E l art . 282 ( ley cit . ) permite al Síndico requerir la colabora-
ción del Agente F i s c a l para l a realización do actos f u e r a de su 
jurisdicción* 
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con la representación que ejercen, caso en que la vista será 
conferida por resolución fundada del juez (art, 151, id.). 

Estos funcionarios judiciales QUEDAN NOTIFICADOS E L DÍA 
DE RECEPCIÓN DEL EXPEDIENTE EN su DESPACHO, debiendo de-
volverlo dentro de las 24 horas, bajo apercibimiento de las 
medidas disciplinarias a que hubiere lugar (art. 135 ord. cit.). 

Es deber de los representantes del Ministerio Público Fis-
cal promover la EJECUCIÓN DE LAS MULTAS impuestas como-
correcciones disciplinarias, hasta tanto la Suprema Corte de 
Justicia determine quiénes serán los funcionarios encargados 
de promover dicha ejecución. La omisión en deducirla den-
tro de los treinta días, la demora en su trámite o el abandono 
injustificado de éste, será considerado falta grave para el fun-
cionario responsable de este incumplimiento (art. 35, inc. 3°, 
del mismo Código). ( 1 3 ) . 

En cuanto al PROCESO SUCESORIO, la intervención del Mi-
nisterio Público cesará una vez aprobado el testamento, dic-
tada la declaratoria de herederos o reputada vacante la he-
rencia (art. 728, inciso l9 , id.). 

Otras intervenciones del Ministerio Público la constitu-
yen la expedición de SEGUNDA COPIA DE ESCRITURA PÚBLICA 
cuando no es posible la citación de quienes han participado' 
en ella (art. 816 Cód. cit.), como así las ACTUACIONES PRO-
MOVIDAS PARA ACORDAR AUTENTICIDAD o relevancia a hechos 
o situaciones que puedan producir efectos jurídicos (art. 823, 
inciso 2<?, id.). 

En la tramitación de EXHORTOS, sólo se le conferirá vista 
si del texto de la rogatoria resultare o en el curso del pro-
cedimiento apareciere manifiestamente afectada la competen-
cia del tribunal exhortado (art. 9 de la ley 7.109). 

3 ASESORES DE INCAPACES 

El art, 79 de la Ley Orgánica establece que corresponde-
a estos funcionarios: 

a ) INTERVENIR EN TODO ASUNTO JUDICIAL QUE INTERESE A 
LA PERSONA O BIENES DE LOS INCAPACES; 

b) PETICIONAR EN NOMBRE DE ELLOS, de propia iniciativa, 
cuando carezcan de representante o exista, entre éste y el in-
capaz, conflicto personal u oposición de intereses; 

(13) "V. en el Apgndice las Resoluciones del Procurador General de 
noviembre y diciembre de 1974 por l a aue sol ici ta a los agentes-, 
f i sca les el puntual cumplimiento de ta les obligaciones. 
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c) ASUMIR EL ROL DE PARTE EN JUICIO, representando pro-
miscuamente a los incapaces; 

d ) EJERCER LAS FUNCIONES QUE LAS LEYES LES ASIGNEN, 
FUERA DE SU ACTUACION JUDICIAL. 

Esta intervención necesaria del Ministerio Público es pres-
cripta por el art. 59 del Código Civil, que le asigna el rol de 
"PARTE LEGÍTIMA Y ESENCIAL" en todo asunto judicial o extra-
judicial, sea de jurisdicción voluntaria o contenciosa, B A J O 
PENA DE NULIDAD DEL ACTO Y DE TODO JUICIO que hubiera lugar 
sin su participación. 

El carácter de parte esencial le ha sido asignado por 
numerosas disposiciones del mismo Código, como, por ejem-
plo, en la solicitud de declaración de demencia (art. 147), 
proceso que puede iniciar (art. 144, inc. 3<?), y en el trámite 
de cesación de la incapacidad (art. 150). También se lo le-
gitima para demandar alimentos en nombre de los hijos me-
nores (arts. 271 y 272); solicitar el nombramiento de curador 
(art. 470); inspeccionar y vigilar el ejercicio de la tutela (ar-
tículo 381), reclamando, a tal efecto, las providencias que 
fueren necesarias al juez de la misma (art. 414), y al tutor, 
la exhibición de las cuentas (art. 459). El propio Código se 
encarga de resumir sus atribuciones en el art. 493, al deter-
minar su intervención en todo acto o pleito sobre tutela y cú-
ratela; en los inventarios de los bienes de los menores e in-
capaces y en las enajenaciones y contratos. A tales efectos, lo 
faculta a deducir las acciones que correspondan a tutores y 
curadores cuando éstos no las ejerciesen; a pedir la remoción 
de dichos representantes por su mala administración "y eje-
cutar todos los actos que correspondan al cuidado que le en-
carga la ley, de velar en el gobierno que los tutores y cura-
dores ejerzan sobre la persona y bienes de los menores e in-
capaccs". Y en el precepto que sigue (494) reitera que son 
nulos todos los actos y contratos en que se interesen las per-
sonas o bienes de los incapaces, si en ellos no hubiese inter-
venido el Ministerio de Menores. 

El Asesor de Incapaces es también parte en el juicio de 
ADOPCIÓN (art. 10, inciso B, decreto ley 19.134), pudiendo re-
querir del juez o tribunal las medidas de prueba e informa-
ciones que estime convenientes (ídem, inciso E). 

Concurre, asimismo, al ejercicio del Patronato del Esta-
do provincial, debiendo atender a la SALUD, SEGURIDAD, EDU-
CACIÓN MORAL E INTELECTUAL DEL MENOR, proveyendo a su 
tutela (art. 4?, ley nacional 10.903). Los menores sobre cuya 
situación se hubiesen dispuesto las medidas autorizadas por 
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esta ley quedan bajo la vigilancia del Ministerio Pupilar, el 
que debe controlar la acción de sus tutores o guardadores e 
inspeccionar, por lo menos cada mes, los establecimientos pri-
vados o públicos (art. 9 ley citada). Para asegurar el cum-
plimiento de esta obligación, el Procurador General de la Su-
prema Corte de Justicia, por Resolución del 18 de febrero 
de 1975, dispuso que los Asesores de Incapaces deberán vi-
sitar, con la asiduidad que las circunstancias requieran, los 
establecimientos oficiales y privados donde se encuentren in-
ternados menores a disposición de los tribunales competentes 
(ver texto en el Apéndice). 

En ejercicio de estas responsabilidades, el Asesor de In-
capaces actúa ante el Tribunal de Menores, según designación 
efectuada por la Suprema Corte de Justicia (art. 2, última 
parte, de la ley 4.664), ejerciendo la defensa del menor que 
carezca de padres o cuando el Tribunal no admita la propues-
ta de defensor, en razón de la presunta incapacidad o indig-
nidad de los padres o del tutor (art. 14 de la misma ley). 

También puede el Ministerio Pupilar, cuando las circuns-
tancias lo legitimen, pedir la DECLARACIÓN DE AUSENCIA y el nom-
bramiento de curador a la persona que hubiera desaparecido 
de su domicilio o residencia sin que de ella se tengan noti-
cias, proceso en el que es parte necesaria el Ministerio Pú-
blico (arts. 15, 17, 18, 19 y conc., ley 14.394). 

E N EL PROCEDIMIENTO CIVIL Y COMERCIAL el Asesor de In-
capaces tiene regulada su actuación en numerosas oportuni-
dades. Así, interviene cuando el juez del domicilio de perso-
nas menores de edad o incapaces, dispone, para la protección 
de éstas, su GUARDA (arts. 234, 235 y 236 del Código Procesal). 

En el proceso de DECLARACIÓN DE INCAPACIDAD y mate-
rias conexas, se le dará vista de la presentación (art. 620 Cód. 
citado), y antes de dictarse sentencia (art. 626 id.), pudien-
do apelar de ella (art. 627, id.) e intervenir en el régimen 
de internación para fiscalizarlo (art. 630, id.). 

Comparecerá en la audiencia del JUICIO DE ALIMENTOS (ar-
tículo 636 C. P. G ) . 

En las SUCESIONES, deberá requerirse su conformidad para 
sustituir el inventario de bienes por una denuncia de los mis-
mos (art. 751, última parte, del C. P. C.) y se expedirá sobre 
la aprobación de la cuenta particionaria (art. 766 id..) 

Interviene en el trámite de AUTORIZACIÓN PARA CONTRAER 
MATRIMONIO de los menores e incapaces (art. 812, primera 
parte, del Código Procesal) y en el NOMBRAMIENTO DE TUTOR 
O CURADOR ( a r t . 8 1 4 , i d . ) . 
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E N MATERIA COMERCIAL, puede solicitar el retiro de la 
autorización otorgada al menor para ejercer el comercio (ar-
tículo 12 Código de Comercio) e interviene en el procedi-
miento concursal toda vez que se trate de incapaces o inhabi-
litados (ver artículos 7, 89 y 109 del decreto ley 19.551). 

Entre las disposiciones que establecen la actuación del 
Asesor de Incapaces en el ámbito del DERECHO DEL TRABAJO, 
podemos recordar que tiene personería para ejecutar y per-
cibir, en su respectiva jurisdicción, los valores destinados a 
ingresar en la Caja de Garantía creada por la ley de acciden-
tes del trabajo (N° 9.688, art. 16). Interviene en el apode-
ramiento que realicen los menores para actuar en juicio labo-
ral (art, 35 ley de Contrato de Trabajo N° 20.744; ver sobre 
este aspecto de la función el art. 818 del Código Procesal), 
y autoriza el trabajo de los menores de 14 años (artículo 206 
de la citada ley N<? 20.744). 

4. DEFENSORES DE POBRES Y AUSENTES 

La Ley Orgánica dedica el Capítulo V a los funciona-
rios del epígrafe, definiéndolos a través de la enumeración 
de sus facultades: 

a) ASESORAN, REPRESENTAN Y DEFIENDEN gratuitamente a 
las personas que carezcan de recursos para ejercer o hacer 
valer sus derechos en juicio (art. 80). Para ello, son a su 
cargo las gestiones necesarias para obtener la CARTA DE POBRE-
ZA (art. 84). 

B ) REPRESENTAN A LAS PERSONAS AUSENTES citadas a juicio 
(artículos 81 y 85). 

c) ASUMEN LA DEFENSA DE TODO ACUSADO, interviniendo 
en el proceso penal, salvo que sea sustituido por un abogado 
de la matrícula; si éste cesare, el Juez le dará nuevamente 
intervención (artículo 85 y 1° del Código de Procedimiento 
Penal). 

Funcionario a sueldo, no percibe honorarios por su ac-
tuación. Dice el art. 86 de la ley orgánica antes citada, que 
cuando prospere la acción deducida y se obtenga condena-
ción en costas, los honorarios que se regulen serán a favor 
del Estado, pudiendo perseguir su cobro. También puede ha-
cerlo en igual situación contra el declarado pobre, que llegara 
a mejorar de fortuna (ídem). 

E N MATERIA CIVIL, pues, el Defensor de Pobres y Ausen-
tes asume la representación y defensa del beneficiario de la 

97 



carta de pobreza, salvo que éste deseare hacerse patrocinar o 
representar por abogado o procurador de la matrícula (art. 85 
del C. P. C. y C.) y tiene a su cargo la representación de 
aquella persona incierta o cuyo domicilio o residencia se ig-
nora, si vencido el plazo de la citación por edictos no com-
pareciera al juicio, debiendo tratar de poner en conocimiento 
del interesado la existencia del juicio y, en su caso, recurrir 
la sentencia (art. 341 Cód. cit.) ( 1 4 ) . 

La última parte del artículo 135 del Código de Procedi-
miento Civil establece que "los funcionarios judiciales queda-
rán notificados el día de la recepción del expediente en su 
despacho". Comprendiendo aquella expresión a los integran-
tes del Ministerio Público, debemos señalar que existe discre-
pancia sobre si dicho beneficio alcanza o no a los Defensores 
de Pobres y Ausentes ( 1 5 ) . 

En el JUICIO EJECUTIVO, si se ignorase el domicilio del 
demandado, se nombrará al Defensor Oficial previa citación 
por edictos que se publicarán una sola vez (art. 529, inci-
so 2?, id.) a quién debe notificársele la sentencia (art, 550). 

En el proceso de DECLARACIÓN DE DEMENCIA, cuando el 
presunto insano careciera de bienes o éstos sólo alcanzaran 
para su subsistencia, se nombrará curador provisional al De-
fensor de Pobres y Ausentes (art. 622, id.), quien podrá ape-
lar de la sentencia (art. 627, id.). 

Del mismo modo, ignorándose el domicilio del propietario 
de un bien al cual se pretende adquirir por USUCAPIÓN, se 
lo citará por edictos; en caso de incomparecencia se le nom-
brará como Defensor al de Ausentes en turno. Este mismo 
funcionario interviene igualmente en la denuncia de HERENCIA 
VACANTE, cesando, cuando la misma es reputada en tal ca-
rácter (art. 768 id.). 

En el proceso de DECLARACIÓN DE AUSENCIA, O en el de 
declaración de ausencia con presunción de fallecimiento (ar-
tículos 634 y 773 del C. P. C.) debe darse intervención al De-
fensor Oficial, prescriben los artículos 18 y 25, respectivamen-
te, de la ley 14.394, el cual será oído antes de dictarse reso-
lución (artículos 19 y 26 de la misma ley). 

(14) L a Resolución General número 3 de la Procuración General de 
la Suprema Corte, del 30-3-1948, que se t ranscr ibe en el Apéndice, 
impone a los Defensores l a obligación de interponer, cuando pro-
ceda, los recursos extraordinarios que autorizan la Constitución 
y leyes procedimentales, salvo cuando l a sentencia definitiva sea 
conf i rmator ia de la de pr imera instancia y no exis ta deseo expreso 
del defendido. 

(15) V . Mor ello y otros, "Códigos Procesa les . . . " t 11-667; Colombo, Car-
los: "Código P r o c e s a l . . . " t . 1-650. 

98 



La intervención de los funcionarios a que nos estamos re-
firiendo se determina por el sistema de turnos judiciales, que 
la Suprema Corte preestablece anualmente. Además, el Alto Tri-
bunal ha dictado la Resolución 642 de 1966 ( 1 6 ) para el De-
partamento Capital, sobre la intervención de los Defensores 
de Pobres y Ausentes en las causas civiles y comerciales ini-
ciadas en esa jurisdicción, quienes son designados para en-
tender en ellas según el procedimiento fijado por la Recepto-
ría General de Expedientes para la radicación de los expe-
dientes en cada juzgado y secretaría. 

Señalemos, finalmente, que la ley 7.967, publicada el 13 
de diciembre de 1972, complementaria del Código Procesal 
Civil ( 1 7 ) establece la intervención necesaria del Defensor de 
Pobres en el procedimiento para la internación y externación 
de personas en los casos previstos en el segundo párrafo del 
artículo 482 del Código Civil. La Suprema Corte, al regla-
mentar el turno de los Jueces o Tribunales Colegiados de Ins-
tancia única, y de los Defensores de Pobres intervinientes en 
esos casos —determinado por la fecha en que la persona cuya 
internación se haya dispuesto, fue efectivamente privada de 
su libertad— ( 1 8 ) prescribió que los magistrados que entiendan 
en esos supuestos deben hacer la inmediata comunicación al 
Defensor, y ha facultado a estos funcionarios del Ministerio 
Público para visitar las dependencias policiales a fin de veri-
ficar la existencia de enfermos detenidos a la espera de ha-
cer efectiva su internación en establecimientos hospitalarios. 

Como antecedente de las disposiciones que terminamos de 
glosar, debemos recordar que el 11 de mayo de 1972, la Pro-
curación General de la Corte había dispuesto la intervención 
de los Asesores de Incapaces para vigilar el cumplimiento opor-
tuno de las externaciones de las personas comprendidas en el 
artículo 482 del Código Civil, en el Hospital Neuropsiquiá-
trico Melchor Romero. La preocupación que allí se reflejaba 
es la misma que anima aquéllas. 

En el PROCEDIMIENTO PENAL, la intervención de los Defenso-
res en los casos a que nos hemos referido al iniciar el presente 
acápite se ordena según tumos determinados por la fecha de 
iniciación del proceso, según lo dispone el Acuerdo N° 1.448, 
del 3 de diciembre de 1963, el cual también establece el pro-

(16) V e r su texto en el apéndice, 
(17) V e r su texto en el apéndice. 
(18) Resolución 568 del 21-8-74, cuyo texto se incluye en el apéndice. 
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cedimiento a seguirse para el caso de su excusación o recu-
sación ( 1 9 ) . 

La importancia de la presencia del Defensor en el proce-
so, deriva en la exigencia de su activa participación desde 
la iniciación del mismo, objetivo a cuyo cumplimiento apunta 
la Resolución de la Suprema Corte número 1.071, del 17 de ju-
lio de 1956 ( 2 0 ) , al establecer que el funcionario policial que 
tenga a su cargo la prevención o instrucción sumariales, de-
berá remitir al Defensor en turno copia del parte preventivo 
por el cual comunica al juez de la causa la comisión del he-
cho delictuoso y en la misma oportunidad en que lo hace 
con este magistrado. 

A partir de allí, el Defensor Oficial, mientras subsista su 
representación, acudirá en el ejercicio de la función a la asis-
tencia del acusado —si éste lo requiriese— en el acto de 
prestar declaración indagatoria en sede judicial (art. 209 del 
Código de Procedimientos Penales) y continuará participando 
en las diversas etapas según prescribe el ritual. Así, concluido 
el sumario podrá solicitar el sobreseimiento de aquél (artícu-
lo 211, Código citado); deberá presentar el escrito de defen-
sa en el término de seis días prorrogables (artículos 220 y 
60, id.), que se computarán según la norma contenida en el 
artículo 65 del mismo Código, o ejercitar ese derecho en el 
juicio oral, en la oportunidad que marca el artículo 279. 

Correspondiéndole vigilar el estricto cumplimiento de las 
disposiciones legales vigentes en favor de sus defendidos, de-
berá deducir los recursos autorizados, incluidos los extraordi-
narios, según lo establece la Resolución General de la Procu-
ración de la Suprema Corte número 3 ( 2 1 ) . Al respecto cabe 
agregar que cuando los expedientes pasen a la Suprema Corte, 
provenientes de otros Departamentos Judiciales que no fuere 
el de la Capital, corresponde que asuma la intervención el 
Defensor de Pobres y Ausentes de esta última jurisdicción que 
se encontrase de turno a la fecha en que la causa respectiva 
se hubiere radicado en aquel Superior Tribunal ( 2 a) . 

Finalmente, el Acuerdo número 1.490, del 10 de diciem-
bre de 1965 ( 2 3) , impone a los Defensores de Pobres y Au-
sentes la obligación de VISITAR LAS CÁRCELES de encausados 
quincenalmente, con el objeto de oir a sus patrocinados, co-
municando inmediatamente al Jefe del Ministerio Público acer-
ca del cumplimiento de esas visitas. La finalidad de la medi-

(19) V é a s e apéndice. 
( 20 ) VSase apéndice. 
(21) Véase supra, nota 14. 
( 22 ) Acuerdo 752 del 12 de agosto de 1924. Ver apéndice, 
(23) Ver apéndice. 
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da —explícita el artículo 12 del mencionado Acuerdo— es 
que las causas de sus defendidos no sufran retardo. 

También es obligatoria la asistencia de dichos funciona-
rios a las visitas trimestrales de cárceles que prescribe el cita-
do instrumento, y que efectúan las Cámaras departamentales 
y los Jueces del fuero penal, con asistencia de los Agentes 
Fiscales. Debe recordarse que el resultado de las visitas prac-
ticadas en estos casos se llevará a conocimiento del Superior 
Tribunal y de la Procuración General. 

La inasistencia injustificada de los representantes del Mi-
nisterio Público al cumplimiento de las referidas obligaciones 
será corregida con las sanciones que enumera el artículo 8"?, 
cuya imposición corresponde al Procurador General. 

5. EL MINISTERIO PUBLICO ANTE LOS TRIBUNALES 
DEL TRABAJO 

El ordenamiento que regula el procedimiento laboral •—de-
creto ley 7.718— dispuso en su artículo 64 derogar el que 
llevaba el número 7.600, salvo en lo dispuesto por la última 
parte de su artículo 65 en cuanto incorpora a la Ley Orgá-
nica los artículos 3°, última parte, 51? y 10 de la ley 5.178. 

De conformidad a lo establecido por este último precepto, 
los distintos miembros del Ministerio Público de los Depar-
tamentos Judiciales actúan en los juicios que se sustancian 
en los tribunales del trabajo con asiento en la ciudad cabecera 
de aquéllos. Los demás tribunales del trabajo cuentan con un 
órgano especial que desempeña conjuntamente las funciones 
correspondientes a los Agentes Fiscales, Asesores de Incapa-
ces y Defensores de Pobres y Ausentes. Cuando, en virtud de 
dicha acumulación de funciones, el encargado del Ministerio 
Público debe representar intereses encontrados, el Tribunal de-
be designar un funcionario "ad hoc" de la lista de abogados 
de la matrícula ( 2 4) . 

En razón de lo dispuesto por el artículo 5? de la ley 5.178 
—también incorporado a la Ley Orgánica—, los miembros del 
Ministerio Público laboral integran el Tribunal del Trabajo 
cuando los restantes Jueces del mismo fuero y localidad se 
encuentren impedidos para reemplazar a alguno de los miem-
bros de aquél, o no hubiese más que un Tribunal en el lu-
gar ( 2 5) . A su vez, el reemplazo del titular del Ministerio Pú-

(34) V . Acuerdo 1293 del 13 de noviembre de 1956, en el Apéndice. 
(25) V. Resoluciones de la Suprema Corte N? 428 del alio 1957 y N» 564 

del lo de junio de 1958, en el Apéndice, 
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blico en razón de intereses encontrados o por integrar el Tri-
bunal, se realiza por la designación de un funcionario "ad 
hoc" sorteado de la lista a que hace referencia el citado ar-
tículo 10 de la ley 5.178. 

Este precepto establece que los miembros del Ministerio 
Público ante los Tribunales del Trabajo deben actuar espe-
cialmente: 

a) én las cuestiones de competencia; 
b) cuando se denuncien violaciones reiteradas a las nor-

mas del trabajo; 
c) en la representación y defensa de los intereses fiscales; 
d) en la representación y defensa de los trabajadores o 

aprendices, menores e incapaces; 
e) en el procedimiento para obtener la declaración judi-

cial de insolvencia patronal (art. 10, inc. D, N" 2, ley 9,688). 

Corresponde añadir a estas funciones, la ya señalada per-
sonería de los Asesores de Incapaces para EJECUTAR Y PERCIBIR 
los valores destinados a ingresar en la Caja de Garantía de 
la ley 9.688 (art. 16 de la misma). 

En otro aspecto de las funciones del Ministerio Público 
laboral es importante destacar que tanto la ley anterior como 
la vigente le otorgan expresamente la FACULTAD DE IMPULSAR 
EL PROCEDIMIENTO (art, 15, ley 5.178, y 11 del dto. ley 7.718). 

Deben, asimismo, AUTORIZAR a los menores adultos que 
no han cumplido 18 años a otorgar mandato para estar en 
juicio (art. 23, segunda parte, del decreto ley 7.718), dispo-
sición que figura actualmente en la Ley de contrato de Traba-
jo (ver art. 35, ley 20.744). Recordemos, igualmente, que se-
gún este último ordenamiento, corresponde al Ministerio Pu-
pilar AUTORIZAR E L TRABAJO DE LOS MENORES, en las circuns-
tancias y condiciones que se establecen (art, 206, ley 20.744). 

Cuando los representantes del Ministerio Público tienen 
intervención en el proceso, ALEGARÁN EN LA VISTA DE CAUSA 
sobre el mérito de la prueba recibida (art. 44, inc. c, decre-
to ley 7.718). 

Finalmente, corresponde al Ministerio Público Fiscal pro-
mover la ejecución de los honorarios de los peritos oficiales y 
de las multas impuestas (art. 62 in fine, decreto ley 7.718). 
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6. EL MINISTERIO PUBLICO ANTE 
LA JUSTICIA DE PAZ 

Está integrado por los AGENTES FISCALES DE P A Z y los 
DEFENSORES DE INCAPACES ANTE LA JUSTICIA DE P A Z (Capítu-
lo IV, ley 5.827). Los primeros ejercen las funciones atribuidas 
a los agentes fiscales de la justicia letrada (art. 90 ley citada), 
mientras que los segundos cumplen las que corresponden a 
los asesores de menores e incapaces de la justicia letrada, en 
lo que les sea aplicable (art. 93, id.) ( 2 6 ) . Unos y otros son 
designados y removidos por el Procurador General de la Su-
prema Corte y duran tres años en sus funciones (artículos 89 
y 92 id.). 

Para ser designado agente fiscal de paz se requiere: a) ser 
ciudadano argentino; b) acreditar buenas condiciones mora-
les e intelectuales; c) tener 25 años de edad; d) tener resi-
dencia inmediata en la Provincia de por lo menos un año (ar-
tículo 88 ley citada). 

Para ser defensores de incapaces se requiere, además de 
las dos primeras condiciones que se exijen para agente fiscal 
(incisos a y b), ser de estado civil casado o viudo y padre 
de familia, tener 50 años de edad como mínimo, y una re-
sidencia en la localidad de, por lo menos, tres años (ar-
tículo 91, id.). 

Ambos funcionarios se encuentran bajo la superintenden-
cia del Procurador General (art. 95, id). Sus cargos son obli-
gatorios y gratuitos, admitiéndose solamente justas causas de 
excusación que la ley enumera y acerca de cuya procedencia 
decide aquél (art. 96, id.). A pesar del carácter de carga pú-
blica que tienen estas funciones, la ley dispone que las Mu-
nicipalidades podrán remunerarlas (art. 97, id.). 

En caso de vacancia, los Jueces de Paz podrán designar 
directamente y con carácter interino o provisorio a las perso-
nas que han de desempeñar las funciones de Agente Fiscal 
y Asesor de Incapaces. Esa facultad surge de lo preceptuado 
por el artículo 70, segunda parte, de la ley 1.853 y de la Re-
solución de la Suprema Corte del 13 de mayo de 1941, re-
caída en expediente S-50.047. 

(26) L a Suprema Corte, por Resolución N» 749/63 dispuso aue en las 
causas correccionaíes en las aue el imputado no designe defensor 
par t i cu lar , la función de éste será desempeñada por los defen-
sores de incapaces . H a . d e recordarse aue el decreto- ley 8067 ( B . 
O. del 22 de mayo de 1972) suprimió el inciso 12 del a r t . 63 aue 
es tablec ía la competencia correccional de los jueces de paz. ( a r t . 
7 ' del mismo) . 
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A P E N D I C E 

LEY 361'?: Sancionada el 2 de setiembre de 1915 (i) 

Forma de intervención del Agente Fiscal y Asesor de Me-
nores. 
Artículo 5"? La forma de intervenir del Agente Fiscal y 

Asesor de Menores, en los asuntos en que sean partes o repre-
sentantes legales, será la mera notificación del auto en que 
se les llame a juicio y de todas las demás resoluciones que se 
dicten, a fin de ponerlos en condición de hacer las gestiones 
y pedimentos que se crean oportunos. 

Se correrá vista a los referidos funcionarios, en los casos 
siguientes: 

1) A los asesores de menores cuando los padres, tutores o 
curadores soliciten autorización para realizar alguno de los 
actos que no puedan ejercitarse sin el1 a. 

2) A los agentes fiscales cuando deban formular acusación. 
3) A unos y otros cuando lo solicitaren, lo que podrán 

hacer en el acto de la notificación. 
Las reglas de este artíctfo son aplicables a los funcionarios 

de los otros departamentos judiciales. 
Art. 6"? Son aplicables a la materia civil y comercial, las 

disposiciones de los artículos 37 y 454 del código de procedi-
miento penal, en toda la Provincia. 

ACORDADA N<? 1020 del 3 de agosto de 1943. 

Qrdem de intervención de log Agentes Fiscales en las causas 
penales (2). 

La Plata, 3 de agosto de 1943. 
Atento a lo pedido, y siendo conveniente reglamentar el 

orden de intervención de los señores Agentes Fiscales en las 
causas penales, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia, 
oído el señor Procurador General y en uso de la facultad 
que le confiere el art. 152 de la Constitución 

(1) Colección completa de Leyes de Buenos Aires por E\ Ke tze lman y 
R . De Souza. T. X I X , págs. 806 y 807. E d . Boucau y Cia. Buenos 
Aires, 1931. 

(2) V. Resolución General N? 5 dictada por el Procurador General el 
4 de junio de 1948. 
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B B S T Í E L V E : 

1? Declarar que tos puntos 2? y 3<? de la Acordada N° 252 (3) 
rigen para la intervención de los señores Agentes Fiscales. 

2? Que en caso de excusación del señor Agente Fiscal, corres-
ponde intervenir al que sigue en orden de turno a la fecha 
en que el señor Juez de la causa admita la excusación. 

3? Comuniqúese y publiques©. 

RESOLUCION GENERAL N<? 3 dictada por el Procurador Ge-
neral el 30 de marzo de 1948. 

Defensores de Pobres y Ausentes: Obligación de interponer 
los recursos extraordinarios que correspondan. 
Siendo obligación primaria de los señores Defensores de 

Pobres y Ausentes, procurar en favor de sus defendidos el 
cumplimiento estricto de las disposiciones legales, deduciendo 
en su favor las reclamaciones y recursos autorizados, esta Pro-
curación General, en uso de las facultades que le confiere el 
art. 180 de la Constitución de la Provincia, resuelve hacerles 
saber: 

Que están obligados a interponer, cuando procedan, los 
recursos extraordinarios que autorizan la Constitución y las 
leyes de procedimientos, ante la Suprema Corte de Justicia, 
excepto cuando la. sentencia defintiva sea confirmatoria de 
la dictada en primera instancia y no exista deseo expreso del 
defendido. 

En el caso de no interponerse un recurso procedente, el 
señor Defensor explicará, sucintamente, los motivos que, a su 
juicio, no lo justifiquen. 

RESOLUCION GENERAL N'.' 5, dictada por el Procurador Ge-
neral el 4 de junio de 1948. 

Actuación del Agente Fiscal que debe acusar cuando su 
colega no ha ejncontrado mérito para hacerlo. 

Evacuando la consulta que formula el señor Agente Fiscal 
del Departamento del Norte, doctor Isaac Bassani, en la causa 
N? 15.019 que se tramita por el Juzgado N<? 2, caratulada "López 
Tomás, acusado de lesiones en San Pedro", sobre la forma en 
que deberá expedirse en casos análogos al planteado en el 
citado expediente, y con el fin de uniformar procedimientos 
en aquellas circunstancias en que la ley no las ha previsto o 
puedan dar lugar a interpretaciones diversas y considerando 
que el Ministerio Público es único y que la división en turnos 
se realiza al solo efecto de la comodidad y distribución equi-
tativa al trabajo de los señores funcionarios que lo integran, 
el suscripto, en uso de las facultades que le son propias, re-

ís) Acuerdo N? 252, punto 2«: "Que tratándose de rei teración de de-
litos, el conocimiento de la causa corresponde al J u e z que estuvo 
en turno en la fecl ia del primero de los del i tos" . 
Punto "Cuando fuese inc ier ta la época de l a comisión del de-
lito, corresponde el conocimiento a l J u e z que estuvo en turno en 
la f e c h a de l a iniciación del sumario" , 
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suelve señalar a los señores Agentes Fiscales, las siguientes 
normas: 

Cuando en una causa se involucren a más de un pro-
cesado, o se diluciden dos o más hechos delictuosos y el señor 
Agente Fiscal interviniente requiera sobreseimiento para uno 
de ellos, elevando la misma, ya sea al señor Fiscal de Cámaras 
o Procurador General y éstos la devuelvan al Juez actuante 
sin adherir a su dictamen, el señor Agente Fiscal designado 
en reemplazo, sólo deberá expedirse con relación al hecho que 
dio motivo al sobreseimiento solicitado por el titular, debiendo 
pasársela nuevamente en vista a éste para qué produzca acu-
sación con respecto a los demás hechos, si es que previamente 
no se hizo mención de hallarse comprendido en la disposición 
de art. 35 del Código de Procedimiento Penal. 

2? Cuando en un proceso se dicte sobreseimiento provisorio 
y el encausado no se conformara con el mismo en virtud de 
,1o que dispone el art. 381 inc. 39 segunda parte del Código de 
Procedimiento Penal, el señor Agente Fiscal deberá solicitar, 
antes de producir acusación contra el imputado, que se sitúe 
a éste en calidad de tal, exigiendo del Juzgado el auto de pri-
sión preventiva que disponen los artículos 210 y 181 del mismo 
Código. 

RESOLUCION N9 1071 de la Suprema Corte de Justicia del 17 
de julio de 1956. 

Normas pai*a la intervención de los Agentes Fiscales y 
Defensores de Pobres y Ausentes durante la instrucción 
de los sumarios penales O). 

Vista la gestión realizada por los señores Agentes Fiscales 
en lo penal de esta Capital, y considerando: 

Que es menester que ios señores Agentes Fiscales y De-
fensores de Pobres tomen una participación más activa en el 
proceso penal, con el objeto de que los miembros del Ministerio 
Público realicen las funciones de contralor y defensa de la 
sociedad que representan; y siendo necesario, para ello, des-
lindar dentro de la estructura del Código de Procedimiento, el 
alcance de tales funciones y la interpretación de las normas 
que las rigen, la Suprema Corte de Justicia, con a sistencia del 
señor Procurador General 

RESUELVE: 
1? Los funcionarios policiales que tengan a su cargo la 

prevención e instrucción de los sumarios, en los que actúen 
por delegación de la justicia en lo penal de la Provincia, remi-
tirán al Agente Fiscal en lo penal y Defensor de Pobres en 
turno, sendas copias del parte preventivo por el que, en la 
actualidad, comunican al juez de la causa la comisión de un 
hecho delictuoso y en la misma oportunidad en que lo hacen 
con este magistrado. Igualmente, harán saber a aquellos fun-

(4 ) V. Resolución del Procurador General del 3 de diciembre de 1973. 
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cionarios las subsiguientes medidas que, del mismo modo, ponen 
en conocimiento del juez de la causa. 

29 En ejercicio de las funciones que el ordenamiento pro-
cesal vigente atribuye a los agentes fiscales en lo penal, podrán 
éstos tomar una intervención directa en la instrucción de los 
sumarios de prevención, fiscalizando las medidas de prueba y 
proponiendo .las conducentes al mejor éxito de Ip, investigación 
que se practique. 

39 Los señores jueces en lo penal o los funcionarios instruc-
tores en su caso, adoptarán las medidas tendientes a facilitar 
esa actuación del representante del Ministerio Público. 

49 Los señores jueces en lo penal deberán hacer saber al 
Agente Fiscal y al Defensor de Pobres, con la debida antici-
pación, te audiencias en las que se recibirá declaración inda-
gatoria judicial al imputado. 

59 Comuniqúese este Acuerdo a las Cámaras y Juzgados 
en lo Penal y a la Jefatura de Policía, solicitándose a esta 
repartición que publique su texto en el Orden del día. 

ACORDADA N<? 1293, del 13 de noviembre de 1956. 

Normas para la Integración de los tribunales del trabajo. 

Vistas ^as diversas consultas sobre el procedimiento a seguir 
para integrar los tribunales del trabajo en caso de impedimento 
de todos sus miembros titulares, y 
CONSIDER AND O: 

Que es conveniente la adopción de normas generales para 
la uniforme y pronta so'ución de las cuestiones que al respecto 
se susciten, con el fin de evitar trámites dilatorios que conspiren 
contra la celeridad procesal. 

Que el cambio de radicación de expedientes, cuando no 
hay en la localidad otro tribunal del fuero, aparece en pugna 
con el propósito legislativo de acercar los órganos de la justicia 
al trabajador .litigante. Resulta de los antecedentes de la ley 
5178, en efecto, que el Poder Ejecutivo proyectó insta1 ar los 
tribunales del trabajo en las ciudades cabeceras de departa-
mentos judicia'es; pero la Legislatura decidió aumentar su 
número y ubicarlos en zonas de densa población obrera, como 
medio de facilitar el acceso a la nueva judicatura (véase Diario 
de Sesiones de la H. Cámara de Diputados de la Provincia, 15 
de octubre de 1947, en especial págs. 2549, 2550, 2556, 2557 y 2563). 

Que interpretando el primitivo art. 5 de la ley 5178, esta 
Corte decidió que integración de un tribunal del trabajo en 
las ciudades donde hubiere más de uno, debía hacerse con 
jueces del mismo fuero y Tugar (25 de julio de 1950) y sólo 
en defecto, de éstos, por acefalía, debía recurrirse a los miembros 
del Ministerio público (19 de agosto de 1950; D. J. B. A., t. X X X , 
pág. 565). 

Que posteriormente la Corte generalizó este procedimiento 
al decidir que "en el supuesto de no haber en la loca1idad 
jueces hábiles del mismo fuero, la integración debe hacerse 
con los miembros del respectivo Ministerio público, aplicando 
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así el principio que establece la ley 3715 para el reempTazo de 
los jueces de primera instancia en los lugares donde existan 
solamente dos"; "criterio abonado •—se agregó—• por la cir-
cunstancia de que los jueces de1, trabajo están equiparados a 
los de primera instancia (art. 4"? de la ley 5178) y por con-
veniencia de que las integraciones se efectúen con funcionarios 
pertenecientes a la misma jurisdicción" (19 de diciembre de 
1950; D. J. B. A., t. X X X H , pág. 98). 

Que este principio de sustitución sucesiva tuvo después san-
ción legislativa, según resulta del respectivo mensaje del Poder 
Ejecutivo (Diario de Sesiones de ]a H. Cámara de Diputados, 
año 1954, pág. 364) al reformarse el art. 5? de la ley 5178 por 
la ley 5764. 

Que en 21 y 28 de agosto ppdo., en consumas del Tribunal 
del Trabajo de Mar del Plata (Exp. 3001-3375, y causa L. 159) 
esta Corte resolvió que en las ciudades cabeceras de depar-
tamentos judiciales, a falta de miembros del Ministerio Público 
Laboral, la integración debía hacerse con los miembros del 
Ministerio Público de los otros fueros. 

Que cuando, cumplido este orden de reemp'azos, no existe 
en la localidad número suficiente de jueces sustitutos para 
integrar el tribunal, razones de economía y celeridad procesal 
aconsejan recurrir a jueces del mismo fuero del tribunal más 
próximo, a fin de e vitar el oneroso desplazamiento de los 
litigantes y testigos trabajadores, con menoscabo de la pro-
ducción en que éstos cooperan y del recordado propósito 
legislativo. 

Que la idea de que el magistrado llamado a integrar el 
tribunal acudiese al asiento de éste, desplazándose de ia sede 
de sus funciones, resulta del propio debate legislativo (ver 
Diario de Sesiones de la H. Cámara de Diputados, año 1947, 
pág. 2567), y no halla impedimento en los principios de lá 
Constitución vigente, art. 154). 

POR ELLO, en ejercicio de las facultades que le confiere 
el art 152 de la Constitución, la Suprema Corte de Justicia de 
la Provincia, con la presencia del señor Procurador General, 

R E S U E L V E : 

1? Cuando un tribunal del trabajo deba ser integrado por 
cualquier causa, en las localidades donde hubiere más de uno, 
lo será con magistrados del mismo fuero; en defecto de éstos, 
con miembros del Ministerio público laboral; y en las ciudades 
cabeceras de departamentos judiciales, con miembros del Mi-
nisterio público de los otros fueros. 

29 Si operadas estas sucesivas sustituciones no hubiera 
número suficiente, la integración se hará, por sorteo, con jueces 
del tribunal del trabajo de la localidad más próxima, siguiendo 
el orden de turno si en el1 a hubiere más de uno. 

3"? Las sustituciones que procediesen en el Ministerio público, 
se harán en la forma que prevé el art. 10 de la ley 5178. 

49 Los gastos que demande el desplazamiento de magis-
trados, serán facilitados por la Dirección de Administración 
del Poder Judicial. 

59 Comuniqúese, y publiquese. 
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RESOLUCION N9 564 de la Suprema Corte de Justicia del 10' 
de junio de 1958. 

Sobre integración de los Tribunales del Trabajo (5). 

Dictamen del Procurador General. 
Según lo ha declarado V. E. en la Acordada N<? 1293 y en 

la Resolución dictada en la causa L - 484, las substituciones 
que por motivo de integración de un tribunal o por cualquier 
otra razón procedieren en el ministerio público del trabajo 
deben hacerse en la forma prevista por el art. 10 de la ley 
5178, modificado por la ley 5764. 

Luego, cuando el titular del ministerio público con asiento 
en ciudades que no sean cabeceras de departamentos judiciales 
deba representar intereses encontrados o integre el tribunal 
y no pueda por ePo desempeñar en la causa las funciones 
de su cargo, lo hará saber al tribunal, quien designará para 
reemplazarlo en la misma a un funcionario "ad hoc" que será 
sorteado de la lista de abogados de la matrícula. 

Esta es, a mi juicio, la respuesta que debe darse a la con-
sulta formulada por el Tribunal del Trabajo de Bragado. — 
La Plata, 30 de abril de 1958. 

R E S O L U C I O N : 

Téngase por resolución el precedente dictamen del señor 
Procurador General. Hágase saber a los Tribunales y Minis-
terios Públicos del Trabajo. 

LEY N? 5874 

Declaraciones patrimoniales de funcionarios públicos y 
miembros de los poderes Legislativos, Ejecutivo y Judicial 
(B. O. 21 de agosto de 1958) (6). 

II — Del emiauccliiilento Ilícito y «le las sanciones 

Art. 79 Salvo prueba en contrario, se presume enriqueci-
miento ilícito todo aumento apreciare de patrimonio que no 
haya sido declarado, o en contravención a lo dispuesto por ..esta 
ley y también el que se obtenga por violación a las leyes de 
incompatibilidades. 

Art. 81? Serán anulables los actos realizados con transgresión 
a lo establecido en el artículo anterior. Sus autores responderán 
en forma personal por los daños que ocasionaren sin perjuicio 
de las sanciones penales que pudieran corresponderles. 

Art. 99 Se exonerará con pública información a quienes: 
a) No probaren el origen lícito de su acrecentamiento 

patrimonial posterior a su declaración primera; 

( 5 ) L a S u p r e m a Corte de J u s t i c i a por R E S O L U C I O N 428/;57 deci-
dió, acogiendo el d ic tamen del P r o c u r a d o r Genera l , que los abo-
gados de l a m a t r í c u l a que desempeñaron func iones de f i s c a l e s 
" a d lioci' a n t e los T r i b u n a l e s del T r a b a j o , debían so l i c i ta r la r e -
gulac ión de sus honorar ios a n t e el T r i b u n a l en el que desempe-
ñaron sus func iones . 

( 6 ) A. D. L . A. X V I I I B - 1 9 5 8 , pág. 1.384. 
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b) Omitieren maliciosamente denunciar en el registro, den-
tro de los plazos obligatorios, el acrecentamiento de su patri-
monio declarado; 

c) Se enriquecieren, directamente o por interpósita persona, 
mediante el ejercicio de su cargo o de la influencia derivada 
del mismo; 

d) Tomaren interés por sí, o por interpósita persona, o 
por acto simulado, en cualquier contrato u operación en que 
intervengan por razón de su cargo. 

RESOLUCION N<? 1081 de 1'a Suprema Corte de Justicia del 11 
de noviembre de 1958. 

Créase el Registro de Declaraciones Patrimoniales de los 
magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial. 

En atención a lo dispuesto por el art. 10 de la ley 5874 la 
Suprema Corte de Justicia, 

R E S U E L V E : 

Artículo 1"? Créase el Registro de Declaraciones Patrimo-
niales de los magistrados, funcionarios y empteados del Poder 
Judicial a que se refiere el art. 19 de la ley 5827 en sus incisos 
19 a 59, 79 y 89. Dependerá del señor Procurador General de 
esta Suprema Corte o de sus reemplazante legal, y será admi-
nistrado por un director con título de contador público. 

Art. 29 Corresponde a ese Registro: 
a) Recibir, protocolizar, custodiar, clasificar, estudiar, fis-

calizar y actualizar las declaraciones juradas —y sus modifi-
caciones— de los magistrados, funcionarios y empleados del 
Poder Judicial; 

b) Requerir las explicaciones o aclaraciones pertinentes, las 
que deberán suministrarse dentro de los quince días hábiles 
de la notificación, bajo el apercibimiento prescripto en el art. 
69 de la ley. En caso de persistir en la demora por igual término 
al determinado en el art. 29 de ella, será de aplicación lo 
dispuesto en el art. 10 de la presente Resolución; 

c) Recibir las denuncias de infracciones y/o violaciones de 
dicha ley 5874 y ponerlas en conocimiento del' señor Procurador 
General a los fines que se expresan en esta resolución; 

d) Informarle a cerca de las demoras en 1a, presentación 
de las declaraciones juradas, sus aclaraciones o modificaciones, 
y de toda otra transgresión de la ley 5874 en que se hubiere 
incurrido; 

e) Poner en conocimiento del mismo, para su resolución, 
el pedido de informe que se formule en los casos del art. 15 
de la ley; 

f ) Formar para cada funcionario o empleado un legajo que 
contendrá su declaración jurada, las sucesivas declaraciones 
que se registraren y todo otra documentación que con él se 
relacione; 

g) Llevar los libros que considere necesarios el señor Pro-
curador General y un fichero índice por orden alfabético de 
los declarantes; 

h) Indicar las medidas necesarias para el normal funcio-
namiento del Registro que no se encuentren previstas en esta 
reglamentación. 
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Art. 3? Las declaraciones juradas deberán ser presentadas 
por los actuales magistrados, funcionarios y empleados dentro 
de los cuarenta y cinco días a contar de la fecha. En cuanto a 
los que se nombren con posterioridad la presentarán antes o 
al tomar posesión de sus cargos. Queda exceptuado de formular 
esa declaración el personal de servicio y maestranza. 

Art. 49 Las declaraciones juradas contendrán: 
a) Lugar, fecha, apellidos y nombres completos; 
b) Cargo, función y repartición en que se desempeñan; 
c) Activo con indicación de origen y rentas. Tratándose 

de integrantes de sociedades o comerciantes podrán admitirse 
ba^nces anuales, con su inventario y cuadro de ganancias y 
pérdidas. Quienes ejerzan profesiones liberales deberán indicar 
estimación aproximada de los créditos a percibir, detallando 
los rubros a que correspondan; 

d) Pasivo detal!ando nombre de acreedores y monto y con-
diciones de la obligación; 

e) Nombre y apellido del cónyuge; bienes y rentas en la 
forma indicada precedentemente. En caso de separación de 
bienes se deberá declarar esta circunstancia; 

f) Nombre de los hijos a su cargo, bienes y rentas en la 
forma indicada anteriormente. 

Art. 59 Las declaraciones juradas y sus aclaraciones debe-
rán ser entregadas en sobre abierto y, con excepción de las 
que hubieran sido otorgadas ante escribano público, serán fir-
madas ante el director del Registro, quien deberá dejar cons-
tancia en eHas acerca de la fecha del acto, identidad del fir-
mante, y de que fue suscripto en su presencia. Los magistrados, 
funcionarios y emp1eados que actúen fuera de la ciudad de 
La Plata, podrán firmar ante el secretario del tribunal, juzgado 
o alcaldía en el que desempeñen sus funciones. Dichos secre-
tarios, a su vez, podrán hacerlo ante cualquier otro de la loca-
lidad o en su defecto ante el juez de paz o alcaMe. En estos 
casos la declaración jurada se devolverá al interesado con 
iguales constancias a las expresadas en el párrafo anterior, 
incumbiendo a él remitirla al director del Registro. En el libro 
respectivo se tomará nota, bajo la firma del interesado, de la 
presentación y devolución de dicho documento y de la fecha 
en que uha y otra tuvieron lugar. 

Art. 69 La Dirección del Registro otorgará recibo de la 
declaración jurada, sus aclaraciones, etc., y cuando no hayan 
sido firmadas ante ella, lo remitirá, para su entrega al intere-
sado, a la secretaría en que fueron presentadas a los efectos 
del artículo anterior. 

Art. 79 Para toda modificación patrimonial posterior a la 
primera declaración, deberá confeccionarse, dentro del término 
fijado en el art. 39 de la ley, nueva declaración jurada, con. 
información circunstanciada, medios probatorios y demás ele-
mentos a que se refiere dicha disposición. Regirán con respecto 
a ellas los arts. 59 y 69. 

Art. 89 La información circunstanciada a que se refiere 
el artículo anterior, consistirá en la indicación del origen de 
los recursos y nombre del transmitente en las adquisiciones a 
título oneroso, y nombre del donante o causante en las a título 
gratuito. 
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Art. 9? En el supuesto del artículo 4<? de la Jey, deberá 
presentarse nueva declaración jurada en la forma indicada en. 
el artículo 4<? de esta resolución, salvo no mediar modificación 
de la existente a la fecha, manifestación que deberá, formularse 
expresamente. No podrá aceptarse la renuncia hasta tanto no 
dé cump'imiento el interesado al extremo indicado. 

Art. 10. Cuando no se hubiere presentado la declaración 
jurada dentro del término establecido en el artículo 2? de la 
ley, o no se formulase denuncia, tratándose del caso previsto 
en el artículo 3? de e^a, en la forma y términos fijados en 
éste, o no se suministraren las aceraciones o explicaciones a 
que se refiere el artículo 2?, inciso "b" de la presente resolución 
dentro de 'os quince días hábiles a que en él se hace referencia, 
el señor Procurador General, después de oír al interesado, ele-
vará e s actuaciones a esta Corte, expresando su opinión sobre 
el particular. El Tribunal dictará resolución dentro de diez días 
y en su caso dispondrá que la sanción se haga efectiva por la 
Dirección de Administración en el sueldo del interesado o por 
la municipa^dad respectiva, tratándose de jueces de paz y al-
caldes, en las sumas que perciben a título de indemnización o 
remuneración y, en su caso, en otros bienes. 

Si 'a demora persiste por igual término al fijado en el ar-
tículo 2? de la ley, término que comenzará a correr desde el 
día siguiente al del vencimiento del anterior, se adoptará igual 
procedimiento; pero en este caso se aplicará otra multa de has-
ta un mes de remuneración y se acordará un nuevo plazo no 
mayor de diez días hábiles para el cumplimiento de la obliga-
ción. E1 vencimiento de él sin haberse modificado la situación, 
determinará, tratándose de magistrado o funcionario judicial 
comprendido en los artículos 60, inciso 29 y 172 de la Constitu-
ción, el pase de las actuaciones al señor Procurador General 
para la correspondiente acusación ante el órgano constitucional 
competente; el enjuiciamiento del juez de paz, conforme a la 
Ley 4.584, a cuyo efecto el señor Procurador General formu'ará 
la correspondiente acusación; y la exoneración del funcionario 
o emp'eado en los demás casos. 

Art. 11. Toda persona capaz podrá presentar denuncia en 
el Registro de Declaraciones Patrimoniales sobre enriquecimien-
to ilícito de funcionarios, en los términos del artículo 7? de la 
Ley 5.874, debiendo concretar los hechos que configuren ese en-
riquecimiento y acompañar u ofrecer la prueba correspondiente. 
Los denunciantes quedan sometidos a las responsabilidades de 
los artículos 109 y 245 del Código Penal. 

Art. 12. Presentada la denuncia contra funcionario o em-
pleado no sometidos a enjuiciamiento mediante procedimiento 
especial según la Constitución, la Dirección del Registro, previa 
ratificación del interesado y comprobación de su identidad, la 
pondrá en conocimiento, del señor Procurador General, el que 
lo elevará a esta Corte con dictamen acerca de si corresponde 
o no darle curso. En caso de decidirse que procede la inicia-
ción del respectivo sumario, la instrucción se hará por inter-
medio ái: la Presidencia del Tribunal o del funcionario que de-
signe. Lo mismo se hará cuando la Dirección del Registro es-
time que existe enriquecimiento ilícito. 

Art. 13. De lo actuado se dará vista al imputado para su 
descargo por el término de diez días hábiles. Si éste lo solicita, 
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se abrirá la causa a prueba por un término no mayor de quin-
ce días hábiles, prorrogables únicamente cuando mediaren cir-
cunstancias de fuerza mayor. Si se tratare de cuestión de puro 
derecho, el Tribunal, previa vista al señor Procurador General, 
dictará, dentro de treinta días, la resolución que corresponda. 
Si ,1a causa se hubiera abierto a prueba, vencido el respectivo 
término se dará vista a los interesados por diez días, precedién-
dose después como en el caso anterior. 

Art. 14. Tratándose de los magistrados o funcionarios a que 
se refieren los artículos 60, inciso 29 y 172 de la Constitución, 
se dispondrá si el señor Procurador General lo estima necesario 
después de oír al interesado, la instrucción del respectivo su-
mario, pero al solo efecto de aclarar la, situación y de que de-
duzca, en su caso, acusación ante quien corresponda. 

Art. 15. Tratándose de jueces de paz, conocerá esta Corte, 
con arreglo a lo dispuesto en los artículos 177 de la Constitu-
ción, 20 de la Ley 5.874 y 19 de la Ley 4.584, de las denuncias 
que formulen los interesados de acuerdo al artículo 11 de esta 
última, y el señor Procurador General, en el caso de considerar 
que existe enriquecimiento ilegítimo. 

Art. 16. El señor Procurador General propondrá para su 
designación al personal que integrará el Registro Patrimonial. 

Art. 17. Mientras no se haya nombrado ese personal, se 
hará cargo como director del Registro Patrimonial el contador 
de esta Corte, don Enrique Alberdi, y el personal a quien se 
encargue la tarea de colaborar con él. 

Art. 18. Regístrese y comuniqúese a quienes corresponda. 

ACORDADA N? 1.424, del 18 de setiembre de 1962. 

Régimem de asistencia, vacaciones y licencias del per -
sonal del Poder Judicial (7) í ' 

En la ciudad de La Plata, a dieciocho días de setiembre de 
mil novecientos sesenta y dos, reunida la Suprema Corte de 
Justicia en Acuerdo Extraordinario, con asistencia del señor Pro-
curador General considerando conveniente para el mejor ser-
vicio público unificar y actualizar las disposiciones reglamen-
tarias sobre asistencia, vacaciones y licencias del personal de 
la administración de justicia, sin perjuicio de conservar aque-
llas normas cuya utilidad ha confirmado la práctica, en uso 
de las atribuciones que le confieren los artículos 152 de la 
Constitución y 31 de la Ley Orgánica del Poder Judicial nú-
mero 5.827, acordó el siguiente: 

B E G M B N D E ASISTENCIA, VACACIONES Y T.ICENCIAS 
D E I P E R S O N A ! . U B I P O D E R J U D I C I A I 

D I S P O S I C I O N E S G E N E R A L E S 

Art. 19 Las disposiciones de este Régimen serán aplicables 
a magistrados, funcionarios, empleados, obreros y demás per-
sonal del Poder Judicial, con las limitaciones enumeradas en 
ios artículos 49 y 66, inciso 29 de la Ley número 5.827. 

( 7 ) V . R e s o l u c i ó n de l a S u p r e m a Corte de J u s t i c i a N? 897, del 24 de 
o c t u b r e de 1973. 
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T I T U L O I 

ASISTENCIA 
C A P I T U L O I 

MAGISTRADOS V FUNCIONARIOS DEII M I N I S T E R I O P U B M C O 

Art. 29 Los jueces civiles y comerciales, penales, de me-
nores, del trabajo, notarial, de paz y alcaldes y titulares del 
ministerio público letrado y de paz, deberán firmar las reso-
luciones de trámite a su cargo y dar audiencia, todos los días 
hábiles. 

Art. 3? En caso de urgencia podrán faltar a sus despachos 
por un término que no exceda de 48 horas, con conocimiento 
de su reemplazante legal y del Presidente de la Suprema Corte 
o Procurador General, en su caso. En los departamentos del 
interior, este aviso lo harán, además, a la presidencia de la 
cámara de apelación respectiva. Igual procedimiento adoptarán 
cuando deban ausentarse del asiento de sus funciones por 
motivos re'acionaclos con el cargo. 

Los reemplazantes legales procederán, sin más trámite, a 
hacerse cargo del respectivo despacho. 

Cuando la ausencia exceda el término de 48 horas, deberán 
solicitar la correspondiente licencia; y si se encontraran impo-
sibilitados de reincorporarse a sus funciones lo harán saber al 
reemplazante legal, quien continuará atendiendo el despacho 
hasta que desaparezca el impedimento o recaiga resolución so-
bre el particular. 

Cuando se ausentaren los presidentes de cámaras del in-
terior, podrán limitarse a dar aviso al Presidente de la Corte, 
en la forma más indicada. 

Art. 49 En los casos en que la Suprema Corte decrete asue-
to judicial, las cámaras, jueces, titulares del ministerio púbTico 
y demás dependencias, dispondrán las medidas que juzguen 
convenientes a fin de establecer las guardias necesarias para 
la atención del público y el cumplimiento de las diligencias 
dispuestas para esa fecha. 

Art. 59 La inasistencia del primer día hábil inmediato a la 
feria judicial será considerada falta grave, salvo que ella sea 
determinada por causas debidamente justificadas. 

Art. 69 La inobservancia de lo dispuesto en los artículos 
precedentes será corregida disciplinariamente. 

C A P I T U L O I I 

S E C R E T A R I O S , D I R E C T O R E S , J E F E S , P E R S O N A I , P R O F E S I O N A L 
S U P E R I O R , ADMINISTRATIVO, TECNICO, D E M A E S T R A N Z A 

Y D E S E R V I C I O 

Art. 79 El personal enumerado en este capítulo está obli-
gado a cumplir estrictamente el horario judicial o a trabajar 
fuera de él cuando así lo ordenare la autoridad superior, del 
tribunal, juzgado, ministerio público u oficina a la que per-
tenezca. 

No podrá negarse a ello, aunque se trate de días inhábiles 
o feriados. Mediando algún impedimento deberá justificarse co-
mo en los casos de inasistencia. 
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Art. 8? Para ausentarse de la oficina por un tiempo deter-
minado o por el resto de la jornada, el personal referido de-
berá obtener autorización del superior. 

Art. 99 Quien se viere impedido de concurrir a sus tareas 
un día determinado por causa justificada, lo hará saber así 
al titular de la oficina o a quien ejerza sobre ella superinten-
dencia, directamente o por intermedio de su superior inme-
diato, dentro de la primera hora de labor, indicando los moti-
vos de la falta. 

Art. 10. Los integrantes del cuerpo de peritosí de la Oficina 
Pericial, médicos departamentales y de menores, visitadores, 
ujieres, oficiales de justicia y notificadores y alguaciles de la 
justicia de paz, estarán obligados a concurrir diariamente, de-
biendo cumplir el horario que fuera necesario o le indiquen 
los jefes de la dependencia respectiva. 

Art. 11. El incumplimiento del horario, la concurrencia con 
retardo, la ausencia o abandono •—sin permiso previo después 
de haber concurrido— o la fa^sa invocación de circunstancias 
que la legitimen, la inasistencia sin aviso o sin licencia reque-
rida, se reputarán fantas de disciplina que serán corregidas con-
forme a las facultades legales, según su gravedad, con: 

a) Apercibimiento. 
b) Reprensión. 
c) Suspensión hasta por cinco días sin sueldo y con obli-

gación de prestar servicio. 
d) Suspensión hasta por sesenta días sin sueldo y con obli-

gación de prestar servicio. 
e) Cesantía. 
Art. 12. Los titeares de las dependencias judiciales adop-

tarán las medidas pertinentes para fiscalizar el cumplimiento 
del horario por parte del personal a sus órdenes. La omis'ón 
de tal obligación se reputará falta y dará motivo a sanciones 
discipHnarias. La Secretaría de Superintendencia de la Supre-
ma Corte anotará en el libro que ordena el artícú'o 31, inciso o) 
de la Ley 5.827 y en los legajos personales respectivos toda san-
ción que se aplique al personal judicial, la que deberá ser com-
putada en supuesto de promociones o ascensos. 

T I T U L O I I 

VACACIONES Y LICENCIAS 
D I S P O S I C I O N E S G E N J E H A I E S 

Art. 13. El personal judicial tendrá derecho a gozar anual-
mente de vacaciones y obtener Ucencias temporales, con arreglo 
a lo que se estatuye en este título. 

Art. 14. Las vacaciones no gozadas voluntariamente no po-
drán acumularse. 

Art. 15. Durante el mes de enero de cada año —feria ju-
dicial— los tribunales, juzgados y dependencias, salvo el servi-
cio de turno, entrarán en vacaciones y tomarán previamente 
las medidas necesarias para que sus respectivas oficinas estén 
habilitadas al público y sus servicios atendidos en debida forma. 
A tal efecto comunicarán al Presidente de la Suprema Corte 
o Procurador General el personal que goce de vacaciones y el 
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que quede afectado a esos fines, que deberá ser el estrictamente 
necesario y distribuirse conforme a las necesidades de la función. 

Este último tendrá derecho al goce de vacaciones equiva-
lente durante el mes de febrero, o en el de marzo, si no se 
resintiera el servicio. 

Art. 16. Los pedidos de licencia deberán ser presentados 
ante quien corresponda jerárquicamente con antelación sufi-
ciente a la fecha que se indique como de iniciación de las 
mismas. 

Art. 17. Las licencias, salvo las determinadas por motivos 
de salud, serán, de carácter excepcional, por causas justificadas 
y debidamente acreditadas y sus plazos se computarán por días 
corridos. 

Art. 18. Los magistrados y miembros del ministerio pú-
bUco que hubieran atendido el servicio de feria, tendrán dere-
cho a una licencia e quivatente con goce de sueldo en el mes 
de febrero, exclusivamente, o, si las exigencias del servicio 
lo permiten, en el mes de marzo. 

Art. 19. No se concederán licencias simultáneamente a 
magistrados, titubares del ministerio público y demás funcio-
narios de un mismo asiento, si no mediaren razones impos-
tergables. 

Art. 20. Los magistrados y funcionarios del ministerio pú-
blico remitarán directamente a quien corresponda, su soHcitud 
de licencia, informando a la Cámara respectiva en los depar-
tamentos del interior y no podrán hacer uso de ellas mientras 
no les haya sido otorgadas, salvo el caso contemplado en el 
art. 3"?. 

Art. 21. Para contraer matrimonio, se otorgará licencia por 
el término de veinte días, debiendo, oportunamente, presentarse 
el respectivo certificado. 

Art. 22. De conformidad con lo dispuesto por el art. 180 
de la Constitución y 76 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
N9 5827, las licencias a funcionarios, empleados y personal de 
servicio del ministerio público •—con goce de sueldo— serán 
resueltas por el Procurador Genera1, el que elevará, en su 
caso, las propuestas de reemplazantes (art. 149, inc. 51? de 
la Constitución y 31 inc. b) de la Ley 5827). 

Art. 23. Excepcionalmente podrá la Suprema Corte, con-
templando el interés del servicio, atender pedidos de licencia 
motivados por invitaciones del gobierno de la Nación, de go-
biernos provinciales o municipios, o de países con los cua'es 
la Nación Argentina mantiene relaciones diplomáticas o los 
que provengan de universidades o instituciones científicas. 

Art. 24. Las solicitudes de licencia deberán ser presentadas 
en la Suprema Corte, a los secretarios; en los juzgados y tri-
bunales, a sus titeares por intermedio de los secretarios, y 
en las demás dependencias a sus respectivos directores o jefes. 

Art. 25. Cuando la licencia deba ser considerada por la 
Suprema Corte, su Presidente o el Procurador General, en la 
nota de elevación se dejará constancia fundada de la conve-
niencia o inconveniencia de su otorgamiento y la fecha en 
que comenzará a gozarse. 

Art. 26. Si la licencia se otorgara sin goce de sueldo o 
con el 50 %, el derecho a proponer reemplazante corresponderá 
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exclusivamente a los jueces o titulares del ministerio público 
de quien dependa el reemplazado. 

Art. 27. Los reemplazantes quedarán sujetos a los mismos 
derechos y obligaciones del titular del empleo. 

Art. 28. Las solicitudes de licencia por razones de salud, 
deberán ser acompañadas por un certificado médico explicativo, 
en la forma que se determina en los títulos I y II. 

Art. 29. La Suprema Corte de Justicia o la Procuración 
General según corresponda, podrá en cualesquiera de los casos 
previstos por razones de salud, convocar una junta médica 
integrada por facultativos oficiales, la que podrá ser integrada 
por un médico a costa del interesado. 

Art. 30. Por razones de maternidad, se concederá licencia 
por un término comprendido 45 días antes y 45 después de 
la fecha del alumbramiento. Asimismo, tendrá derecho a au-
sentarse una hora, diaria durante el horario judicial, como 
madre lactante, por el término de cuatro meses. Kn ambos 
casos, la interesada acompañará a su pedido el correspondiente 
certificado expedido por el facultativo que la asista. 

Art. 31. El personal judicial, sin distinción de jerarquía, 
no gozará de permisos o licencias para desempeñar cargos ex-
traños a la función que tiene asignada, salvo que mediaren 
excepcionales circunstancias de interés general que la Supre-
ma Corte juzgare en cada caso como justificables. 

Art. 32. Todo caso extraordinario de licencia no contem-
plado en los artículos de este título, será resuelto por la Su-
prema Corte. 

Art. 33. Cuando la licencia no exceda de quince días, será 
resuena por el1 presidente de la Suprema Corte (art. 67 inc. 79, 
ley 5827). Por mayor tiempo decidirá la Suprema Corte, facul-
tándose a su titular para acordarlas hasta el primer acuerdo 
que celebre el Tribunali. 

C A P I T U L O I 

MAGISTRADOS Y F U N C I O N A R I O S D E I M I N I S T E R I O P U B L I C O 

Art. 34. Las solicitudes de licencia por razones de salud 
por el término de dos meses, de magistrados y funcionarios 
del ministerio público serán acompañadas por certificado expe-
dido por el facultativo que los asista, y otorgadas con goce 
de sueldo. Si vencido dicho plazo persistiera la causa, el inte-
resado deberá acompañar certificado explicativo del médico 
de tribunales, pudiendo obtener ampliación hasta por cuatro 
meses más. 

Si al término de dicho lapso se viera impedido de reinte-
grarse a sus funciones y su restablecimiento lo requiriera, 
podrá obtener prórroga de la licencia hasta completar los doce 
meses, en períodos de dos. En este caso deberá acompañarse 
diagnóstico médico e historia ciánica, debidamente visado por 
el médico de tribunales. 

Cumplido el año y medio de permiso con goce de sueldo 
y continuando la imposibilidad de reingreso, la licencia se 
concederá por seis meses más. 
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Vencido ese plazo sin que el magistrado o funcionario del 
ministerio público se reintegre a sus funciones, se remitirán 
los antecedentes al Procurador General a los fines del art. 21 
inc. c) de la Ley 4370. 

C A P I T U L O I I 

S E C R E T A R I O S , D I R E C T O R E S , J E F E S , "PERSONAL. P R O F E S I O N A L 
S U P E R I O R , A D M I N I S T R A T I V O , TECNICO, D E M A E S T R A N Z A 

X D E S E R V I C I O 

Art. 35. El personal referido en este artículo tendrá derecho 
a gozar de vacaciones, luego de completar un año de antigüedad 
como servidor del Poder Judicial. 

Art. 36. Los jueces letrados, titulares del ministerio público 
y jueces de paz y alcaldes, podrán conceder licencia por causa 
admisible y por una sola vez en el año, hasta por el término 
de cinco días al personal a sus órdenes. Si excediera ese término, 
deberá elevar el pedido a quien corresponda. 

Art. 37. A los que fueren llamados a estar bajo bandera 
o a reincorporararse a las fuerzas armadas, se les concederá 
licencia mientras dure su incorporación. El conscripto tendrá 
derecho_al 50 % de su sueldo. 

Art. 38. En las oportunidades del artículo anterior se 
designará reemplazante, a quien corresponderá el, 50 % del 
sueldo del titular. 

Art. 39. Al presentar la solicitud de licencia, el interesado 
acompañará la respectiva/ documentación. 

En oportunidad de su reingreso al Poder Judicial exhibirá 
la libreta de enrolamiento con la constancia del licénciamiento 
por parte de la autoridad pertinente. 

Una vez dado de baja, el personal tendrá derecho a gozar 
de una licencia de quince días, en las mismas condiciones del 
art. 37, la que comenzará a computarse al día siguiente de su 
baja. 

Art. 40. Para rendir examen de alguna asignatura de estu-
dios secundarios o universitarios, el personal podrá solicitar 
licencia con goce de sueldo hasta por el término de tres días 
incluyendo el del examen, en cada caso y hasta un máximo 
de 15 días en el año. Este término se computará en la forma 
prevista en el art. 17. 

Al reincorporarse, el personal presentará el respectivo com-
probante o certificado expedido por la institución corespon-
diente. En caso contrario, se ordenará el descuento respectivo 
de sus haberes y no podrá gozar de licencias posteriores por 
igual motivo, por el término de un año. 

Art. 41. Las solicitudes de licencia por enfermedad con 
goce de sueldo y por un término que no exceda de dos meses, 
serán acompañadas por certificado expedido por médico de 
tribunales y, donde no ,1o hubiere, por cualquier médico oficial. 

Vencido dicho plazo y justificada la necesidad de una 
prórroga, podrá obtenerse ampliación por cuatro meses más, 
debiendo en este caso acompañarse diagnóstico médico e historia 
clínica, debidamente visado por médico oficial. 

Cumplidos los seis meses, persistiendo la causal y si su 
restablecimiento así lo requiere, podrá completarse el año de 
permiso, en períodos de tres, debiendo justificarse en la forma 
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prescripta en el párrafo anterior. Continuando la imposibilidad 
del reingreso, la licencia se concederá por un año más en 
períodos de seis meses. Si luego de transcurrido este último 
plazo no fuese posib'e la reasunción del puesto, la Suprema 
Corte decretará la cesantía del solicitante. 

DISPOSICIONES TJÍANSTTOHIAS 

Art. 42. El presente régimen entrará en vigencia el primero 
de noviembre de 1962. 

Art. 43. Derógase todas las acordadas que se opongan a 
la presente. 

Art. 44. Las Cámaras de apelación de la Provincia dictarán 
sus respectivos reglamentos de acuerdo con los lineamientos 
generales del presente. 

RESOLUCION N? 483 de la Suprema Corte de Justicia del 13 
de agosto de 1963. 
FISCAT.ES DE CAMARA. Recursos ante la Alzada, en de-
partamentos donde lio exista Fiscal de Cámara. 
Deberá actuar el Agente Fiscal. 

La Plata, 13 de agosto de 1963. 
Visto lo solicitado y los fundamentos aducidos por el señor 

Procurador General, la Suprema Corte de Justicia, en uso de 
las atribuciones que le confieren los arts. 152 de la Constitución 
y 31 inc. s) y 76 inc. 13) de la ley 5827, 

R E S U E L V E : 

Que en los departamentos judicia'es donde no exista fiscal 
de cámaras en los casos en que el agente fiscal interviniente 
interpusiera recursos ante la Alzada, deberá actuar en esa 
instancia el agente fiscal que le siga en orden de turno. Por 
impedimento de éste, será reemplazado por el Asesor de Inca-
paces, previa resolución expresa del señor Procurador General. 
El mismo criterio se seguirá en caso de procedimiento oral. 
Cuando el agente fiscal no interpusiera recurso, deberá seguir 
interviniendo en los trámites ante la Cámara, en caso de que 
el proceso sea recurrido por las otras partes. — Regístrese. 

ACORDADA N<? 1444 de la Suprema Corte de Justicia del 17 
de octubre de 1963. 

Régimen de control de despacho de los tribunales de la 
Provincia (8) (9), 

Artícú'o 19 Las funciones de la oficina de estadísticas! de la 
Suprema Corte y de su procuración general estarán a cargo 
de la Secretaría de informaciones de la Suprema Corte. 

( 8 ) V. Acordada N? 1512 del 15 de noviembre de 1966. 
( 9 ) V . Resolución de l a S u p r e m a Corte de J u s t i c i a N? 1019 del 18 de 

d ic iembre de 1973. 
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Art. 29 Las cámaras, tribunales y juzgados y las secretarías 
de la Suprema Corte remitirán mensualmente a la oficina de 
estadísticas de la Suprema Corte de Justicia las plañir as de 
control de despacho, según lo que la presente acordada re-
glamenta. 

Art. 3? Las planil1 as serán remitidas a la oficina de Esta-
dísticas, de modo que sean recibidas dentro de los ocho primeros 
días de cada mes. 

Art. 4"? En las planillas se hará constar, escrito a máquina: 
a) Cámara, tribunal o juzgado, secretaría, nombre de sus 

titulares. 
b) Número de la causa, nombre de las partes, objeto del 

proceso, fecha del llamamiento de autos para sentencia, 
fecha en que consintió, y, en su caso, fecha de la sen-
tencia. 

Art. 59 En l¡as planillas que remitan las Cámaras de apela-
ciones constará, además de los datos mencionados en el art. 49; 

a) Pecha del sorteo, orden en que debe ser estudiada la 
causa por los jueces, fecha de remisión a éstos y fecha 
de devolución al tribunal. 

b) Cuando existan causas en estado de sentencia que no 
hayan sido sorteadas se expresará en la columna de 
observaciones los motivos que han obstado al cumpli-
miento de tal formalidad, como también toda causa que 
explique los motivos de la demora sufrida por un ex-
diente. 

Art. 69 En las planillas que remitan los juzgados penales, 
se hará constar si el procesado se encuentra detenido, fecha 
de la prisión; calificación definitiva del delito, pena impuesta 
o absolución, según el caso. 

Los juzgados de paz remitirán mensualmente una planilla 
en la que conste el estado de los expedientes correccionales, 
según se establece en el apartado precedente. 

Art. 79 En las planillas que remitan los Tribunales del 
trabajo constará además de los datos mencionados en los 
artículos 49 y 59; 

a) Fecha en que quedó trabada la litis. 
b) Fecha en que se designó la audiencia para vista de causa. 
c) Fecha en que se realizó la audiencia para vista de causa. 
d) Si fuere suspendida, nueva fecha designada y motivo 

de la suspensión. 
Art. 89 La presidencia proyectará, teniendo encuenta las 

disposiciones de las leyes naciona^s y provinciales, las planillas 
de control de despacho para los tribunales de menores y deter-
minará la oportunidad en que deban remitirla. 

Art. 99 La procuración general remitirá anualmente a la 
Suprema Corte, en la debida oportunidad, datos estadísticos 
relativos a los asuntos en que intervino durante el año vencido, 
los que serán recogidos en la memoria anual del Poder Judicial. 

Las secretarías de la Suprema Corte de Justicia remitirán 
planillas con los datos que requiera la presidencia de la Supre-
ma Corte. 
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Art. 10. 
a) Las causas serán ordenadas según la fecha en que se 

dictó el llamamiento de autos para sentencia. 
b) Unicamente se incluirán como causas sentenciadas aque-

llas en que el fallo hubiera sido dictado durante el mes 
vencido. 

c) Ninguna causa se eliminará de la planilla sin que en 
la anterior se haya consignado la fecha de su conclusión, 
devolución o elevación, en su caso, al superior que co-
rresponda. 

d) Las causas en estado de sentenciar remitidas ad effec-
tum videndi deben figurar en las planillas con la res-
pectiva aclaración en el casillero de observaciones. 

e) Los tribunales que se encuentran comprendidos en la 
disposición del artículo 1, inciso b) de la ley 3532 harán 
constar en el casillero de observaciones los expedientes 
respecto de los cuajes la Suprema Corte hubiera fijado 
término extraordinario para dictar sentencia, así como 
la fecha de vencimiento de dicho término. Igual cons-
tancia se hará cuando se trate de plazos acordados con 
motivo de recursos de queja. 

f) Cuando el plazo para dictar sentencia se hubiera suspen-
dido en virtud de haberse dictado una medida para 
mejor proveer, ello se hará constar expresando la fecha 
en que fue cumplida. 

g) Las causas acumuladas figurarán en la planilla corres-
pondiente al mes en que se realice la acumu1 ación, 
por separado y con la correspondiente anotación en el 
casillero de observaciones; en adelante figurará sola-
mente la principal. 

Art. 11. Los fiscales de cámaras, los asesores de incapaces, 
los agentes fiscales y los defensores de pobres y ausentes remi-
tirán una planilla mensual con las indicaciones relativas en 
los asuntos en que hayan intervenido durante el¡ mes vencido, 
con expresión de la fecha de ingreso y devolución dejando 
debida constancia de los que queden pendientes de despacho. 

Art. 12. Los jefes de los archivos, los jefes de las oficinas 
de mandamientos y notificaciones y los secretarios de los regis-
tros públicos de comercio, remitirán mensualmente las planillas 
sobre el movimiento habido, con la mayor especificación posible. 

Los registros públicos de comercio remitirán en la primera 
quincena del mes de agosto de cada año, un informe con las 
observaciones que la práctica haya sugerido para la mejor orga-
nización de esas dependencias. 

Art. 13. Las planillas y formularios que remitan los tri-
bunales deberán ser uniformes y ajustarse al modelo que les 
sea suministrado. 

Los datos estadísticos que se remitan en planillas distintas 
a los modelos suministrados se reputarán como no recibidos 
y serán aplicadas las sanciones que establece la presente 
acordada. 

Art. 14. Los secretarios son responsables de la exactitud de 
los datos consignados en las planillas, que certificarán coni su 
firma. 

Art. 15. La inobservancia de esta reglamentación será san-
cionada, según las circunstancias del caso, con apercibimiento, 
suspensión, multa que no excederá de dos mil pesos, o cesantía. 
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Art. 16. Los tribunales deberán exhibir en lugar visible de 
las mesas de entradas, copia de las planillas que mensualmente 
remitan a la Secretaría de informaciones de la Suprema Corte, 
las que al ser sustituidas deberán archivar. 

Las partes o sus letrados o procuradores que adviertan que 
la causa en !>a cual estuvieren interesados no figura en la 
planilla pese a haberse decretado el llamamiento de autos para 
sentencia, podrán formular la correspondiente denuncia a la 
procuración general. Si el interesado lo so'icita, se reservará 
su nombre. La no exhibición de las p^nHas hará incurrir a 
los jueces y secretarios en falta grave. El mismo derecho ten-
drán cuando la causa se encontrara en estado de dictarse la 
providencia de llamamiento de autos y ella no hubiera sido 
dictada. 

Art. 17. Los secretarios de las Cámaras de apelación, Tri-
bunales de trabajo y Juzgados en lo civil y comercial y penal 
comunicarán mensualmente a los respectivos presidente o jue-
ces, y éstos remitirán a la oficina de estadísticas de la Suprema 
Corte para que sean recibidos dentro de los ocho primeros días 
de cada mes, un resumen numérico de los expedientes entrados 
y salidos con especificación de la naturaleza y objeto de cada 
uno de los juicios y el número de !os que quedan o en trami-
tación. La misma obMgación tendrán las receptorías generales 
de expedientes, los juzgados de paz y las alcaldías, pero, respecto 
de los dos últimos, en el resumen numérico se hará solamente 
discriminación entre juicio y oficio cuyo diligenciamiento les 
haya sido encomendado. 

Art. 18. La oficina de estadística tendrá a su cargo: 
a) Proyectar los correspondientes fornicarios, hacerlos im-

primir con la aprobación de la presidencia y remitirlos 
a quien corresponda. 

b) Formar carpetas respecto de cada una de las secretarías 
con las nóminas referentes a los expedientes en estado 
de dictar sentencia y a los movimientos de causas. 

c) Sobre las basesi de dichas nóminas hacer resúmenes que 
permitan rápidamente establecer mes a mes a partir 
de la fecha el número de expedientes en condiciones 
de ser fallados que se encuentren pendientes de senten-
cias y desde cuándo. 

d) Hacer resúmenes, con los datos a que se refieren las 
otras disposiciones que permitan comparar el número 
de expedientes entrados y salidos en los distintos tribu-
nales y oficinas. 

e) Vigilar el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos 
anteriores y poner en conocimiento de la presidencia 
las omisiones o deficiencias en que se incurra sobre el 
particular. 

f ) Hacer mensualmente estadísticas del movimiento de ex-
pedientes y trabajos realizados por esta Suprema Corte. 

g) Realizar las otras tareas que se le encomienden sobre 
la materia de que se trata. 
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Art. 19. Se declaran derogadas lias acordadas números 5 
(art. 29), 108, 130, 148, 267 (arts. 3 a 13), 336, 347, 397, 413, 
414, 478 (arts. 3 a 7), 479 (arts. 1 y 2 en lo relativo a las cons-
tancias en las planillas trimestrales de estadísticas, 5 y 6), 504, 
513, 547, 583, 599 arts. 29 y 3? en lo relativo a las p'anflas 
trimestrales de estadísticas), 600 (art. 4), 735, 1327 y 1397 (art. 
2, inc. e). 

Art. 20. La presente acordada regirá desde el 19 de enero 
de 1964. 

ACORDADA N? 1448, del 3 de diciembre de 1963. 

Defensores de Pobres y Ausentes. Determinación del turno 
en causas penales. Excusaciones (io) (ii), 

La Plata, 3 diciembre de 1963. 
Vista la presentación de los señores defensores de pobres 

y ausentes del departamento judicial La Plata y lo dictaminado 
por el señor Procurador General, la Suprema Corte de Justicia, 
en uso de sus atribuciones, 

R E S U E L V E : 
19 El turno de los señores defensores de pobres y ausentes 

se determinará, en las causas penales, por la fecha de iniciación 
del proceso. Igual procedimiento se adoptará en caso de re-
nuncia del defensor o defensores partí cu'ares y cuando el ex-
pediente pase de un departamento a otro. 

29 La regla del artículo anterior regirá también en caso 
de acumulación de causas, tomándose por base la más antigua. 
Si con anterioridad a la acumulación hubiere asumido inter-
vención en alguna de e^as un defensor de pobres y ausentes, 
éste continuará, en el ejercicio de su ministerio con prescin-
dencia de la norma general estab'ecida. 

39 En las causas incoadas contra varios prevenidos, si me-
diare incompatibilidad en la defensa de todos ellos por parte 
de un mismo defensor, aquel a quien le corresponda intervenir 
con arreglo a los artículos anteriores deberá asumir la defensa 
del procesado cuya causa se inició primeramente, como asimis-
mo las demás defensas que no sean incompatibles con ella, 
excusándose respecto de las restantes. 

49 Aceptada la excusación o recusación de un defensor de 
pobres y ausentes; será reemplazado por el que le siga en orden 
de tumo, cualquiera sea 'a fecha de la iniciación del proceso. 

59 Esta resolución regirá con relación a las causas que se 
inicien a partir del 1/II/64. Deróganse las Acordadas 752, 921 
y 923. 

( 1 0 ) ACORDADA Ne 752, del 12 de agos to de 1924, 
Tuvim tle los Defensores (W> Pobres y Ausentes. 
A r t . 2? Cuando los expedientes pasen de un D e p a r t a m e n t o de c a m -
p a ñ a a l a S u p r e m a Corte, le corresponderá i n t e r v e n i r a l D e f e n s o r 
de P o b r e s y A u s e n t e s de l a C a p i t a l que s e e n c o n t r a s e de t u r n o 
en l a fec l ia en que l a c a u s a r e s p e c t i v a t u v i e r e e n t r a d a en l a Su-
p r e m a Corte , 

( 1 1 ) V e r Reso luc ión de l a S u p r e m a Corte de J u s t i c i a N» 642 del 4 de 
a g o s t o de 1966. 
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ACORDARA N? 1490 de la Suprema Corte de Justicia del 7 de 
diciembre de 1965. 

Estableciendo el régimen de visitas a las cárceles de en-
causados. 

En la ciudad de La Plata a los siete días del mes de 
diciembre de mil novecientos sesenta y cinco, reunidos los seño-
res jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo extra-
ordinario, con asistencia del señor Procurador General y en 
ejercicio de las facultades conferidas por el art. 152 de la 
Constitución de la Provincia, dispus'eron actualizar las acor-
dadas y resoluciones dictadas acerca de las visitas por las 
cámaras de apelación, de los señores jueces en lo penal y 
defensores de pobres y ausentes, a las cárceles de encausados, 
en los siguientes términos. 

1"? Que se practiquen visitas trimestrales a las cárce1es de 
encausados de la provincia a fin de conocer los reclamos o 
quejas que formulen los detenidos sobre el estado de los pro-
cesos. 

21? Estas visitas se practicarán en el departamento La Plata 
por la cámara tercera, de apelación en lo penal y en los demás 
departamentos judiciales por la cámara de apelación respec-
tiva. La asistencia de los señores presidentes de las cámaras 
a Tas visitas es obligatoria, mientras que la concurrencia de 
los señores camaristas es facultativa. 

3<? Que a dichas visitas asistan ios señores jueces en lo 
penal y correccional con sus secretarios, los representantes del 
ministerio fiscal y los defensores de pobres, debiendo estos 
funcionarios suministrar, en el ac.to de la visita a los .miembros 
de la cámara de apelación, los datos y noticias que se les soli-
citen sobre las causas que se hallen a su despacho. 

49 Los señores presidentes de las cámaras deberán requerir, 
con la debida anticipación a la fecha de la visita, al señor di-
rector de Estab^cimientos Penales la nómina de los1 detenidos 
en las respectivas cárceles que deseen presentarse, la que pon-
drán en conocimiento de los señores jueces y miembros de los 
ministerios públicos en la parte que a éstos corresponda. 

Las secretarías de las cámaras y de los juzgados de primera 
instancia llevarán, en oportunidad de la visita, un estado de las 
causas respectivas de la nómina que se hallaren a despacho, 
con designación del nombre del procesado, fecha en que se cons-
tituyó en prisión preventiva, persona del defensor y fecha del 
último trámite. Con estos requisitos deberán formarse legajos 
que comprendan la visita de cada trimestre. 

59 Que los directores o alcaides de las cárceles en las que 
practiquen la visita, informen en ese acto al tribunal, acerca 
del juzgado o autoridad a cuya disposición se encuentre el de-
tenido o detenidos, la fecha de su entrada en detención o pri-
sión y el comportamiento o conduclu, oliscrvada por el encau-
sado en el lugar o establecimiento en que halle recluido. 

69 Que a los fines pertinentes, las cámaras de apelación 
harán saber a la Suprema Corte y a la Procuración General el 
resultado de la visita efectuada, como así el nombre de los ma-
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gistrados y funcionarios asistentes. Pondrán igualmente en co-
nocimiento de este Tribunal el atraso o atrasos verificados en 
el trámite de los procesos. 

7<? Si en el acto de la visita se expusieren reclamos o que-
jas por parte de los detenidos acerca de procedimientos en. 
causa que se halle pendiente ante la Suprema Corte, la cámara 
lo hará saber así a ésta, con las demás noticias que estimare 
del caso. A su vez, el Superior Tribunal pondrá en conocimien-
to del Poder Ejecutivo los reclamos de los detenidos sobre el 
estado higiénico de los establecimientos carcelarios y sobre todo 
aquello referente a la salud y al régimen interno de los reclui-
dos, como así también las informaciones que consideran per-
tinentes. 

3? Que se haga saber a los señores jueces y agentes fiscales 
en lo penai, a los defensores de pobres y a los secretarios, que 
la asistencia a las visitas trimestrales es obligatoria, debiendo 
justificar ante la cámara su inasistencia. La ausencia injustifi-
cada será corregida con un llamado de atención o apercibimien-
to; y en caso de reiteración con una multa de 500 pesos moneda 
nacional; a cuyo efecto la cámara dará cuenta a la Suprema 
Corte de quién o quienes son los magistrados o funcionarios 
que han incurrido en la expresada falta o a la Procuración 
General cuando la inasistencia sea de miembro o miembros 
del ministerio público. 

99 Que las cámaras de apelación establezcan las fechas en 
que se han de practicar las visitas dentro del plazo fijado en 
este acuerdo y la forma en que se han de llevar por las secre-
tarías de primera y segunda instancia la anotación necesaria, 
para el acto de la visita y para consignar el resultado de la 
misma, pudiendo reglamentar los puntos accesorios que consi-
deren conveniente para la mejor aplicación de esta acordada. 
Pondrán asimismo en conocimiento de los señores presidentes 
de los respectivos colegios de abogados departamentales, las 
fechas fijadas para las visitas, a fin de que éste o un miembro 
de la comisión directiva que, como representante pueda con-
currir a las mismas, si lo estimaren conveniente. 

10. Que con arreglo a lo establecido precedentemente, las 
respectivas cámaras de apelación, efectuarán semestralmente 
visitas, a los fines señalados en el artículo 1<? a los estableci-
mientos donde se encuentren detenidos menores de edad bajo 
proceso a disposición de los tribunales de menores, con asisten-
cia de los titulares de estos tribunales, sus secretarios y el ase-
sor de incapaces interviniente en los mismos. 

11. Los señores jueces en lo penal visitarán mensualmente 
a los procesados detenidos a fin de escuchar a los mismos y 
verificar si son debidamente atendidos por sus defensores. Del 
resultado de la visita deberán dar cuenta inmediata a la Su-
prema Corte y si existieran quejas relativas a la actuación de 
los señolees miembros del ministerio público las harán saber a 
la Procuración General. 

12. Los señores defensores de pobres y ausentes deberán 
concurrir quincenalmente a las! cárceles de encausados, con el 
objeto de oír a sus patrocinados, debiendo procurar que las 
causas de éstos no sufran retardos. Comunicarán de inmediato 
a la Procuración General acerca del cumplimiento de estas vi-
sitas. 
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13. Se declaran derogados los artículos 29 de la acordada 
número 5; 69 y 79 del acuerdo del 11 de setiembre de 1886; 
4"? y 59 del acuerdo del 20 de setiembre de 1902; acordada nú-
mero 354; parte pertinente de la resolución del 31 de marzo 
de 1906; acordada número 476; acuerdo 679 y resolución del 13 
de mayo de 1921; acuerdo 960; acuerdo 1.202 y resolución del 
25 de setiembre de 1953 de la Intervención Federal de este 
Poder. 

Comuniqúese y publíquese. 

RESOLUCION N? 642 de la Suprema Corte de Justicia del 4 de 
agosto de 1966. 

Defensorías de Pobres y Ausentes: determinación del turno 
en causas civiles y comerciales. 

La Plata, 4 de agosto de 1966. 
De conformidad con lo pedido y lo dictaminado por el se-

ñor Procurador General, la Suprema Corte de Justicia, en uso 
de sus atribuciones, 

RESUELVE : 
Que, cuando corresponda la intervención de los señores de-

fensores de pobres y ausentes en causas civiles y comercia''es, 
los señores jueces del departamento La Plata remitan los res-
pectivos expedientes a la Receptoría General de Expedientes, 
quien fijará, con el procedimiento que utiliza para la radica-
ción de juzgado y secretaría, qué funcionario de ese ministerio 
entenderá. 

Regístrese; comuniqúese y agréguese. 

ACORDADA N? 1512 de la Suprema Corte de Justicia del 15 
de noviembre de 1966. 

Control del despacho de la administración de justicia. 
Remisión de planillas al Procurador General (12). 

CONSIDER AND O: 

La conveniencia de facilitar al señor Procurador General 
de la Suprema Cbrte el control del despacho de los magistra-
dos y funcionarios de la administración de justicia, la Supre-
ma Corte, 

R E S U E L V E : 

Art. 19 A los efectos del control del despacho de las cá-
maras, tribunales, jueces, ministerio púWico y demás funcio-
narios del Poder Judicial, las planillas que hasta ahora han 
remitido los mismos a la Secretaría de Informaciones de esta 
Suprema Corte para tal fin, serán enviadas desde el 19 de ene-
ro de 1967, directamente al señor Procurador General de la 
Suprema Corte, en igual forma y oportunidad que se ha venido 
haciendo hasta el presente. 

(12) V e r ResoluciBn de la Suprema Corte de J u s t i c i a N» 1019 del 18 
de diciembre de 1973. 
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Art. 29 El señor Procurador General de la Suprema Corte, 
podrá requerir a todas las cámaras, tribunales, jueces, minis-
terio público y demás funcionarios del Poder Judicial, todos los 
informes que considere necesarios para el control del despa-
cho de los mismos. 

Art. 39 La Secretaría de Informaciones de la Suprema Cor-
te continuará como hasta ahora con la tarea de 1levar la es-
tadística del movimiento de causas, y a los efectos del cum-
plimiento de la presente resolución hará entrega al señor 
Procurador General de la Suprema Corte de todas las plan lias 
y legajos que sobre el control del despacho obren en su poder, 
como así también de las planillas y formularios correspon-
dientes. 

Art. 49 Transcríbase en el libro de acordadas, comuniqúese 
a las cámaras, tribunales, jueces, ministerio público y demás 
funcionarios del Poder Judicial y pub'íquese en el Diario de 
Jurisprudencia de la Provincia de Buenos Aires. 

DECRETO-I,EY N9 7809 del 11 de enero de 1972. (B. O. 21/1/72). 

Estableciendo las facultades del Procurador General como 
Jefe del Ministerio Público y como contralor de los órganos 
judiciales (is). 

Artículo 19 Los jueces de primera instancia y 1os presidentes 
de cámaras de apelación y de tribunales del trabajo deberán 
remitir mensualmente al Procurador General de la Suprema 
Corte de Justicia, una nómina de los expedientes que se en-
cuentran en estado de dictar sentencia, con expresión del nom-
bre de las partes o procesados, de la fecha en que quedó con-
sentido el llamamiento de autos, de la vista de 'a causa, o de 
la ú'tima providencia útil, y, en su caso, del magistrado que 
tuviera la causa a estudio según el orden de sorteo. 

Art. 29 Los funcionarios del Ministerio Público deberán 
remitir mensualmente, al Procurador General de la Suprema 
Corte de Justicia, una nómina detallada de las causas que 
tuvieran pendientes de dictamen, señalando la fecha de recep-
ción de las mismas. 

Art. 39 La emisión reiterada de las disposiciones estab'ecidas 
por ios artículos precedentes, constituirá para los magistrados 
y funcionarios incursos en los mismos, la comisión de falta 
grave. 

Art. 49 En el caso de nombramiento de magistrados men-
cionados en el art. 19, éstos podrán solicitar a la Suprema 
Corte de Justicia, dentro de los 5 días de entrar en posesión 
de sus respectivos cargos, la fijación de un plazo para expedirse 
en las causas que se encontraren demoradas. La misma solicitud, 
en su caso, podrán dirigir al Procurador General de la Suprema 
Corte de Justicia, los funcionarios del Ministerio Público. 

En todas las circunstancias el término acordado será im-
prorroagble, de no mediar razones excepcionales debidamente 
justificadas. 

(13) A . D X A X X X I I - A - 1 9 7 2 págs. 757-758. 
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Art. 5? Sin perjuicio de las disposiciones que contengan 
los respectivos ordenamientos procesales sobre plazos para la 
terminación de las causas, se establecen ^as siguientes normas 
para el mejor desenvolvimiento de la administración de justicia: 

a) El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia 
de oficio, por denuncia de parte interesada, de los abogados 
o procuradores de la misma o de los funcionarios del Ministerio 
Público, podrá solicitar a los magistrados de primera y segunda 
instancia y de los tribunales del trabajo, el pronto despacho 
de las causas que éstos tengan a resoluc'ón, cuando se com-
probaren demoras injustificadas, así como también recabarles 
los informes que estimare convenientes. En el caso de que 
la denuncia procediera de los interesados o de sus profesionales 
asistentes, podrán reservarse sus nombres si así lo sol;citaren. 

b) El Procurador General de la Suprema Corte de Justicia 
estará investido de amplias facu'tades para interponer los 
recursos y quejas pertinentes y, en su caso, promover las accio-
nes para la formación del tribunal de enjuiciamiento cuando 
los jueces mencionados en ,1a presente ley, incurrieran en negli-
gencia manifiesta en el cumplimiento de sus obligaciones. 

c) Los funcionarios del Ministerio Público deberán a justar 
sus actividades a las instrucciones que les imparta el Procu-
rador General de la Suprema Corte de Justicia en su carácter 
de jefe de la institución de acuerdo con las atribuciones confe-
ridas por el art. 180 de 7a Constitución de la Provincia (XVT-B, 
1467) y por los incs. 1, 12 y 13 del art. 76 de la ley 5827 
(XV-B, 1117), constituyendo falta grave para aquéllos el no 
acatamiento de las misma.s. 

Art. 69 Sustitúyese el inc. 8 del art. 76 de la ley 5827 por 
el siguiente: 

8. Controla el estricto cumplimiento de las disposiciones 
complementarias a códigos procesales, referidas a los p'azos 
para la terminación de causas judiciales; pidiendo pronto des-
pacho a los jueces o cámaras de apelación en cualquier clase 
de asunto, por sí o por intermedio de los demás miembros del 
Ministerio Público y deduciendo con facultades amplias y sin 
limitación los recursos y quejas tendientes a obtener una rápida 
administración de justicia, cuando se ha vencido el término 
que la ley procesal fija para dictar sentencia definitiva o in-
terlocutoria. 

Art. 79 Comuniqúese, etc. 

DECRETO-LEY N? 7967 del 22 de noviembre de 1972 (B. O. 
13-XII-72). 

Estableciendo el trámite de cxt'ernaeión de los internada.'? 
en virtud del artículo 483 del Código Civil (14) (is). 

Art. 19 En los casos previstos en el art. 482 del Código 
Civil, segundo párrafo, cuando la policía disponga la interna-
ción de una persona en un hospital neuropsiquiátrico, deberá 

(14) A.D,L.A. X X X I I I - A - 1 9 7 3 , página 919. 
(15) Ver Resolución N« 568 de la Suprema Corte de Jus t i c ia , del 21 

de agosto de 1974. 
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dentro de las 24 horas de realizada ésta, comunicar el hecho 
al juez pertinente. 

Art. 29 Dentro del primer día hábil de efectuada la comu-
nicación a que hace referencia el artículo anterior, la autoridad 
policial deberá poner en conocimiento del director del hospital 
donde se hubiere producido la internación, el Juzgado, Secre-
taría y Defensoría de Pobres y Ausentes a quienes corresponda 
conocer del caso. 

Art. 39 Todo juez que reciba la comunicación a que hace 
referencia el art. 19 deberá, dentro de las 24 horas de producida 
ésta solicitar al director del hospital informe médico pericial 
sobre el internado, el que deberá serle contestado en un lapso 
no mayor de 48 horas de recibido. Dentro de las 24 horas de 
receptado el informe, el juez interviniente deberá expedirse 
confirmando o revocando la internación. 

Art. 49 Cuando a juicio de la Dirección del Hospital donde 
se encuentre internada una persona en las condiciones a que 
hace referencia el art. 482 del Código Civil, segundo párrafo, 
ésta pueda ser externada, comunicará tal hecho al defensor 
de Pobres y Ausentes interviniente, acompañando informe mé-
dico pericial al respecto. 

Árt. 59 El defensor de Pobres y Ausentes interviniente, 
dentro de las 24 horas de recibida la comunicación dispuesta 
por el artículo anterior deberá, adjuntando dicha nota y el 
informe médico pericial, solicitar la pertinente orden de ex-
ternación al juez competente el aue en 24 horas y por provi-
dencia simple ordenará lo que corresponda. 

Art. 69 Dispuesta la externación de inmediato se librará el 
oficio pertinente al director del hospital. 

Será obMgación del defensor de Pobres y Ausentes inter-
viniente hacer llegar este oficio a la Dirección del nosocomio. 

Art. 79 La presente ley se etendrá por complementaria de 
la número 7425, Código Procesal Civil y Comercial (XXVIII-C, 
3960). 

Art. 89 Comuniqúese, etc. 

RESOLUCION N? 897 de la Suprema Corte de Justicia del 24 
de octubre de 1973. 

Creación, organización y régimen de la Sección de Recono-
cimientos Médicos del Poder Judicial. 

CONSIDERANDO la necesidad de instrumentar un servicio 
de reconocimientos médicos que posibilite la confección de un 
legajo clínico al aspirante que ingresa al Poder Judicial, el 
control del ausentismo y el otorgamiento de las licencias por 
enfermedad, vacunaciones u otros medios de carácter profi-
láctico que en ciertos momentos deben aplicarse con carácter 
general; y al mismo tiempo, dotar al personal en horas de 
trabajo de un gabinete anexo, para inyecciones, nebulizaciones, 
control de presión arterial y fisioterapia; y al público, de aten-
ción médica de urgencia, la Suprema Corte de Justicia, en uso 
de sus atribuciones y con asistencia del señor Procurador Ge-
neral, 
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RESUELVE : 
Art. 19 Créase a partir del 19 de diciembre de 1973, la 

Sección de Reconocimientos Médicos del Poder Judicial que de-
penderá de la Secretaría de Superintendencia de la Suprema 
Corte de Justicia. 

Art. 29 La citada Sección estará integrada por profesiona-
les médicos, quienes desempeñarán el cargo de Jefe del Servicio 
en forma rotativa y por el período de dos años. Asimismo de-
berá ser completada la dotación de personal con un enfermero, 
dos administrativos y con un Asistente Social. 

Art. 39 Serán obligaciones de este servicio: 
a) Examen previo de ingreso del personal y confección de 

la respectiva ficha clínica individual con los exámenes 
radiológicos, de laboratorio y catastro torácico (abreu-
gráfico), que se estime indispensables para clasificar a 
los aspirantes. Podrá solicitar a estos fines la colabora-
ción de ios médicos especialistas que prestan funciones 
en la Oficina Pericial de Tribunales, y/o en los Servicios 
oficiales del Ministerio de Bienestar Social de la Pro-
vincia de Buenos Aires. 

b) Aconsejar los días de licencia por enfermedad, comu-
nicando en todos los casos dicha medida dentro de las 
24 horas, a la Secretaría de Superintendencia de la 
Suprema Corte de Justicia para su constancia en el le-
gajo personal, omitiendo formular el diagnóstico, el cual 
quedará asentado y fundado en el legajo clínico en la 
Sección de Reconocimientos Médicos. 

c) En el caso de que la superioridad solicitara el diagnós-
tico de la dolencia que provoca la o las inasistencias 
del agente, el Médico Jefe del Servicio, elevará bajo so-
bre cerrado l,a ficha existente en el Archivo, dando 
igualmente el asesoramiento verbal sobre el tipo de afec-
ción y sus consecuencias laborales. 

d) Llevar el fichero médico de todo el personal mediante 
exámenes clínicos, catastro torácico; exámenes comple-
mentarios biológicos o especializados, que se realizarán 
a su ingreso, periódicamente, en cada reconocimiento 
y/o cuando razones sanitarias así lo dispongan. 

e) Propiciar cambios internos de tareas, funciones o ads-
cripciones temporales, en casos de excepción y cuando 
razones de salud así lo aconsejen. El dictamen con sus 
fundamentos será elevado en todos los casos para re-
solución definitiva a la Excma. Suprema Corte de Jus-
ticia. 

f) Prestar asistencia médica inmediata dentro del horario 
de atención para reconocimientos, sólo en los casos 
de emergencia médica, así como también prestar auxilio 
a los accidentados. 

g) Asesorar a la superioridad sobre medidas de higiene y 
medicina preventiva en defensa de la salud del per-
sonal que, en ciertas circunstancias, le fuera requerido 
y/o en aquellos casos que para su estudio y dictamen 
le sean girados. 
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h ) Propiciar la orientación y educación sanitaria al per-
sonal sobre temas de interés sanitario general en la 
forma que estime más conveniente. 

i) Determinar el grupo sanguíneo de todo el personal, con 
el objeto de formar un centro de dadores de sangre, 
p a r a casos de emergencia o necesidades del personal 
judicial. 

Art. 49 E ' asesoramiento técnico que la Dirección formulará 
a la superioridad, en cuanto se refiera a casos de licencia por 
enfermedad, se instrumentará atendiendo a las siguientes 
pautas: 

a) En todos los casos en que el personal, por ausencia de 
síntomas que impongan reposo en cama, pueda deam-
bular, estará ob'igado a presentarse, el día en que se 
inicia su afección y dentro del horario de labor, al 
consultorio, que funcionará en los locales que a ta1 es 
fines se habfiten. Para ser examinado el agente deberá 
presentar ante la Dirección la correspondiente autori-
zación del titular de la dependencia. 

b) Cuando e1 personal no pueda trasladarse, solicitará •—con 
conocimiento de su superior— a la Secretaría de Super-
intendencia, la presencia del médico, en su domicilio, 
quien deberá expedirse dentro de las 24 horas de reci-
bido el pedido de reconocimiento. 

c) Las inasistencias motivadas por donación de sangre se-
rán justificadas con goce de haberes, siempre que se 
presente la certificación correspondiente extendida por 
establecimiento médico reconocido. 

d) Para consagrarse a la atención de un miembro de su 
grupo familiar (previa declaración jurada sobre los in-
tegrantes del mismo), el agente tendrá derecho, con in-
tervención de un médico de la Sección Reconocimientos, 
a que se le conceda licencia con goce de sueldo hasta 
el término de treinta días anuales, debiendo en todos 
los casos comunicar dicha circunstancia a la superio-
ridad. 

Art. 59 Las solicitudes de reconocimientos médicos de los 
agentes que no hubieran concurrido a sus tareas, que efectúen 
los titulares de las dependencias del Poder Judicial, se canali-
zarán por intermedio de la Secretaria de Superintendencia, 
dentro de las primeras horas de producida la inasistencia. De 
constatarse la ausencia de enfermedad, el agente será pasible 
de la medida disciplinaria que determine la Suprema Corte 
de Justicia. 

Art. 69 El personal integrante de la Sección de Reconoci-
mientos Médicos está obligado a guardar estrictamente el se-
creto profesional. 

Art. 79 El Jefe del Servicio de Reconocimientos Médicos 
propondrá a la Secretaria de Superintendencia el tipo de for-
mularios a emplear que tiendan a facilitar los trámites internos 
y los legajos clínicos respectivos. Arbitrará igualmente los tur-
nos de líos médicos que deban desempeñarse en reconocimientos 
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médicos en consultorio, a domicilio, Ingresos, juntas médicas 
y reexámenes periódicos, así como de aquel1 os facultativos que 
deban efectuar reconocimientos médicos por enfermedad en Jos 
casos de excepción y control, solicitados en la Suprema Corte 
de Justicia y por los señores Magistrados o Jefes de Oficina 
de los departamentos judiciales de Lomas de Zamora, Morón, 
San Isidro, San Martín y La Plata. 

Art. 39 Hasta tanto se designen médicos de reconocimientos 
departamentales, los Médicos Forenses deberán visar consignan-
do día y hora de su pi*esentación, los certificados extendidos a 
los agentes por sus médicos asistenciales, dejando constancia 
del mismo en el legajo clínico que deberán iniciar con motivo 
del ingreso del personal, así como de reexamen que eventual-
mente pudieran practicarse. 

Art. 9"? El Jefe del Servicio será él responsable de las ta-
reas encomendadas, mantendrá la disciplina del personal de la 
oficina y fijará y controlará el cumplimiento de los horarios de 
acuerdo a las funciones que deban desarroPar, ajustándose a 
la Acordada número 1.424/62, en los artículos que no se opon-
gan a lo estipulado en la presente, fiscalizará las inasistencias 
y otorgará las vacaciones correspondientes, en los períodos que 
se fijen. Todo ello con conocimiento de la superioridad. 

Además está ob'igado a conservar en los archivos y fiche-
ros con las medidas de seguridad adecuadas, los legajos médicos 
de todo el personal, así como de todos los informes que se hu-
bieran producido. Será el responsable del material e instrumen-
tal a su cargo, arbitrando los medios de control necesarios para 
su conservación y reposición. 

Fiscalizará el estricto cumpUmiento de ^ s reconocimientos 
médicos solicitados a domicilio o en consultorio, así como de-
terminará la formación de las juntas médicas que sean nece-
sarias de acuerdo a la situac'ón que pudiera plantearse. Deberá 
observar y supervisar el cump'imiento de las tareas de la Sec-
ción Enfermería y Fisioterapia (aplicación de onda corta, ultra-
sonido, infrarrojo, etc.). 

Art. 10. La asistente socia1, efectuará una acción social di-
recta, visitando según el período de inasistencia, los domicilios 
del personal enfermo para procurar una posib'e solución a 
problemas derivados de esta situación c'rcunstancial. Al mismo 
tiempo recogerá el planteamiento de necesidades o deseos del 
personal referente a situaciones de trabajo, mejoramiento de 
las condiciones ambienta'es, i'uminación, ventilación, calefac-
ción, etc., de salud o imprevistas (económicas, familiares, etc.), 
las que será,n pinteadas a.1 médico Jefe de Servicio para su 
resolución conjunta o por intermedio de instancias superiores. 

Art. 11. Las erogaciones referentes a inversiones para el 
equipamiento e mobiliario y posterior funcionamiento del citado 
sedvicio serán atendidos con los créditos presupuestarios fijados 
en el Presupuesto del Poder Judicial. 

Art. 12. Regístrese, comuniqúese y publíquese. 
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RESOLUCION del Procurador General, del 3 de diciembre de 
1973. 
Referentei a la actuación de los Agentes Fiscales en el pro-
ceso percal. 

Tengo el agrado de dirigirme a usted en ejercicio de las 
facultades que me acuerdan los artículos 76, inciso 12 de la 
ley 5.827 y 5, inciso c) de la ley 7.809, solicitándole adopte las 
medidas conducentes a la vigilancia de la sustanciación de las 
causas radicadas ante los Juzgados de Primera Instancia en lo 
Penal, con prescindeaicia del turno asignado y con la finalidad 
de hacer efectiva la obligación establecida por el artículo 78, 
inciso 69 de la ley 5.827. 

Sin perjuicio del examen de las causas el señor Fiscal de-
berá determinar la existencia de demoras en los trámites a 
través de la compulsa de las constancias de los libros de cada 
Secretaría y en su caso, requerir al señor Juez el pronto des-
pacho, en representación de esta Procuración General, según 
lo prescripto por el artículo 76, inciso 89 de la ley 5.827. (Mo-
dificado por la ley 7.809). 

Ruego al señor Fiscal quiera informar a los señores Jueces 
de la misión encomendada, haciéndoles saber que la actuación 
tendrá el sentido de amplia colaboración estando dirigida a 
satisfacer la necesidad de una eficaz actividad jurisdiccional. 

RESOLUCION del Procurador General, del 3 de diciembre de 
1973. 

Obligación d« los magistrados, funcionarios y empleados 
del Poder Judicial de actualizar el estado de su patrimonio. 

Atento a lo informado por el señor Director de Registro 
de Declaraciones Patrimoniales en el sentido de que existe un 
generalizado incumplimiento de la obligación de denunciar las 
modificaciones que sufre el patrimonio por parte de los inte-
grantes del Poder Judical, el suscripto, en ejercicio de las atri-
buciones que le conceden los artículos 49 y 12, inciso b de la 
ley 5.874. 

RESUELVE: 
Art. 19 Recordar a los magistrados, funcionarios y emplea-

dos del Poder Judicial la obligación de denunciar al Registro 
las modificaciones que sufra su patrimonio en los plazos y con-
diciones establecidos por el artículo 39 de la ley 5.874 y 59, 69 
y 79 de la Resolución de la Suprema Corte de Justicia núme-
ro 1.081 del 11 de noviembre de 1958. 

Art. 29 A los efectos de subsanar la deficiencia señalada, 
dispónese que las personas indicadas en el artículo anterior 
deberán actualizar el estado de su patrimonio al 31 de diciem-
bre de 1973, debiendo cumplir con esta obligación antes del 
31 de marzo de 1974, bajo apercibimiento de aplicárseles las 
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sanciones que establecen el artículo 69 de la. ley 5.874 y 10 de 
la referida Resolución número 1.081. 

Art. 3"? Con transcripción de la presente cúrsese circular a 
los distintos órganos a fin de que titulares y empleados de los 
mismos se notifiquen de lo resuelto por el suscripto. 

RESOLUCION* W 1.019 de la Suprema Corte de Justicia, del 
18 de diciembre de 1973. 

Estableciendo que la Procuración General se hará cargo de 
todas las funciones que la Acordada número 1.444 enco-
mendaba a la Oficina de Estadísticas (16), (17). 

VISTOS: 
La conveniencia de reordenar el contralor estadístico del 

movimiento de causas de los distintos órganos judiciales, y la 
necesidad de incorporar a dichas planillas los datos que per-
mitan la confección de un mapa que establezca la correcta 
distribución geográfica de dichos órganos y la formulación de 
los distintos programas del Poder Judicial en vista a su des-
envolvimiento futuro; y 
CONSIDERANDO: 

Que la Procuración de la Suprema Corte de Justicia, en-
cargada por Acuerdo número 1.512 de recibir las planillas rela-
cionadas con el estado de los despachos cuyo contralor la ley 
7.809 atribuye al señor Procurador General, se encuentra en 
condiciones de atender también la recepción de las menciona-
das estadísticas de movimiento de causas y el procesamiento 
de sus datos bajo las directivas técnicas del señor Contador a 
cargo del Registro de Declaraciones Patrimoniales. 

La Suprema Corte de Justicia, con asistencia del señor Pro-
curador General, 

R E S U E L V E : 

Art. 19 La Procuración General de la Suprema Corte de 
Justicia se hará cargo, a partir del 19 de enero de 1974, de las 
funciones que el Acuerdo número 1.444 encomendaba a la Ofi-
cina de Estadísticas. 

Art. 29 Dichas funciones se cumplirán bajo la supervisión 
técnica del señor Director del Registro de Declaraciones Pa-
trimoniales quien proyectará los modelos de planillas estadís-
ticas sobre movimientos de causas incluyendo los datos nece-
sarios para la confección del mapa judicial de ,1a Provincia y 
demás programas del Poder Judicial, efectuando el procesa-
miento de aquéllos. 

Art. 39 A partir de la fecha indicada en el artículo 19, las 
Cámaras, Tribunales y Juzgados de la Provincia remitirán las 
planillas a que se refiere el artículo 17 del Acuerdo número 1.444 
a la Procuración General de la Suprema Corte de Justicia, bajo 
la responsabilidad y sanciones que establecen los artículos 14 
y 15 de dicho ordenamiento. 

Art. 49 Regístrese, comuniqúese y archívese. 

(16) V e r Acordada N» 1512 del 15 de noviembre de 1966. 
(17) Ver Acordada N? 1444 del 17 de octubre de 1963. 
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RESOLUCION del Procurador General del 5 de marzo de 1974. 

Estableciendo que el Fiscal de Cámara del Departamento 
Judicial San Isidro debe expedirse en un juicio de filiación. 

VISTOS: 
Los presentes autos e'evados a esta Procuración General 

por la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de San 
Isidro a raíz de que el señor Fiscal de las Cámaras de dicho 
Departamento Judicial no se ha expedido como se lo soMcitara 
el mencionado Tribunal a fs. 121, donde se le requirió dicta-
minara sobre e,l mérito de la sentencia de fs. 105 y agravios 
de fs. 117, expidiéndose el indicado magistrado con la escueta 
afirmación de que observaba cumplimentadas las formaHdades 
de la instancia y advirtiendo que no existía recurso fiscal (v. 
fs. 123). 
Y CONSIDERANDO: 

Que si bien los Fiscales de Cámara continúan la inter-
vención de los Agentes Fiscales de primera instancia (art. 77 
inc. 19 ley 5827), dicha continuidad no se interrumpe —en el 
fuero civil y comercial— por la faTta de recurso de estos 
funcionarios, desde que en dicho ámbito actúan en cuestiones 
que afectan al orden público, ejerciendo —en la generalidad 
de los casos— un rol de parte conjunta o coadyuvante (o de 
simple "adjunto", según la expresión francesa), siendo su deber, 
como órgano de administración de justicia y representante de 
la ley, ilustrar al sentenciante con su criterio (v. Jofré, Tomás: 
"Manual . . . " 59- ed. anotada por Halperin t. I, pág. 223, sus 
notas; Alsina, H.: "Tratado. . . " ed. t. I, pág. 509). 

Que en el presente juicio de filiación la intervención de 
la indicada rama del Ministerio PúbTco está impuesta por la 
ley (art. 78 inc. 2? ley 5827), debiendo continuarla el señor 
Fiscal de las Cámaras (art. 77 inc. 1<? ord. cit.). 

Por todo ello, el suscripto, en ejercicio de las atribuciones 
que le concede el art. 76 inciso 12 de la ya citada ley orgánica 
del Poder Judicial, 

R E S U E L V E : 
Hacer saber a1 titular de la Fiscalía de Cámaras del De-

partamento Judicial de San Isidro, doctor Jorge René Muñoz, 
que debe expedirse en la forma que se lo requiere la Sala 
Segunda de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial 
de dicho Departamento a fs. 121. Hágase saber a quienes co-
rresponda y fecho, devuélvase la presente causa al Tribunal 
de origen mediante atenta nota. 

RESOLUCION N? 368 de la Suprema Corte de Justicia del 21 
de agosto de 1974. 

Establece normas para agilizar la externación de internados 
en virtud del artículo 482 del Código Civil. 

V I S T A S : 
Las dificultades de orden material que ha originado la 

reforma del art. 482 del Código Civil por el decreto ley 17.711 
en cuanto a la internación de los enfermos a que se refiere 
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el precepto; y las demoras que experimenta la externación 
de dichas personas, a pesar de la sanción de la ley 7967 des-
tinada a agilizarla, cuestiones éstas que han sido puestas de 
manifiesto en numerosas oportunidades, tanto por las autori-
dades hospitalarias, cuanto por los defensores de pobres y 
ausentes, y, 
CONSIDER AND O: 

Que en orden a los problemas relativos a la internación 
de los enfermos comprendidos en el mencionado art. 482 del 
Código Civil es público y notorio que los establecimientos hos-
pitalarios que deben recibirlos tienen su capacidad colmada. 
Ello determina que sus autoridades o bien no accedan a la 
internación inmediata dando una fecha más o menos lejana 
para la misma, lo que provoca la inaceptabe permanencia de 
los enfermos en dependencia poUciales; o que acepten el in-
greso del internado sin contar con la plaza correspondiente, 
lo que les impide brindarle la mínima atención y cuidado que 
debe dispensársele. 

Que con referencia a las demoras que se producen en la 
externación, es preciso señalar que el sistema instrumentado 
por la ley 7967 tropieza con diversos inconvenienes de orden 
práctico. Que uno de el1 os consiste en que las autoridades 
policiales que han dispuesto la internación no cumplen o lo 
hacen en forma incompleta, con la obligación de hacer saber 
al director del hospital, el juzgado, tribunal colegiado de ins-
tancia única, secretaría y defensoría de pobres y ausentes a 
quienes corresponde conocer en el caso, incumplimiento que 
muchas veces se origina en el desconocimiento de los turnos 
judiciales o de la fecha que debe tomarse para establecer el 
órgano competente. 

Que en virtud de dicho incumplimiento tampoco las auto-
ridades hospitalarias pueden dirigirse al defensor de pobres 
y ausentes para que éste pida la externación como lo establece 
el art. 49 de la ley 7967. 

Que asimismo ha de puntualizarse que en muchas oportu-
nidades los jueces y tribunales intervinientes omiten dar inme-
diata intervención al defensor de pobres y ausentes, lo que 
impide a este funcionario tomar conocimiento de las actua-
ciones y dar oportuno cumplimiento a las obligaciones que a 
su respecto establecen los arts. 59 y 69 de la ley 7967. 

Que otra d.e las causas que demora la externación, cuando 
ésta ha sido condicionada a la continuación de un tratamiento 
médico' o a otras circunstancias, radica en que los jueces y 
tribunales ignoran a veces la existencia de familiares o alle-
gados de la persona a externar a quienes pueda confiarse el 
cumplimiento de la condición, por lo que resulta indispensable 
que las autoridades policiales y hospita1 arias al cursar las co-
municaciones que establecen los arts. 19, 29 y 49 de la ley 
7967, hagan constar los nombres y domicilios del enfermo, fa-
miliar o persona que ha pedido la internación o de quien 
pueda hacerse cargo de su atención. 
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Por ello, la Suprema Corte de Justicia, con la asistencia 
del señor Procurador General, 

R E S U E L V E : 

Art. 19 El turno de los Jueces o Tribunales Colegiados de 
Instancia Unica, y de los Defensores de Pobres y Ausentes que 
intervienen en las internaciones dispuestas por la autoridad 
policial en virtud de lo dispuesto por el art. 482 del Código 
Civil reformado por decreto ley 17.711 y lo dispuesto por la 
ley 7967, se determinará por la fecha en que la persona cuya 
internación se haya dispuesto, fue efectivamente privada de 
su libertad. 

Art. 29 sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior, 
los defensores de pobres y ausentes en turno estarán facultados 
para visitar las dependencias policiales a los efectos de verificar 
la existencia de enfermos detenidos a la espera de hacer 
efectiva su internación en establecimientos hospitalarios, en 
cuyo caso deberán solicitar al Juez o tribunal competente por 
razones de turno, la adopción de las medidas necesarias para 
hacer cesar dicha situación. 

Art. 39 Los jueces y tribunales deberán, una vez recibida 
la comunicación a que se refiere el art. 19 de la ley 7967, dar 
inmediata intervención al defensor de pobres y ausentes en 
turno, a la fecha de la privación de la libertad del enfermo, 
a fin de que dicho funcionario tome conocimiento de lo actuado 
y pueda, oportunamente, cump^r las obligaciones que le enco-
mienda dicho ordenamiento legal. 

Art. 49 A fin de facilitar el conocimiento de los turnos 
estab'ecidos por esta Corte, por la Secretaría de Superinten-
dencia cada año se comunicarán a Jefatura de Policía para 
que sean transcriptos en la orden del día y a los hospita1es 
dependientes del Ministerio de Bienestar Social que reciban 
enfermos comprendidos en el art. 482 del Código Civil. 

Art. 59 Dirigirse al Poder Ejecutivo, por intermedio del 
señor Ministro de Bienestar Social, a fin de poner en su cono-
cimiento la necesidad de crear las plazas que sean necesarias 
en los hospitales especializados para permitir la inmediata 
internación de aquellos enfermos que se encuentran compren-
didos en los supuestos que contempla el referido art. 482 del 
Código Civil. Asimismo se solicitará el señor Ministro instruya 
a las autoridades de dichos hospitales en el sentido de diri-
girse directamente a los defensores de pobres y ausentes para 
que soliciten la externación, según lo establee el art. 49 de 
la ley 7967, individualizando, en su caso, las personas dispuestas 
a hacerse cargo de los externados. 

Art. 69 Publíquese, comuniqúese el presente acuerdo a los 
señores Jueces en lo Civil y Comercial, a los Tribunales Cole-
giados de Instancia Unica en funcionamiento, a los señores 
Defensores de Pobres y Ausentes, al señor Jefe de Policía —a 
quien se solicitará, además de la inserción de su texto en el 
Orden del Día, adopte las medidas necesarias para obtener 
un estricto cumplimiento de los arts. 19 y 29 de la Ley 7967— 
y al señor Ministro de Bienestar Social a fin de que lo haga 
conocer a las autoridades hospitalarias y regístrese. 
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ACORDADA N9 1643 del 16 de octubre de 1974. 

Reglamentación de las funciones de la Inspección de la 
Suprema Corte de Justicia. 

VISTOS Y CONSIDERANDO: 
Que el ejercicio de la superintendencia por parte de este 

Tribunal requiere disponer de un mecanismo adecuado a fin 
de llegar a todo el ámbito de la Provincia, tanto para las 
"tareas de control que dicha función impone, como para obtener 
información constante y directa sobre los inconvenientes y 
necesidades existentes en los tribunales y demás dependencias 
del Poder Judicial. 

Que el funcionamiento de la Oficina de Inspectores ha 
acopiado experiencias que sugieren la adopción de un regla-
mento donde se vuelquen en forma precisa las normas que 
regulen su actividad, recogiendo aquellos usos cuya práctica ha 
dado resultados positivos y subsanando los errores motivados 
por la ausencia de una preceptiva apropiada. 

Que al valorar tales antecedentes es de tener en cuenta 
lo dispuesto en la acordada número 1491 y en la resolución 
número 391/67. 

Por ello, la Suprema Corte de Justicia, con asistencia del 
señor Procurador General y haciendo uso de las facultades 
que le conceden los artículos 152 de la Constitución, de la 
Provincia y 31 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N9 5827. 

R E S U E L V E : 

Establecer la siguiente Reglamentación: 
Artículo 1"? La Inspección de la Suprema Corte de Justicia 

estará compuesta por funcionarios que deberán poseer título 
de abogado expedido por Universidad Nacional o equivalente, 
en número que determinará el Tribunal. 

Art. 29 Los inspectores, en ejercicio de sus funciones, repre-
sentan a la Suprema Corte de Justicia ante los magistrados, 
funcionarios y empleados del Poder Judicial y demás autori-
dades a las que deban acudir para el debido cumplimiento 
•de aquellas, pudiendo, a tales fines, solicitar informes, librar 
oficios y efectuar los requerimientos que estimen necesarios. 

Art. 39 El cuerpo de inspectores dependerá de la Suprema 
Corte de Justicia a través del Secretario de Superintendencia. 
Administrativamente dicha Secretaría arbitrará los medios con-
ducentes al mejor y más rápido cumplimiento de las funciones 
propias de la Inspección del Tribunal. 

Art. 49 El Procurador General de la Suprema Corte de 
Justicia podrá solicitar al Presidente de la misma la designación 
•de los inspectores necesarios para que practiquen las diligencias 
o instruyan 'los sumarios vinculados con las atribuciones que 
a dicho Magistrado le otorgan la Constitución y las leyes en 
vigencia. 

Art. 59 La inspección de la Suprema Corte de Justicia 
•estará dirigida por su Subsecretario Letrado de la Suprema 
Corte de Justicia que desempeñará el cargo de Jefe de Inspec-
tores, quien distribuirá equitativamente y supervisará las tareas 
•de los miembros del cuerpo. Será responsable del puntual 
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cumplimiento de las diligencias que se encomienden, a cuyo 
efecto deberá informar- mensualmente al Secretario de Super-
intendencia sobre el desarrollo y estado de la labor de la de-
pendencia a su cargo. Instruirá personalmente los sumarios 
que, por la jerarquía de los incubados o Ta gravedad de los 
hechos, así lo exijan. En su ausencia lo suplantará el. Subse-
cretario Letrado de Superintendencia del Tribunal. 

Art. 69 El Jefe de Inspectores de la Suprema Corte será 
responsable de la documentación de la dependencia y de su 
archivo. Deberá llevar obligatoriam ente un libro de entrada 
de expedientes y otro de comisiones donde se asentarán las 
tareas asignadas a cada inspector, lugar de realización de las 
mismas, tiempo que han insumido y, en su caso, los viáticos 
solicitados. Asimismo llevará el Registro de Inspecciones que 
se formará con las actas a que se refiere el último párrafo del 
artículo 99. 

Art. 79 Los inspectores deberán realizar las comisiones que 
Ies encomiende el jefe de la oficina en el tiempo y forma 
que éste determine. Cuando no se encuentren cumpliendo aque-
llas, concurrirán a su despacho. 

Arfc. 89 Las funciones del cuerpo de inspectores, sin perjuicio 
de las tareas que pueda encomendarle el Presidente del Tri-
bunal, serán las siguientes: 

a) Practicar las inspeciones ordinarias y extraordinarias 
de los órganos de la administración de justicia que 
determina la Suprema Corte por intermedio de su pre-
sidente. 

b) Instruir los sumarios que ordene la Suprema Corte 
de Justicia o su Presidente, bajo las formalidades que 
se determinan más adelante. 

c) Verificar el cumplimiento de las leyes, acordadas y 
resoluciones que regulan la actividad de las dependen-
cias y profesionales auxiliares de la justicia, así como 
loa órganos de prensa que publiquen edictos. 

d) Compulsar las necesidades de las respectivas depen-
dencias y recoger las referencias estadísticas que deter-
minen la Suprema Corte de Justicia o el Procurador 
General, como así verificar la información contenida en 
las planillas remitidas a dichos organismos. 

Art. 99 Al practicar las inspecciones ordinarias los inspec-
tores consignarán, en acta que levantarán por triplicado: 

a) La asistencia del personal y cumplimiento del horario 
judicial. 

b) El trato dispensado al público en las mesas de entradas. 
c) El trámite diario, el estado del despacho, y forma en 

que son llevados los libros que correspondan a la depen-
dencia inspeccionada. 

d) Las necesidades del organismo. 
e) El cumplimiento de ias leyes, acordadas y resoluciones 

que regifan su funcionamiento. 
f) Las sugerencias de los responsables de las oficinas. 

El original del acta quedará reservado en la Inspección y 
las copias serán elevadas por el Jefe de !a oficina, dentro del 
tercer día al Presidente de la Suprema Corte de Justicia por 
intermedio de la Secretaría de Superintendencia, con el infor-
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me que pudiera corresponder, quien lo pondrá en conocimiento 
del señor Procurador General y en caso de considerarlo nece-
sario de la dependencia inspeccionada. 

Art. 10. Los sumarios serán ordenados por el Presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, de oficio, a pedido del Pro-
curador General, o por denuncia. Al instruirlos, los inspectoi'es 
observarán, en Jo ap'icab'e, las disposiciones del Código de 
Procedimientos Penal, debiendo: 

a) Realizar todas las diligencias probatorias necesarias para 
el debido esclarecimiento de los hechos investigados. 

b) Una vez finalizada la instrucción, correr vista de lo 
actuado al presunto responsable por un plazo de hasta 
diez días hábiles. 

c) Evacuada la referida vista, e^var el expediente a la 
secretaría de Superintendencia a través del jefe de la 
oficina, con un informe circunstanciado en el que pun-
tualizarán las diligencias practicadas y los hechos que, 
a su juicio se encuentren comprobados. 

d) Posteriormente, producir la prueba ordenada por la 
Suprema Corte de Justicia o su Presidente, a requeri-
miento del sumariado o del Procurador General. 

Art. 11. En ocasión de ías inspecciones ordinarias que 
realicen a cada departamento judicial, los inspectores cum-
plirán con lo dispuesto en el artículo 8? inciso c) de la pre-
sente reglamentación. 

Art. 12. Los inspectores recibirán en su despacho oficial, 
o en ocasión de las visitas que realicen a los distintos departa-
mentos judiciales las denuncias que funcionarios o particulares 
deseen formaUzar respecto a eventua'es irregularidades en la 
administración de justicia, denuncias que elevarán inmediata-
mente a la Suprema Corte de Justicia por intermedio del Jefe 
de la Inspección. 

Comuniqúese y publíquese. 

RESOLUCION del Procurador General del 27 de noviembre 
de 1974. 
Re c t>m en d and o a los Agentes Fiscales el cumplimiento de 
las obligaciones norteadas por los artículos y 8? de la 
Ley m 4552. 

Al señor Agente Fiscal en lo Penal del Departamento 
Judicial... 

Cumplo en dirigirme a Ud„ a fin de hacerle saber que, 
en virtud de la particular preocupación con que el señor Pro-
curador General de la Suprema Corte de Justicia mii*a lo rela-
tivo a la puntualidad y estrictez en el cumplimiento de las 
obligaciones que a esa Fiscalía le competen por imposición 
de lo prescripto en los artícu7os 7? y 8? de la ley 4552, 
respecto a la ejecución de costos y gastos causídicos en los 
juicios criminales, ha dispuesto •—por mi intermedio— reco-
mendarle adopte las providencias necesarias para así obser-
varlas. 

Saludo a Ud. con mi mayor consideración. 
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RESOLUCION del Procurador General del 3 de diciembre 
de 1974. 

Recordando a los Agentes Fiscales al cumplimiento del 
artículo 3"? de la Resolución de la Suprema Corte de Jus-
ticia N9 760 y del artículo 49 de la igual N<? 899. 

Al señor Agente Fiscal del Departamento Judicial... 
Cumplo en dirigirme a Ud, a fin de hacerle saber que el 

señor Procurador General de la Suprema Corte de Justicia, 
ha dispuesto, por mi intermedio, recomendarle adopte las pro-
videncias necesarias para que esa Fiscalía a su cargo cum-
plimente con estricta puntualidad las obligaciones que la com-
peten por imposición de lo prescrito en los artículos 39 de la 
Resolución de la Suprema Corte número 760 y 49 de la igual, 
número 899, respecto' de la ejecución de multas a que se refiere 
el artículo 834 del Código de Procedimientos Civiles y de emo-
lumentos y gastos que devenguen por la actuación de peritos 
oficiales ante los Tribunales Co^giados (art. 141 de la Ley 5827, 
modificado por Ley 7861), como así también de las que se 
derivan de los artículos 7 y 8 de la Ley 4552, relativas a la 
ejecución de costas y gastos causídicos en los juicios criminales. 

Saludo a Ud. con mi mayor consideración. 

RESOLUCION del Procurador General del 7 de febrero de 1975.. 

Determinando la intervención de los Fiscales de Cámara 
Departamentales para corregir atrasos y supervisar las 
tareas de los otros miembros del Ministerio Público De-
partamental. 

V I S T A S : 

Las demoras que han podido comprobarse en la instrucción 
de los sumarios penales, el atraso existente en el despacho de 
trámite de las causas radicadas ante los distintos fueros, y el 
excesivo lapso que media entre la iniciación o radicación de 
las mismas y la realización del juicio oral ante las Excmas. 
Cámaras, Tribunales del Trabajo y Tribunales de Instancia Uni-
ca, que menoscaban el derecho a gozar de una justicia rápida 
y eficaz; y 
OONSIDERAND O: 

Que es obligación del Procurador General de la Suprema 
Corte de Justicia ve^r por el cumplimiento de los pTazos pro-
cesales, a cuyo efecto el artículo 76, inciso 59 de la ley 5.827 
—reformado por decreto-ley 7.809— lo faculta a pedir pronto 
despacho a los jueces y a deducir los recursos y quejas ten-
dientes a obtener una rápida administración de justicia, atri-
buciones que puede ejercer por sí o por intermedio de los demás 
integrantes del Ministerio Público. 

Que la mencionada obligación corresponde asimismo al Mi-
nisterio Fiscal al que la indicada ley orgánica número 5.827 
encarga de "vigilar la sustanciación de las causas, tratando de 
que ellas no se dilaten ni se prescriba la acción penal" (ar-
tículo 78, inciso 69). 

142 



Que la propia índole de dicho contralor así como el nú-
mero y la creciente dispersión de los órganos jurisdiccionales, 
aconsejan una constante intervención de los señores Fiscales 
de Cámara Departamentales quienes podrán ejercerla por sí 
o por los funcionarios del Ministerio Público vinculados al mis-
mo trámite judicial de las causas, los que actuarán bajo la di-
recta supervisión de aquéllos. 

Por ello, el Procurador General de la Suprema Corte de 
Justicia en ejercicio de las atribuciones que le confieren los 
artículos 180 de la Constitución provincial y 76, inciso 12 de 
la ley 5.827 

R E S U E L V E ! 

Art. 19 Requerir de los señores fiscales de Cámara Depar-
tamentales el ejercicio de las facultades y atribuciones que le 
encomiendan al Ministerio Púbico las citadas disposiciones 
constitucionales y legales, en la medida necesaria para el cum-
plimiento de las finalidades de la presente resolución, y sin 
que ello impida la actuación directa del suscripto en tales si-
tuaciones. 

Art. 29 A tales efectos, los señores Fiscales de Cámara: 
al Podrán sustituir su actuación por la de alguno de los 

miembros del Ministerio Público Departamental cuya tarea su-
pervisarán en sus aspectos administrativos, debiendo verificar 
el puntual, cumplimiento de sus obligaciones por parte de dichos 
funcionarios y de sus empleados. En caso de advertir la comi-
sión de faltas o irregularidades deberán hacerlo saber a la 
Procuración General a los efectos de la adopción de las medi-
das disciplinarios correspondientes. 

b) Vigilar por sí o por intermedio de los restantes miem-
bros del Ministerio Público Departamental, el trámite de las 
causas ante los juzgados y tribunales, debiendo informar de 
sus demoras a la Procuración General de la Suprema Corte 
de Justicia, con indicación de la carátula y sede de radicación 
de las mismas. 

c) Controlar especialmente el puntual cumplimiento de los 
trámites previos a la designación de audiencias de vista de 
causa por las Cámaras de Apelación, Tribunales del Trabajo y 
de Instancia Unica en lo Civil y Comercial a fin de evitar que 
la demora en fijarlas, como así la existencia de un lapso exce-
sivo entre la iniciación o radicación de la causa, frustre la ra-
zón de existencia del juicio oral, debiendo formular las peti-
ciones tendientes a superar dicha situación. 

d) Encomendarán a los Agentes Fiscales y Defensores de 
Pobres y Ausentes observar si es cumplida la obligación esta-
blecida por el artículo 58 del C. P. P., estipulándoles que for-
mulen las peticiones necesarias para la activación de los trá-
mites iniciales de los sumarios a fin de evitar que la detención 
de los imputados en las dependencias policiales se prolongue 
indebidamente. 

e) Vigilarán el cumplimiento, por parte de los señores De-
fensores de Pobres y Ausentes de las disposiciones del Decreto-
Ley 7.967 y de la Resolución de la Suprema Corte de Justicia 
número 568 del 21 de agosto de 1974 relativas a la externación 
de personas internadas en virtud de lo dispuesto por el artícu-
lo 482 bis del Código Civil. 
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f) Recordarán a los señores Asesores de Incapaces Depar-
tamentales la imperiosa necesidad de obtener el efectivo cum-
plimiento de las disposiciones relativas a la asistencia, protec-
ción y cuidado de los menores. 

Art. 3? Comuniqúese. 

RESOLUCION del Procurador General, del 18 de febrero de 1975. 

Asesores de Incapaces: Obligación de visitar asiduamente 
los establecimientos de internación y a los memores alo-
jados en los mismos. 

La necesidad de que los señores Asesores de Incapaces, en 
ejercicio de su misión de velar por la salud, educación y mora-
lidad de los menores internados en estab'ecim lentos oficiales 
y privados, los visiten asiduamente, se entrevisten con los in-
capaces, e informen acerca de las condiciones en que desarro-
llan su actividad tales dependencias!, y 
CONSIDERAN!) O: 

La conveniencia de que en ocasión de las indicadas visitas 
se practique un relevamiento de datos estadísticos homogéneos 
y susceptibles de comparación, lo que requiere que los mismos 
se ajusten a pautas uniformes. 

Por ello, el Procurador General de la Suprema Corte de 
Justicia, en ejercicio de las facu'tades que le confieren el ar-
tículo 180 de la Constitución de la Provincia y el artículo 76, 
inciso 12 de la ley 5.827 

R E S U E L V E : 
Art. 19 Los señores Asesores de Incapaces Departamentales, 

sin perjuicio del deber que a su respecto establece el artícu'o 10 
de la Acordada número 1.490, visitarán obligatoriamente, y con 
la asiduidad que las circunstancias lo requieran, los estableci-
mientos oficiales y privados donde se encuentren internados 
menores a disposición de los tribunales competentes. 

Art. 29 En oportunidad de efectuar las indicadas visitas los 
señores Asesores entrevistarán a los menores en cuyas causas 
tengan intervención. Asimismo, recogerán los datos consignados 
en las planillas remitidas por la Procuración General, devol-
viéndolas a ésta acompañadas de un informe en el que, en for-
ma sintética, expresarán su juicio acerca de las condiciones 
en que desenvuelven su actividad los referidos establecimientos, 
y donde harán saber las situaciones irregulares que hayan po-
dido comprobar. 

Art. 39 Los señores Asesores, en ejercicio de los deberes y 
facultades que Ies confiere la legislación vigente, deberán •—sin 
perjuicio de la obligación establecida en el artículo anterior— 
formular ante los tribunales competentes las peticiones ten-
dientes a dar solución a los problemas que hayan podido com-
probar en ocasión de las referidas visitas, como así las necesa-
rias a fin de resolver las ni t i ' Iones participares de los me-
nores y aque^os atrasos que pudieran existir en el trámite de 
las causas respectivas. 

Art. 4? Comuniqúese a quien corresponda, y luego, archívese. 
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